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INTRODUCCION 

Para lograr en un entorno económico como el que existe en nuestro país 

una competitividad sana entre empresas y en algunos casos la subsistencia de éstas, exis­

ten diversas figuras que les permiten cumplir con dichos objetivos. 

En efecto, existen diversas figuras jurídicas que permiten realizar una se­

rie de operaciones o planeaciones a las empresas para que su funcionamiento y operación 

resulte de forma conveniente a sus intereses, tales como el concurso mercantil, escisión, 
fusión, etc. 

El presente trabajo se centra en la figura de la fusión, la cual es una rees­

tructuración corporativa de sociedades mercantiles que considero que tiene su razón de ser 

cuando resulta conveniente concentrar las operaciones de dos o más sociedades en una so­

la de ellas o en otra nueva con la desaparición de las demás, con sus respectivas conse­

cuencias económicas y jurídicas. 

Lo anterior, en los términos de la Ley General de Sociedades Mercantiles, 

trae como consecuencia que la sociedad que subsista o resulte de la fusión tomará a su car­

go todos los derechos y las obligaciones de las sociedades extinguidas. 

Ahora bien al originarse la figura jurídica de la fusión, ésta como cual­

quier otra debe de estar regulada por los distintos ordenamientos legales respetando las ga­

rantías de los gobernados. 

En efecto todo ordenamiento jurídico debe de respetar las garantías cons­

titucionales de los gobernados. 

En el presente trabajo se plantea solamente una parte de dicha regulación 

en especial la referida en materia impositiva especialmente a lo señalado en la Ley del Im­

puesto sobre la Renta. 

En efecto, independientemente de que a lo largo del presente trabajo se ex­

plique a profundidad el tema, la Ley del Impuesto sobre la Renta prevé en el caso de fusión 

de sociedades la prohibición de transmitir pérdidas fiscales de la fusionada a la fusionante. 
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Considero que dicha restricción vulnera las garantías en materia impositi­

va, consagradas en la fracción IV del artículo 31 de nuestra Constitución, como el de "pro­

porcionalidad", "equidad" y "seguridad jurídica!, conceptos complejos, que forman parte 

del análisis del presente trabajo. 

Así las cosas, en el presente trabajo se analizará la figura jurídica de la fu­

sión para demostrar la inconstitucionalidad de la restricción del artículo 55 de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, al no permitir la transmisión de las pérdidas en que hayan incu­

rrido las empresas que participaron en la fusión. 

Para tal efecto, y al considerarse el tema primordialmente tributario, se ha­

rá una exposición de los principios que rigen la relación tributaria. 

Como consecuencia de lo anterior, se analizarán en específico las garan­

tías constitucionales en materia tributaria consistentes en la proporcionalidad y la equidad 

a efecto de poder entender la violación de dichas garantías en el texto del artículo 55 de la 

Ley del Impuesto sobre la Renta. 

En este orden, la siguiente exposición pretenderá dar una visión general 

de la fusión de sociedades, tales como su concepto doctrinal, clases de fusión, procedi­

miento, efectos corporativos y obligaciones fiscales en términos generales, ya que este tra­

bajo se enfoca a la demostración de la inconstitucionalidad de la disposición en comento, 

en especial a los principios de proporcionalidad y equidad tributaria. 

---------------------------------------



CAPITULO I 
PRINCIPIOS QUE RIGEN LA RELACION TRIBUTARIA 

1.1. Antecedentes de la fracción IV, del artículo 31 Constitucional 

El artículo 31, fracción IV de nuestra Constitución consagra las 
garantías que en materia tributaria le deben de ser respetadas a los gobernados. 

El artículo 31 fracción IV de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos establece textualmente: 

"ARTICULO 31.- Son obligaciones de los mexicanos: 

1.- .............................................................................. . 

IV. - Contribuir para los gastos públicos, así de la 
Federación, como del Distrito Federal o del Estado y 
Municipio en que residan, de la manera proporcional y 
equitativa que dispongan las leyes". 

En los términos de dicho precepto constitucional, es claro que 
únicamente puede obligarse al particular a contribuir para los gastos públicos de 
la manera proporcional y equitativa en que dispongan las leyes. 

Buscando los antecedentes o precedentes que dieron origen a dicho 
artículo, encontramos que la Constitución Norteamericana de 1787 establece en 
su artículo 1 O., sección octava, lo siguiente: 

El Congreso tendrá facultad: 
"Para establecer y recaudar contribuciones, impuestos, y 
derechos; para pagar las deudas y proveer a la defensa 
común y bienestar general de los Estados Unidos pero 
todos los derechos impuestos serán uniformes en todos los 
Estados Unidos". 
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Sección nueve (párrafo IV): " no se establecerá ningún 
impuesto directo, ni de capitación como no sea 
proporcionalmente al censo o recuento que antes se 
ordenó practicar". 

2 

Vistos estos artículos nos encontramos con que se establecen en 
ellos el principio de "uniformidad" que después veremos es uno de los principios 
teóricos de las contribuciones y se habla también de "proporcionalidad", pero sin 
que se tome en el sentido de justicia en las contribuciones, en la forma a que 
después nos referimos al analizar la fracción IV de la actual Constitución de 1917, 
en sus términos "proporcionales" y "equitati vos". 

El Lic. Servando J. Garza en su libro "Las Garantías 
Constitucionales en el Derecho Tributario Mexicano", hace notar que el principio 
de proporcionalidad y equidad; establecido en la fracción que estudiamos, parece 
tener como antecedente, no la Constitución Norteamericana, sino la Francesa, de 
acuerdo con la cita que hace del artículo 13 de la "Declaración de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano", incluido en la Constitución Francesa de 1791, 
señalando lo siguiente: 

"para el sustenimiento de la fuerza pública y para los 
gastos de la administración es indispensable una 
contribución común, la cual debe ser repartida 
igualmente entre todos los ciudadanos, en razón de sus 
posibilidades", disposición igual a la que figura en la 
Constitución Francesa de 1843. ' 

Los artículos 339 y 340 de la Constitución de Cádiz que 
transcribimos, en su formación se vieron influidos indudablemente por la 
legislación constitucional francesa en los artículos que citamos, existiendo 
inclusive en dicha Constitución de Cádiz, transcrita la esencia de los artículos 
citados, en su artículo 80., el cual en el capítulo segundo, denominado de los 
"españoles" establecía: 

"también está obligado todo español, sin distinción 
alguna, a contribuir en proporción de sus deberes para los 
gastos del Estado". 

IGARZA. Servando, "ÚlS Garantías Constitucionales en el Derecho Tributario Mexicano". Ed. Harla Pp 118 Y 119. 
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En la Constitución de Cádiz de 1812, la cual estuvo en vigor en la 
Nueva España disponía: 

"Artículo 339. Las contribuciones se repartirán entre 
todos los espmloles en proporción a sus facultades sin 
excepción ni privilegio alguno". 

Articulo 340. Las contribuciones serán proporcionadas a 
los gastos que se decreten por las Cortes para el servicio 
público en todos los ramos ".' 

En la Constitución de Apatzingán de 1814, no hay ningún 
antecedente al respecto. 

En la Constitución Federal de 4 de octubre de 1824, tampoco existe 
ningún antecedente de la Fracción Constitucional en estudio. 

En las Siete Leyes Constitucionales de 1836, el artículo 3°., Frac. 
II establecía como obligaciones de los mexicanos: 

Il. Couperar a los gastos del Estado con las contribuciones 
que establezcan las leyes y le comprendan.' 

Como podemos ver en el texto de este artículo, no se menciona 
para nada la equidad y la proporcionalidad de los impuestos. 

La primera vez que apareció en los textos constitucionales la 
expresión de que los impuestos deben ser proporcionales y equitativos, fue en el 
proyecto de Constitución de 1857 el cual establecía en su artículo 31 : 

! Ibidem .. p. 100 
J Ibid., p. 206 

"Es obligación de todo mexicano: 

l. Defender la independencia, el territorio, el honor, los 
derechos e intereses de su patria 
ll. Contribuir para los gastos públicos así de la 
Federación como el Estado y Municipio en que resida, de 
la manera proporcional y equitativa que dispongan las 
leyes". 4 

• TENA RAMIREZ, Felipe: "Leyes Fundamentales de México 1808-1991".20" ed., Poma, México. 1997; p. 611 
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El párrafo anterior fue aprobado en sesión de 26 de agosto de 1856 
y seguramente la Comisión de Estilo lo dividió en dos fracciones que es como 
aparece en el texto de dicha Constitución, la cual es antecedente directo de la 
Constitución de 1917 vigente en México. 

Dicha fracción, por reforma publicada ellO de junio de 1898 quedó 
como fracción III, siendo igual en su redacción a la fracción IV del artículo 31 de 
la actual Constitución de 1917. 

Ahora bien, la fracción. IV del Artículo 31 Constitucional que en 
principio señalamos, de acuerdo con el Diario de Debates del Constituyente de 
1916-17, fue aprobada sin discusión alguna por parte de los Constituyentes, texto 
que actualmente nos rige.' 

1.2. Análisis de los elementos de la fracción IV del artículo 31 de la 
Constitución de los Estados Unidos Mexicanos 

establece: 
El artículo 31 de nuestra Constitución, como ya lo señalamos 

"Son obligaciones de los mexicanos: 

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la 
Federación, como del Distrito Federal o del Estado y 
Municipio en que residan, de la manera proporcional y 
equitativa que dispongan las leyes" 

Del citado artículo, resulta claro que los principios que enuncia 
nuestra Constitución son tres: 

l. Principio de legalidad 
2. Principio de proporcionalidad y equidad 
3. Principio de contribución al gasto público. 

En vía de introducción de los temas que nos proponemos tratar, 
haremos un breve análisis de los elementos que constituyen dicha fracción, antes 
de llegar al capítulo en el que se hará un estudio más completo de los términos de 
"proporcionalidad" y "equidad" 

'CÁMARA DE DIPUTADOS, "Diario de los Debates del Congreso Constituyente", Querétaro 1916.1917, Tomo 11. Edici6n Fac­
similar 1997. página 497. 



I. PRINCIPIOS QUE RIGEN LA RELACION TRIBUTARIA 5 

1.2.1. De la Obligación 

La fracción en análisis establece la obligación para los mexicanos 
de contribuir a los gastos públicos. pero no identificada como cualquier otra 
obligación es decir como un vínculo jurídico que coloca a personas determinadas 
a realizar una prestación respecto de otras personas también determinadas, sino 
que dicho principio sufre en materia fiscal ciertas modificaciones, ya que dicha 
obligación tributaria tiene en algunos casos, desde el punto de vista de los sujetos 
activo y pasivo, una ampliación en su alcance y en otros una restricción. 

Las obligaciones tributarias tienen por objeto dar siempre una 
cantidad de dinero y nunca el de imponer contraprestaciones, salvo como 
obligaciones accesorias de la principal. 

Las obligaciones a que antes nos referimos tienen su fuente 
inmediata en la ley tributaria, cualquiera que sea la contribución que regule. 

Es decir, la ley señala en forma general la obligación tributaria, la 
cual se hace efectiva para una persona o personas determinadas al realizarse el 
hecho generador del crédito fiscal, o sea cuando ocurren los presupuestos que la 
ley señala para que una persona esté obligada al pago de un impuesto. 

Dicha obligación se fija por virtud de un acto unilateral de voluntad 
del Estado, el cual como ya dijimos, se manifiesta por medio de una ley, (tanto 
desde el punto de vista material, como formal), por medio de disposiciones de 
carácter general, abstractas, impersonales y emanadas del Poder Legislativo. Esa 
manifestación de voluntad del Estado no es arbitraria, sino que la misma se 
encuentra determinada, por una parte, por las necesidades financieras del mismo 
Estado derivadas de sus atribuciones constitucionales y por otra, por la capacidad 
contributiva de los sujetos afectados por el impuesto. 

1.2.2. De los mexicanos 

El precepto constitucional establece este tipo de obligación 
expresamente a los mexicanos, sin hacer ninguna especificación sobre los 
extranjeros, pero, para no hacer distinciones que no son objeto de este trabajo 
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sobre si los extranjeros están obligados a realizar las contribuciones o no, 
simplemente señalaremos que la fracción VII del artículo 73 Constitucional que 
establece como facultades del Congreso: "imponer las contribuciones necesarias 
a cubrir el presupuesto". 

Esta fracción del precepto constitucional citado no hace 
distinciones de personas, comprendiendo por lo tanto no sólo a los mexicanos, 
sino a los extranjeros, cosa que de otra forma no sería comprensible, pues 
establecería un privilegio a favor de los extranjeros, que competirían en 
situaciones ventajosas con los mexicanos en cualquier rama de la industria, o el 
comercio, etc. 

Resulta aplicable al análisis de esta parte de la fracción IV del 
artículo 31, hacer mención a lo señalado por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, respecto al tema: 

"Es incuestionable que en caso en que la fuente de riqueza o 
del ingreso está situada dentro del territorio nacional, el estado 

Mexicano, en uso de su soberanía tributaria, tiene derecho a 
recabar los tributos legítimamente creados sin que ello 
pueda conceptuarse como viola torio del Artículo 31, 
fracción IV de la Constitución Política de los estados Unidos 
Mexicanos, pues dicho precepto corresponde al capítulo" de 
las obligaciones de los mexicanos"; pero que sin ello 
signifique que por estar obligados los mexicanos a contribuir 
a los gastos de a Federación, de los Estados y de los 
Municipios en donde residen, de la manera proporcional y 
equitativa que señalan las leyes, los extranjeros están 
exentos de dicha obligación cuando la fuente de la riqueza 
radica en territorio nacional o en otro supuesto, cuando 
están domiciliados en la República Mexicana ". 

Informe del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. Amparo en Revisión. Societé Anonyme des 
Manufactures del Glaces et Produits Chimiques de Saint 
Gobain Chuny et Ciry, y Fertilizanes de Monclova, S.A. de 
C. V, páginas 290 a 292. 
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1.2.3. Destino al gasto público 

El siguiente elemento que establece la fracción IV del artículo 31 
Constitucional, consiste en que se debe contribuir para "gastos públicos". 

Por ello estudiaremos en forma breve, en qué forma se contribuye al gasto 
público. 

a. El estado puede obtener por dos medios diferentes los recursos 
pecuniarios necesarios para su sostenimiento y gastos que requiere el ejercicio de sus 
atribuciones esencialmente por virtud de un acto de colaboración voluntaria de los 
particulares o por un acto unilateral del poder público obligatorio para los mismos. 

En el acto de colaboración voluntaria el particular, por medio de un 
contrato, proporciona al Estado los recursos necesarios, pero además de que el 
contrato impone al Estado obligaciones a favor del particular, de pagarle intereses, de 
reembolsarle el empréstito, etc., obligaciones que suponen otras fuentes de ingresos 
con qué atenderlas, al Estado no puede estar atenido a la voluntad de los particulares 
para obtener los medios necesarios a su subsistencia, encontrándose por lo tanto 
obligado a recurrir a la colaboración forzosa que se realiza mediante un acto unilateral 
que impone al particular una prestación pecuniaria. 

En otros términos, las contribuciones constituyen la forma normal 
de que el Estado dispone para proveerse de los fondos necesarios; el empréstito 
constituye la forma excepcional. 

Ella puede ser útil como un medio de anticipar los impuestos, ya 
que en el último término, éstos tendrán que ser empleados para hacer frente a las 
contraprestaciones que al Estado fije el contrato respectivo. 6 

Además los ingresos del Estado pueden provenir de una fuente diversa 
de las dos señaladas; sea de la prestación de servicios públicos, bien de la explotación 
y aprovechamiento de los bienes del dominio público o privado del Estado, que sean 
susceptibles de producir un rendimiento, o de otros conceptos: los ingresos 
proveniente del primer concepto reciben el nombre de derechos; los que se originan 
en el segundo, el de productos y los terceros, el de aprovechamientos. 

El maestro Rores Zavala en su libro de Finanzas Públicas Mexicanas, 
clasifica los ingresos del Estado en dos grupos: ordinarios y extmordinarios . 

• FRAGA, Gabino. "Derecho Administrativo", 4a. edición. Porrua. México.página 420. 
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Ordinarios son aquellos que percibe regularmente el Estado, 
repitiéndose en cada ejercicio fiscal, y que en un presupuesto bien establecido 
deben cubrir enteramente los gastos ordinarios.' 

Extraordinarios son aquellos que se perciben solo cuando 
circunstancias anormales colocan al Estado en necesidades imprevistas que lo 
obligan a erogaciones extraordinarias, como sucede en caso de guerra, epidemia, 
catástrofes, déficit, etc. 

Es decir ordinarios, aquellos tributos que establezca la ley anual de 
ingresos; los extraordinarios serán los que el poder público eventualmente llegue 
a fijar, ante una situación de emergencia para hacer frente a ésta. 

Esta clasificación, es insuficiente, pues no contempla percepciones 
que deben de ser consideradas como un ingreso extraordinario. 

Por lo anterior será necesario atender que el acto legislativo que 
determina los ingresos que el Gobierno Federal está autorizado para recaudar en 
un año determinado, se denomina Ley de Ingresos de la Federación, cuya 
naturaleza jurídica se identifica como un acto formal y materialmente legislativo. 

La Ley de Ingresos constituye un catálogo de conceptos que a 
manera de ingresos puede percibir el Gobierno Federal. 

Del análisis de esta lista resulta una clasificación básica en la que 
se divide a los ingresos en dos grupos; ingresos provenientes del poder impositivo 
del Estado que llamaremos ingresos tributarios, y los que tienen características 
diferentes y que denominaremos ingresos no tributarios. 

Así dentro de los ingresos tributarios se incluyen los siguientes 
conceptos: 

Impuestos 
Aportaciones de Seguridad Social 
Contribuciones de Mejoras 
Derechos 
Contribuciones Pendientes de Ejercicios Anteriores 
Accesorios de Contribuciones 

1 Cossa, citado por Flores Zavala. pág. 23 
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Para la integración de los ingresos no tributarios es conveniente 
hacer una subc1asificación en patrimoniales y crediticios. 

En los patrimoniales se agruparían a los aprovechamientos, 
provenientes de organismos descentralizados y de empresas de participación 
estatal, así como a los productos. 

Finalmente, en los crediticios se integran a los ingresos derivados 
de financiamientos, tanto internos como externos del sector central de la 
Administración Pública Federal, así como de organismos y empresas de 
participación estatal de dicha administración. 

Hasta aquí queda expuesta a la forma que reviste el "contribuir" 

b. Siguiendo con el análisis de la fracción IV del artículo 31 
Constitucional, vemos que dispone: "contribuir para los gastos públicos". 

En relación a los gastos públicos, se presenta el problema de 
considerar, que los mismos han ido creciendo progresi vamente a través de los 
años, en una forma ascendente, que no ha podido ser contenido ni por los 
cambios de concepciones políticas, ni por las transformaciones de regímenes 
estatales, 10 cual se explica en parte por el crecimiento de la población, que a su 
vez ha determinado, el aumento del número de funcionarios al servicio del 
estado y la multiplicación y ampliación de los organismos e instituciones 
públicas, pero más aún obedece a que las corporaciones públicas, al correr de 
los años se han ido atribuyendo nuevas funciones. 

Ahora bien, si comparativamente, exponemos que los gastos 
públicos son hoy mucho mayores que ayer, no quiere decir que el sacrificio 
proporcional que soportan los contribuyentes que en la actualidad, sea mayor 
que el que soportaban las generaciones pasadas, en virtud de que la renta de los 
individuos ha aumentado rápidamente, ya que la riqueza gravable, 
comparativamente, es hoy mucho mayor que ayer. 

Derivado de 10 anterior, es necesario encontrar un concepto de 10 
que debe entenderse por gastos públicos, existiendo muy diversas opiniones a 
este respecto. 
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El maestro Gabino Fraga en su obra Derecho Administrativo señala: 

"Creemos que por gastos públicos deben entenderse los 
que se destinan a la satisfacción atribuída al Estado, de 
una necesidad colectiva, quedando por lo tanto, excluídos 
de su comprensión los que se destinan a la sati;facción de 
una necesidad individual".' 

10 

El maestro Flores Zavala por su parte, critica el concepto anterior porque 
estima que el Estado no realizará únicamente gastos encaminados a la satisfacción de 
necesidades colectiva., pues existen muchos casos en los cuales se realizan gastos 
justificados, para la satisfacción de necesidades individuales, por ejemplo, una pensión, una 
indemnización a un particular por actos indebidos de los funcionarios, etc., y a continuación 
se transcribe su opinión acerca de lo que debe entenderse por gastos públicos: 

"Por gastos públicos debe entenderse todo el que sea necesario 
para que las entidades públicas realicen sus atribuciones, es 
decir, para el desarrollo de su actividad legal". ' 

El maestro Rafael Pizarro Suárez nos dice, que en definitiva se 
puede concluir, que el rendimiento de las contribuciones debe destinarse al 
cumplimiento de las atribuciones del Estado 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido en 
diversas ejecutorias que: 

"Por gastos no deben entenderse todos los que pueda hacer 
el Estado, sino aquellos destinados a satisfacer las funciones 
y servicios públicos; al establecer la fracción IV del artículo 
31 Constitucional. la obligación de contribuir a los gastos 
públicos así de la Federación como del Estado y Municipio 
en que los habitantes residan, está señalando que los 
impuestos federales se aplicarán exclusivamente para los 
gastos de la Federación, los estatales para los de los Estados 
y los municipales para los Municipios. " 

Mexican Filber Ca. y Coags. Tomo LXXXIV, página 3096, 
prontuario de Ejecutorias, Tomo XllI, página 244-A). Otras 

• FRAGA, Gabino. Ob. Cit.. página 433 
9 ZAVALA FLORES, Ob. Cit. páginas 212 y 231. 
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ejecutorias en el mismo sentido en el Tomo LXXV, página 3603 
y en el apéndice del Tomo LXXVI del Seminario Judicial de la 
Federación, volumen 20. página 768. 

"Por gastos públicos na deben entenderse todos los que 
pueda hacer el Estado, sino aquellos destinados a 
satisfacer las funciones y servicios públicos 

Tomo LXXV, página 3603, en el mismo sentido Tomo 
LXIX, página 398. " 

11 

Podemos concluir de acuerdo con las opInIOnes de los autores 
citados y de las resoluciones de la Corte, por gastos públicos debe entenderse los 
gastos que se destinan a satisfacer las atribuciones del Estado en general, es decir 
por sus funciones y sus servicios. 

1.2.4. De la Federación, Distrito Federal, Estado y Municipio 

Establece el precepto constitucional como obligaciones de los 
mexicanos, según hemos analizado, el contribuir para los gastos públicos: "Así de 
la Federación, del Distrito Federal como del Estado y Municipio" haciendo 
referencia a aquél en que el causante tiene su domicilio, de acuerdo con lo 
establecido por el propio precepto Constitucional. Y que por consiguiente, está 
prohibido al Distrito Federal, a los Estados o Municipios gravar a los que no 
residan dentro de su competencia territorial, no así a la Federación dentro de su 
competencia. 

Por estas razones apuntadas, el domicilio del sujeto pasivo de la 
obligación tributaria reviste una marcada importancia, ya que funda el derecho de 
un país, para gravar la totalidad de la renta o del capital, cualquiera que sea el 
lugar de su origen. 

En los Estados Federales, como el nuestro, el domicilio sirve para 
determinar qué Entidad Local y Municipio tiene derecho a gravar a las personas 
comprendidas dentro de su jurisdicción. 
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1.2.5. Principio de Legalidad 

Al referirse que las contribuciones deberán estar contempladas en 
las leyes, se consagra el principio de legalidad. 

El principio de legalidad significa que la ley que establece el 
tributo debe definir cuáles son los elementos y supuestos de la obligación 
tributaria, esto es, los hechos imponibles, los sujetos pasivos de la obligación, así 
como el objeto y la cantidad de la prestación; por lo que todos esos elementos no 
deben quedar al arbitrio o discreción de la autoridad administrativa. '" 

Ahora bien, el fundamento inmediato que da lugar a este principio 
radica en los artículos 14 y 16 constitucionales, que plantean, por una parte que 
nadie puede ser molestado en su familia, bienes, posesiones, papeles o derechos, 
sino en virtud de mandamiento escrito por la autoridad competente que funde y 
motive la causa legal del procedimiento. 

Asimismo, también se encuentra ordenado en el artículo 14, que 
nadie podrá ser privado de la vida, libertad, bienes, posesiones o derechos, sino 
mediante juicio seguido ante los tribunales preestablecidos, siguiendo las 
formalidades esenciales del procedimiento y conforme a leyes expedidas con 
anterioridad al hecho. 

De igual forma, lo establecido por dicho precepto se complementa 
con lo dispuesto por el artículo 73, fracción VII de la Constitución que señala que 
el Congreso tiene facultad para imponer las contribuciones necesarias para cubrir 
el presupuesto. 

Los preceptos constitucionales antes referido aunados con lo 
dispuesto por el artículo 70 Constitucional que señala que toda resolución del 
Congreso tendrá el carácter de ley o decreto, nos da como resultado, que las 
contribuciones deben derivar de una ley en su sentido material y formal. 

En su sentido formal quiere decir que debe ser una ley expedida por 
el Congreso de la Unión cuando se trate de contribuciones federales, o bien, por 
las legislaturas de los Estados, cuando se establezcan tributos locales o 
municipales, excepción a la regla anterior encontraríamos los decretos ley y el 
decreto delegado. 

10 DE LA GARZA, Sergio Francisco. "Derecho Financiero Merxicano", EditarlaJ Poma, México, 1983, p.251 
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Por ende, toda ley que establezca una contribución, debe ser creada 
por el Poder Legislativo, 

Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido 
que el artículo 31 fracción IV de nuestra Constitución Política consagra, entre 
otras garantías a favor del gobernado, la de que las contribuciones deben ser 
creadas mediante un ordenamiento formal y materialmente legislativo, esto es, 
mediante un ordenamiento general y abstracto emanado del poder público que 
constitucionalmente se encuentra facultado para legislar. 

Adicionalmente, la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación y la doctrina también son unánimes en señalar que para que una 
contribución cumpla con la garantía de legalidad tributaria es necesario que en la 
Ley se establezca con toda certeza y precisión los elementos que lo integran tales 
como: hipótesis de causación, sujeto, objeto, base, tasa, de tal manera que no 
quede margen para una actuación arbitraria por parte de la autoridad. 

En efecto, este principio ha sido reiteradamente reconocido por 
nuestro máximo tribunal, en las tesis que a continuación se transcriben: 

"IMPUESTOS, PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE EN 
MATERIA DE, CONSAGRA LA CONSTITUCION FEDERAL­
El principio de legalidad se encuentra claramente establecido 
por el artículo 31 constitucional, al expresar, en su fracción N, 
que los mexicanos deben contribuir para los gastos públicos 
"de la manera proporcional y equitativa que dispongan las 
leyes", y está además, minuciosamente reglamentado en su 
aspecto fomlal, por diversos preceptos que se refieren a la 
expedición de la Ley General de Ingresos, en la que se 
detemlinan los impuestos que se causarán y recaudarán 
durante el período que la misma abarca. Por otra parte, 
examinando atentamente este principio de legalidad, a la luz del 
sistema general que informan nuestras disposiciones 
constitucionales en /llateria impositiva y de su explicación 
racional e histórica, se encuentra que la necesidad de que la 
carga tributaria de los gobernados esté establecida en una ley, 
no significa tan sólo que el acto creador del impuesto deba 
emanar de aquel Poder que, COnfOmle a la Constitución del 
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Estado esta encargado de la función legislativa ya que así se 
satisface la exigencia de que sean los propios gobernados, a 
través de sus representallles, los que detemlinen las cargas 
fiscales que deben soportar, sino fundamentalmente que los 
carácteres esenciales del impuesto y la fomlll, cOlllenido y 
alcance de la obligación tributaria, estén consignados de 
nlllnera expresa en la ley, de tal nwdo que 110 quede margen 
para la arbitrariedad de las autoridades exactoras ni para el 
cobro de impuestos imprevisibles o a título particular, sino que 
e! sujeto pasivo de la relación tributaria pueda, en todo 
nwmelllO, conocer la fomla cierta de comribuir para los gastos 
públicos del Estado, y a la autoridad 110 quede otra cosa sino 
aplicar las disposiciones generales de observancia obligatoria, 
dictadas con alllerioridad al caso concreto de cada causallle. 
Esto, por lo demás, es consecuencia del principio general de 
legalidad, confomle al cual ningún órgano del Estado puede 
realizar actos individuales que no estén previstos y autorizados 
por disposición general alllerior. y está reconocido por el 
artículo 14 de nuestra ley fundamental. Lo contrario, es decir, la 
arbitrariedad en la imposición, la imprevisibilidad en las cargas 
tributarias y los impuestos que no tengan un claro apoyo legal. 
deben considerarse absolutamente proscritos en el régimen 
constitucional mexicano, sea cual fuere el pretexto con que 
pretenda justificárseles. 

Séptima Epoca, Primera Parte: 

Vals. 91-96. Amparo en revisión 5332/75. Blanca 
Meyerberg de González. 3 de agosto de 1976. Unanimidad 
de 15 votos. Ponente: Ramón Canedo Aldrete. 

Vals. 91-96. p. 92. Amparo en revisión 331/76. María de los 
Angeles Prendes de Vera. 3 de agosto de 1976. Unanimidad de 
15 votos. Ponente:Carlos del Río Rodríguez. 

Vals. 91-96, p. 92. Amparo en revisión 5464/75. Ignacio 
Rodríguez Treviño. 3 de agosto de 1976. Unanimidad de 
15 votos. Ponellle: Arturo Serrano Robles. 

14 
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Vals. 91-96, p. 92. Amparo en revisión 5888/75. 
Inmobiliaria Havre, S.A. 3 de agosto de 1976. 
Unanimidad de 15 votos. Ponente: Arturo Serrano Robles. 

Vals. 91-96, p. 92. Amparo ell revisión 1008/76. Antonio 
Hernández Abarca. 3 de agosto de 1976. Unanimidad de 
15 votos. Ponente: Arturo Serrano Robles. 

Esta tesis apareció publicada con el Número 54, en el 
Apéndice 1917-1985, Primera Parte, p. 105. 

Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-
1988, Primera Parte, Pleno, tesis 86, p. 158" 

"IMPUESTOS, PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE DEBEN 
SALVAGUARDAR LOS.-AI disponer el artículo 31,fracción N. 
de la Constitución Federal, que son obligaciones de los 
mexicanos "colllribuir para los gastos públicos, así de la 
Federación como del Estado y Municipio en que residall, de la 
manera proporcional y equitativa que disponen las leyes" 
cunstitucional de un tributa es necesario que, primero esté 
establecido por ley, segundo, sea proporcional y equitativo y, 
tercero, sea destinado al pago de los gastos públicos, sino que 
también exige que los elementos esenciales del mismo, como 
pueden ser el sujeto, objeto, base, tasa y época de pago, estén 
consignados de manera expresa en la le)\ para que así no quede 
margen para la arbitrariedad de las autoridades exactores, ni 
para el pago de impuestos imprevisibles o a título particular, 
sino que a la autoridad no quede otra cosa que aplicar las 
disposiciones generales de observancia obligatoria dictadas 
con alllerioridad al caso concreto de cada causante y el sujeto 
pasivo de la relación tributaria pueda en todo momento conocer 
la fonna cierta de cOlllribuir para los gastos públicos de la 
Federación, del Estado o Municipio en que resida. Es decir, el 
principio de legalidad significa que la ley que establece el 
tributo debe definir cuáles son los elementos y supuestos de la 
obligación tributaria; esto es, los hechos imponibles, los sujetos 
pasivos de la obligación que va a nacer, así como el objeto, la 
base y la cantidad de la prestación, por lo que todos esos 

15 
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elementos no deben quedar al arbitrio o discreción de la 
autoridad administrativa. En resumen el principio de legalidad 
en materia tributaria puede enunciarse mediante el aforismo, 
adoptado por analogía del derecho penal, "nullum tributum 
sine lege n. 

Amparo en revisión 331/76. María de los Angeles Prendes 
de Vera 31 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 votos. 

Amparo en revisión 5332/75. Blanca Meyerberg de 
González. 31 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 votos. 

Amparo en revisión 5464/75. Ignacio Rodríguez Treviño, 
31 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 votos. 

Amparo en revisión 5888/75. Inmobiliaria Havre, S.A. 31 
de agosto de 1976. Unanimidad de 15 votos. 

Amparo en revisión 1008/76. Antonio Hernández Abarca, 
31 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 votos." 

16 

Por su parte, el licenciado Adolfo Arrioja Vizcaíno, en su obra 
denominada "Derecho Fiscal", señala lo siguiente en relación con el principio de 
legalidad tributaria: 

.. En tales condiciones, nuestra Ley Suprema viene a confiTlllar 
el postulado básico del Derecho Fiscal relativo a que toda 
relación tributaria debe llevarse a cabo dentro de un marco 
legal que la establezca y la regule. Por tanto, está haciendo 
referencia a la l/amada "piedra angular" de la disciplina que 
estudiamos, expresada a través del célebre aforismo latino 
"nul/um tributum sine lege" (No puede existir ningún tributo 
válido sin una ley que le dé origen). 

En realidad no podía ser de otra manera. La 
consagración de todas las situaciones que se presenten en 
el ámbito hacendario ha sido desde tiempos inmemoriales 
una garantía elemental de seguridad para los ciudadanos, 
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ya lo hemos señalado en diversas oportunidades: sólo la 
ley permite que el particular conozca de antemano hasta 
dónde llega su obligación de contribuir al sostenimiento 
del Estado y qué derechos puede hacer valer ante posibles 
abusos por parte del Fisco. Por eso la existencia de 
normas jurídico-tributarias constituye la mejor barrera 
que puede oponerse a la actitud arbitraria de quienes, 
detentando el poder público, pretenden utilizar el derecho 
que el Estado tiene de exigir aportaciones económicas de 
sus gobernados COI/lO pretexto para hacerlos víctimas de 
toda clase de abusos y confiscaciones. 

Consecuentemente nuestra Constitución ha dispuesto que 
se deba contribuir a los gastos públicos de la manera 
"que dispongan las leyes", significando con ello que el 
vínculo indispensable en virtud del cual el Estado se 
encuentra facultado para exigir de los ciudadanos la 
entrega de prestaciones monetarias o en especie, debe ser 
de carácter jurídico. De ahí que la materia fiscal sea, ante 
todo, una disciplina que pertenece a la Ciencia del 
Derecho. 

Ahora bien, como todas estas consideraciones ya las 
hemos vertido en diversas oportunidades, sólo nos resta 
para concluir este subtema. reiterar, a manera de útil 
recordatorio, los dos enunciados a los que obedece el 
Principo de Legalidad. 

a) La autoridad hacendaria no puede llevar a cabo acto 
alguno o realizar función alguna dentro del ámbito fiscal, 
sin encontrarse previa y expresamente facultada para ello 
por una ley aplicable al caso. 

b) Por su parte, los contribuyentes sólo se encuentran 
obligados a cumplir con los deberes que previa y 
expresamente les impongan las leyes aplicables y 
exclusivamente pueden hacer valer ante el Fisco los 
derechos que esas mismas leyes les confieren. "U 

II Arrioja Vizcafno Adolfo. Derecho Fiscal, novena edición, Editorial Themis, S.A. de C. v., México 1994, pags. 248 y 249. 

17 
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Así entonces, es claro que cualquier disposición tributaria que no 
defina o regule con toda precisión el alcance y demás elementos de la obligación 
tributaria a cargo de los sujetos, dando margen a actuaciones arbitrarias por parte 
de la autoridad administrativa, resulta contraria al principio de legalidad tributaria 
consagrado en la fracción IV del artículo 31 Constitucional. 

Esto es, como lo ha sostenido de manera unánime tanto la doctrina 
como la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, todos lo 
elementos sustantivos de una contribución, tales como el sujeto, las hipótesis de 
causación, el objeto, la base, la tasa y el lugar y época de pago deben estar 
regulados de manera precisa por la Ley de tal suerte que tanto a los gobernados 
como a las autoridades no quede otra labor que el aplicarla. 

En estos términos, es claro que cualquier disposición fiscal que 
pretenda regular alguno de los elementos substanciales de una contribución, debe 
establecer con toda claridad y exactitud el alcance de las obligaciones a cargo de 
los sujetos, de tal suerte que estos puedan determinar con toda certeza su 
obligación a contribuir a los gastos públicos. 

"IMPUESTOS, ELEMENTOS ESENCIALES DE LOS. DEBEN 
ESTAR CONSIGNADOS EXPRESAMENTE EN LA LEY. Al 
disponer el artículo 3/ constitucional, en sufracción Iv, que son 
obligaciones de los mexicanos "contribuir para los gastos 
públicos, así de la Federación como del Estado y Municipio en 
que residan, de la manera proporcional y equitativa que 
dúpongan las leyes ", no sólo establece que para la validez 
constitucional de un tributo es necesario que, primero. que esté 
establecido por ley; sea proporcional y equitativo y, tercero, sea 
destinado al pago de los gastos públicos, sino que también exige 
que los elementos esenciales del mismo, como pueden ser el 
sujeto, objeto, base, tasa y época de pago, estén consignados de 
manera expresa en la ley, para que así no quede margen para la 
arbitrariedad de las autoridades exactoras, ni para el cobro de 
impuestos imprevisibles o a título particular, sino que a la 
autoridad no quede otra cosa que aplicar las disposiciones 
generales de observancia obligatoria dictadas con anterioridad 
al caso concreto de cada causante y el sujeto pasivo de la 
relación tributaria pueda en todo momento conocer la foroza 
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cierta de contribuir para los gastos públicos de la Federación, 
del Estado o Municipio en que resida. 

Volúmenes 91-96, pág. 90. Amparo en revisión 5332/15. Blanca 
Meyerberg de González. *3 de agosto de 1976. Unanimidad de 
15 votos. **Ponente: Ramón CanedoAldrete. 

Volúmenes 91-96, pág. 90. Amparo en revisión 331176. María de 
los Angeles Prendes de Vera. *3 de agosto de 1976. Unanimidad 
de 15 votos. **Ponente: Carlos del Río Rodríguez. 

Volúmenes 91-96, pág. 90. Amparo en revisión 5464175. Ignacio 
Rodríguez Treviiio. *3 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 
votos. **Ponente: Arturo Serrano Robles. 

Volúmenes 91-96, pág. 90. Amparo en revlszon 5888/75. 
Inmobiliaria Havre, S. A. *3 de agosto de 1976. Unanimidad de 
15 votos. **Ponente: Arturo Serrano Robles. 

Volúmenes 91-96, pág. 90. Amparo en revisión 1008/76. Antonio 
Hemúndez Abarca. *3 de agostu de 1976. Unanimidad de 15 
votos. **Ponente: Arturo Serrano Robles. 

NOTA (1): 

*En la publicación original no aparece la/echa de resolución, 
por lo que se agrega. 
**En la publicación original se omite el nombre del ponente, 
por lo que se agrega. 

NOTA (2): 
Esta tesis también aparece en: 
Apéndice 1917-1985, Primera Parte, Pleno, tesis 50, pág. 95. 

Apéndice 1917-1988, Primera Parte, Pleno, tesis 80, pág. 146. 
Séptima Epoca, Pleno: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: 91-96 Primera Parte, Página: 172" 

19 
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Asimismo, el principio de legalidad tributaria exige que el contenido y 
alcance de la obligación tributaria, estén consignados de tal fonna por la Ley que no quede 
margen para la arbitrariedad de las autoridades fiscales. 

1.2.6. De manera proporcional y equitativa 

En apartados anteriores, se realizó un breve análisis de los elementos 
constitutivos, de la fracción IV del artículo 31 Constitucional, la cual como vimos 
establece, entre las obligaciones de los mexicanos: "contribuir para los gastos públicos así, 
de la Federación como del Estado y Municipio en que residan", faltándonos analizar su 
último párrafo el cual dice: "de la manera proporcional y equitativa que dispongan las 
leyes"; párrafo que estudiaremos en el presente capítulo. 

¿ Qué debe entenderse por proporcionalidad y equidad? 

De acuerdo con su origen etimológico, la palabra "equidad", viene del 
latín eaquitas, atias, de aequus, igual, significando igualdad de ánimo, bondadosa 
templanza habitual: propensión a dejarse guiar, o fallar, por el sentimiento del deber o de 
la conciencia, más bien que por las prescripciones rigurosas de la justicia o por texto 
tenninante de la ley, como justicia natural por oposición a la letra de la ley positiva y 
moderación en el precio de las cosas que se compran o en las condiciones que se estipulan 
para el contrato." 

La palabra "proporcionalidad" por su parte, viene igualmente del latín 
proportionalitas, atis., equivaliendo a "proporción" hay que acudir al significado de esa 
palabra, la cual viene del latín proportionis: de pro. y por gere si, tumb, poner, significando, 
disposición, confonnidad o correspondencia debida de las parte de una cosa con el todo o 
entre cosas relacionadas entre sí, disposición u oportunidad para hacer o lograr una cosa." 

En relación a la "equidad" podemos exponer lo siguiente: 

En términos generales, la equidad ha sido reconocida 
unánimemente como uno de los principios generales del derecho, a los cuales 
puede acudir el Juez, como regla de integración del derecho en aquellos casos en 
que existan lagunas en la ley. 

En efecto, la equidad desempeña en nuestro Derecho dos funciones 
primordiales. 

Il Diccionario Enciclopédico Abreviado, Tomos 111. Espa<;a Calpe Argentina, página 37. 
L\ ¡bid, Tomo V, p.533 
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La función principal que consiste en inspirar, conjuntamente con el 
principio de justicia y con los principios generales del Derecho, al legislador, 
quien debe dictar las normas jurídicas, buscando siempre la realización de esos 
postulados o sea que debe hacer las leyes apegándose al criterio más justo, y 
tratando siempre que sus disposiciones sean equitativas, procurando el mayor 
beneficio colectivo y los menores sacrificios posibles. 

La segunda función que desempeña consiste, en que al aplicar la 
ley, el Juez debe hacerlo procurando causar el menor perjuicio posible y por otra 
parte, como método de integración, debe suplir las lagunas de la ley, en los 
términos expuestos anteriormente cuando no exista disposición ó precepto 
aplicable al caso planteado. 

De acuerdo con lo antes expuesto, podemos concluir de acuerdo 
con su significado etimológico y con la función que desempeña dentro de los 
textos legales en general que se refieren a la equidad, que ésta se identifica, o 
quiere significar lo mismo que la palabra "justicia". 

En apoyo de esta idea citaremos la opinión de dos autores que 
identifican los términos de justicia y equidad: 

Ulpiano en el Digesto decía: 

Jun' operan daturum prius nosse aportet, unde mamen juris 
descendat. Est autem a justitia appellatum; nam, ut eleganter 
Celsus definit, just est ara boni et aequi. 
(Conviene que el que haya de estudiar el Derecho conozca 
primero de dónde proviene el vocablo ''jus'' (derecho): llámese 
así de justicia, porque, como elegantemente lo definió Celso. el 
Derecho es el ane de lo buello y de lo equitativo)." 

Por otra parte Aristóteles en la "Etica a Nicómano" expone: 

"lo equitativo y lo justo ", son una misma cosa y siendo 
bueno ambos, la única diferencia que hay entre ellos es 
que lo equitativo es mejor aún. La dificultad está en que 
lo equitativo. siendo justo. no es lo justo legal. sino una 
rectificación de la justicia rigurosamente legal. La causa 

l. Servando. J. Garza, "Las Garantfa<;¡ Constitucionales en el Derecho Tributario Mex.icano", De. Cultura, México 1949, Pp 65. 
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de esta diferencia es que la ley necesariamente es siempre 
general, que hay ciertos objetos sobre los cuales no se 
puede estatuir convenientemente por medio de 
disposiciones generales. Y así, en todas las cuestiones 
respecto de las que es absolutamente inevitable decidir de 
una manera puramente general, sin que sea posible 
hacerlo bien, la ley se limita a los casos más ordinarios, 
sin que se disimule los vacíos que deja. 

La ley no es por esto menos buena; lafalta no está en ella, 
tampoco está en el Legislador que dicta la ley, está por 
entero en la naturaleza misma de las cosas; porque ésta es 
precisamente la condición de todas las cosas prácticas. 
Por consiguiente, cuando la ley dispone de una manera 
general, y en los casos particulares hay algo excepcional, 
entonces, viendo que el legislador calla o que se ha 
enga/iado por haber hablado en términos generales, es 
imprescindible corregirle y suplir su silencio, y hablar en 
su lugar, como el mismo lo haría si estuviera presente: es 
decir, haciendo la ley como él la habría hecho, si hubiera 
podido conocer los casos particulares de que se trata. Lo 
propio de lo equitativo consiste precisamente en 
restablecer la ley en los puntos en que se ha engañado, a 
causa de la fórmula general de que se ha servido. 
Tratándose de cosas indeterminadas, la ley debe 
permanecer indeterminada como ellas, igual a la regla de 
plomo de que se sirven en la arquitectura de Lesbos la 
cual se amolda y acomoda a la forma de la piedra que 
mide "./5 
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De los párrafos transcritos, podemos ver como decíamos que en el 
pensamiento de estos autores "equidad" y "justicia", son vocablos de valor 
equivalente cuyo contenido pertenece a la esencia misma del derecho. 

Ahora bien, refiriéndonos al otro término, puede decirse que la 
frase "proporcionalidad" dentro de la fracción IV del artículo 31 Constitucional, 
tantas veces citado, significa que las contribuciones deben ser justas, es decir 
proporcionales y equitativas. 

1\ GARCIA MAYNEZ, Eduardo,"lntroducción al Estudio del Derecho" &l. POITÚa,México, 1990, Pp.62 

--- -- --------------
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Ahora bien, si estos dos conceptos (proporcionalidad y equidad) a los 
cuales debe ajustarse simultáneamente toda la ley tributaria del Congreso (Frac. IV del 
artículo 31 Constitucional) fueran contradictorios o concluyentes, ninguna ley podría 
ajustarse simultáneamente a ambos porque su adecuación a uno implicaría desajuste al 
otro; y la fracción Constitucional liga los adjetivos mediante la conjunción copulativa. 

y si como dice Ulpiano, el derecho es el arte de lo bueno y de lo equitativo, y se 
llama así porque el vocablo latino deriva de ')usticia", nuestro Derecho Tributario se cimienta con 
mayor razón en el principio de equidad (justicia) ya que se consagra en tres textos de nuestra 
Constitución, en el artículo 28, en el 13 y en la fracción IV del 31 Constitucional. 

El artículo 13 establece el principio de igualdad ante la ley, y en el artículo 
28 Constitucional se afirma el principio de justicia tributaria de un modo negativo, 
prohibiendo las exenciones y privilegios de materia impositiva. " 

Habiendo dejado establecido que la fracción IV del artículo 31 Constitucional al 
establecer "que se debe contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa 
que dispongan las leyes", lo que quiere significar es que las contribuciones sean justas, nos 
encontramos en que hay gran similitud entre esta expresión y la fónnula con la que Adarn Smith 
plantea el principio de justicia de las contribuciones al señalar: 

"Los súbditos de cada Estado deben contribuir al sostenimiento 
del gobierno en una proporción lo más cercana posible a sus 
respectivas capacidades: es decir, en proporción a los ingresos 
de que gozan bajo la protección del Estado. De la observancia 
o menos precio de esa máxima depende lo que se llama la 
equidad o falta de equidad de los impuestos. 17 

De manera que con la expresión "proporcional y equitativa" sólo se busca 
la justicia de las contribuciones. 

1.3. Principios doctrinales en materia fiscal 

1.3.1. Principios de Adam Smith 

El célebre economista inglés Adam Smith en su libro "La Riqueza 
de las Naciones", estableció cuatro principios fundamentales, de los que, por un 
análisis o desarrollo posterior se han derivado otros. Estos cuatro principios son: 

16 GARZA. Servando, Ob. Cit. páginas 66 y 70 a 72. 
11 DE LA GARZA. Sergio Franciso: "Derecho Financiero Mexicano"; ISa ed., POrTÚa, México, 1994. p. 404. 
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10.- El de justicia. 
20.- El de certidumbre. 
30.- El de comodidad. 
40.- El de economía. 
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Como decíamos antes, el principio de justicia se desarrolla actualmente a 
través de dos principios o reglas que son: el de generalidad y el de uniformidad. 

El principio de generalidad quiere decir que todos deben pagar 
contribuciones o en términos negativos, que nadie debe estar exento de la 
ohligación de pagarlas. Sin embargo, no debe entenderse en términos absolutos 
esta obligación, sino limitada por el concepto de capacidad contributiva, es decir, 
todos los que tengan alguna capacidad contributiva, estarán obligados a pagar 
contribuciones; nadie que tenga capacidad contributiva debe estar exento de la 
obligación de pagarlos. 

Tampoco debe entenderse esta regla en el sentido de que todos 
deben pagar todas las contribuciones, no, habrá contribuciones que sólo deben 
pagar ciertas personas y otros que serán a cargo de otras, lo que se debe procurar 
es que el sistema de las contribuciones afecte a todos en tal forma, que nadie con 
capacidad contributiva deje de pagar alguna. 

Hecha referencia al concepto de capacidad contributiva, podemos 
decir que la misma empieza por encima de la cantidad que se considera 
indispensable para que el hombre subsista. 

Es cierto que habrá cierta dificultad en determinar con preClslOn 
esa cantidad y que las circunstancias económicas varían de un momento a otro, 
pero siempre será posible hacer su determinación con mayor o menor 
aproximación y, en todo caso, siempre es preferible algún mínimo por pequeño 
que sea, a ninguno. Entonces, si la persona que tiene rentas inferiores al mínimo 
no tiene capacidad contributiva, no puede quedar comprendida dentro de la regla 
de generalidad de las contribuciones. 

El principio de uniformidad en las contribuciones quiere decir que 
todos sean iguales frente a éstas; pero para lograr la igualdad en la imposición se 
requiere acudir a dos elementos que son: primero, el de la capacidad contributiva, 
al cual hacíamos referencia y segundo, el de la igualdad en el sacrificio. 
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La capacidad contributiva consiste en la posibilidad económica de pagar 
un impuesto. Sin embargo, el principio de la capacidad contributiva, no es suficiente para 
explicar, por ejemplo, por que dos rentas iguales deben ser gravadas en forma desigual 
cuando su fuente es distinta; es necesario un criterio complementario y éste es le principio 
que John Stuart Mili llamó de la igualdad de sacrificio. 

Este elemento subjetivo, es el que fundamentalmente sirva para hacer una 
repartición equitativa de las contribuciones y para señalar las cuotas correctas del 
gravamen: explica porque a pesar de que existan dos rentas libres iguales, una originada 
en el trabajo y otra en el capital, lo que significa que la capacidad contributiva es 
aparentemente igual, no es justo gravar las dos rentas con cuotas iguales, porque el 
sacrificio para cada uno de los sujetos es diverso; es muy superior el de aquel para quien 
la renta representa el fruto de su trabajo y esfuerzo personal, al de aquel para el que 
representa la redituación de un capital, sin esfuerzo alguno de su parte. Debe gravarse 
menos al primero que al segundo. 

Hay así, dos criterios para lograr la uniformidad de las contribuciones uno 
objetivo y uno subjetivo, combinados dan al índice correcto: la capacidad contributiva, 
como criterio subjetivo; la capacidad contributiva, que depende de la cuantía de las rentas 
o del capital; la igualdad de sacrificio; que exigirá una distinción de las rentas o del capital 
por su fuente, por su origen. 

Cada miembro del Estado debe contribuir a los gastos públicos, pero su 
sacrificio debe ser el menor posible, es decir, el Estado sólo debe exigir aquello que es 
indispensable para cubrir su presupuesto, con el objeto de que el sacrificio de cada quien 
sea menor. Este principio pone así un límite a una pretensión excesiva de impuestos por 
parte del Estado" 

El principio de certidumbre, tiene por objeto establecer: que el impuesto 
que cada individuo está obligado a pagar, sea fijo y no arbitrario. La fecha del pago, la 
forma de realizarse, la cantidad a pagar, deben ser clara para todas las demás personas, 
llegando a afirmar Adam Smith, que es de tal importancia ese principio, que con la 
experiencia universal puede decirse que un grado de desigualdad tiene menos efectos 
dañinos, que un pequeño grado de incertidumbre en la imposición. 

En otras palabras podemos decir que la ley tributaria debe 
determinar el sujeto pasivo, el objeto, las cuotas, las formas de valuación de la 
base impositiva, la forma de pago, la fecha de pago, las sanciones en caso de 

I! FLORES ZAVALA.- Ob. Cit., páginas 136, 138 Y 142 
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infracciones a la ley tributaria y los recursos que sean procedentes frente a una 
actuación no formal del fisco. 

La ley debe ser redactada con la mayor claridad de manera que sea 
comprensible para el común de las gentes, evitando términos técnicos, debe ser 
publicada no sólo por los medios obligatorios, sino en aquellos que faciliten su 
divulgación, para que la misma sea conocida por aquellos a quienes afecta. 

El principio de comodidad, lo enuncia el autor citado en la 
siguiente forma: 

"Todo impuesto debe recaudarse en la época y en la forma en las 
que es más probable que convenga su pago al contribuyente. Un impuesto sobre 
la renta de la tierra o de las casas, pagadero en el tiempo en el que, por lo general, 
se pagan dichas rentas, se recauda precisamente cuando es más conveniente el 
pago para el contribuyente o cuando es más probable que disponga de los medios 
para pagarlo, etc." 19 

Por último, el principio de economía, expuesto por Adam Smith, 
podemos enunciarlo en la siguiente forma: 

"todo impuesto debe plantearse de modo que la diferencia 
entre lo que se recauda y lo que ingresa en el Tesoro 
Público del Estado, sea lo más peque/io posible ". Es 
decir, lo que éste principio quiere establecer, es que el 
costo de la recaudación debe ser el menor posible, pues de 
otra forma sería inconveniente para el Estado la 
percepción de los impuestos. " 

Toda vez que el objetivo de este trabajo es la proporcionalidad y la 
equidad de las contribuciones, nos referiremos en adelante a los conceptos que 
distintos autores le han dado a estos principios, incluyendo a lo señalado por este 
autor. 

1.3.2. Principios de Adolfo Wagner 

El autor en su Traité de la Science des Finances, formula cuatro 
grupos de principios de la tributación.lO 

I~ ADAM SMITH citado por Flores Zavala, página 133. 
:!(I AOOLFO WAGNER citado por Flores Zava]a. página.145 
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El primer grupo lo llama política financiera y son los principios de 
la suficiencia de la imposición y de la elasticidad de la imposición. El primero 
requiere que lo impuestos deben ser suficientes para cubrir las necesidades 
financieras durante un periodo, en la medida en que otras vías o medios no puedan 
hacerlo o no sean admisibles. El principio de elasticidad proclama que el sistema 
fiscal debe estar integrado por diversos impuestos que hagan que en un periodo de 
coyuntura permitan al Estado recibir todos los ingresos que necesita. 

El segundo grupo se llama principios de economía pública, 
proclama que debe hacerse una prudente elección entre tres fuentes de impuestos, 
que son el capital, la renta y los medios de consumo, teniendo en cuenta los 
puntos de vista de la economía privada y de la pública, las consideraciones de 
política social y los fines de aplicación de los impuestos. 

El grupo de principios de equidad, o de repartición equitativa de los 
impuestos, proclama la generalidad y la uniformidad de la tributación. En este 
aspecto Wagner se declara partidario de que los impuestos solo deben perseguir 
fines exclusivamente fiscales; de la proporcionalidad de los impuestos, que 
graven a todos los individuos, sin mínimo de exención y sin cuotas progresivas. 
Cabe señalar que los postulados de este autor en materia de equidad y 
proporcionalidad han sido superados por la doctrina e incluso no se han observado 
por las legislaciones. 

Por último, postula los prinCIpIOS de administración fiscal o 
prinCIpIOS de lógica en materia de imposición, el consiste en la fijeza de la 
imposición, y para lo cual establece ciertas reglas. 

a. Preparación profesional y moral de los encargados de la 
administración de los impuestos. 

b. Simplificación del sistema y de su organización. 

c. Precisar el monto, el lugar, la fecha y las formas en que se puede pagar. 

d. Lenguaje claro en leyes y reglamentos. 

e. Debe utilizarse la prensa para dar a conocer los ordenamientos 
de la materia. 
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CAPITULO II 
PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD EN MATERIA TRIBUTARIA 

El objetivo del presente capítulo, consiste en conocer y analizar las 
distintas definiciones doctrinales que existen respecto de los principios de 
proporcionalidad y equidad en materia tributaria, así como el criterio que 
sustentan nuestros tribunales, a efecto de que este estudio sirva de referencia en 
capítulos subsecuentes. 

2.1. Conceptos doctrinales de Proporcionalidad y Equidad 

2.1.1.Sergio Francisco de la Garza 

El planteamiento de este autor es el siguiente: 

"Nosotros consideramos que la exigencia de 
proporcionalidad y de equidad que establece la fracción 
del artículo 3 J Constitucional, es una justicia tributaria y 
que en esta materia impera la justicia llamada 
distributiva la cual tiene por objeto directo los bienes 
comunes que hay que repartir y por indirecto solamente 
las cargas, entre ellas los tributos "" 

Es prudente citar que la Justicia pretende dar a cada quien lo que le 
corresponde, pero qué es lo que le corresponde a cada quién, de dónde deriva el 
título o la legitimación de cualquiera para invocar algo como suyo. 

En el primer supuesto, del que debemos partir es que las cosas 
están dadas, ya sea por un acto de la naturaleza o por actos derivados de la misma, 
generados por los hombres. 

Ante tal hecho de la naturaleza humana, es necesario admitir un 
segundo hecho que es que las relaciones entre hombres, en un plano de igualdad 
se encuentran reguladas por la justicia conmutativa; las relaciones de los hombres 
con la autoridad descansan en dos planos distintos, uno lo es la justicia 
distributiva, y finalmente la justicia legal. 

II DE LA GARZA. Sergio Franciso, "Derecho Financiero Mexicano", 14Q Ed. Porrúa, México, 1986, p.271 
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"En la distribución de las cargas, la justicia distributiva 
exige tratar a los iguales como iguales y a los desiguales 
como desiguales. Tal postulado no puede cumplirse si /20 

es tomando en cuenta las distintas capacidades 
contributivas de los ciudadanos. "" 

Su análisis continúa en el siguiente sentido: 

"Por otra parte, no se ha puesto suficiellte énfasis en las últimas 
palabras de lafracción IV del artículo 31, que establece que es 
'enlafonna que establezcan las leyes' donde deben encontrarse 
la proporcionalidad y la equidad. 
Es decir, no se ha puesto suficiellle énfasis en que la 
Constitución exige que sea 'en las leyes' que establezcan 
los impuestos donde se se/Jale la 'manera proporcional y 
equitativa' que exige ".23 
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Al respecto, la postura de Francisco de la Garza, más que señalar 
la casuística de la proporcionalidad y equidad, sería posible, por lo menos 
establecer parámetros ciertos para ubicar la desproporción o la inequidad de una 
contribución, toda vez que es probable que sólo el estudio del caso concreto 
determine cuándo un impuesto resulta desproporcionado para el contribuyente y 
cuándo resulta inequitativo. 

"Nosotros creemos que no puede darse una fórmula 
general y que el requisito de justicia tributaria tiene que 
ser definido jurisprudencialmente como sucede en todos 
los países del mundo donde el Poder Judicial tiene una 
actuación destacada y cuya influencia sobre los demás 
Poderes y la sociedad son relevantes. Es digno de 
observarse que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
/20 atribuye significados diferentes a las dos expresiones 
de 'proporcionalidad y equidad "." 

Concluyendo, el ilustre tratadista establece su criterio de que la 
proporcionalidad y la equidad atienden al sentido de justicia tributaria, 
comentando que no puede existir una separación entre proporcionalidad y 
equidad, sin llegar a resultados absurdos, y que el requisito de contribuir de una 

n Idem 
l' lbidem. 
¡j Idem. Pag 272 
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manera proporcional y equitativa se refiere a que exista una justicia tributaria, 
tomando en cuenta las distintas capacidades contributivas de los ciudadanos 

2.1.2. José Rivera Pérez Campos 

Este exponente por su parte considera que la equidad es la 
"generalidad de la obligación", pero "No implica universalidad de mandato". 

Derivado de lo anterior, se debe precisar que, este planteamiento se 
aleja de lo anteriormente expuesto, toda vez que la equidad no puede identificarse 
con la generalidad. ya que ésta implica que se deberá de contribuir al gasto 
público todos aquellos que actualicen la hipótesis normativa vinculante, en tanto 
que la equidad, incluso en su aspecto más general, implica la aplicación de la 
norma jurídica según un criterio de justicia en un caso concreto, situación que se 
opone del todo a los que implica la generalidad. 

Al respecto, resulta prudente considerar lo expuesto por Rafael de 
Pina Vara, en su Diccionario Jurídico: 

"La equidad es el atributo de la justicia que cumple lafU/lción 
de corregir y enmendar el derecho escrito, restringiendo unas 
veces la generalidad de la ley y otras extendiéndola. para suplir 
sus diferencias con el objeto de atenuar el rigor de la 
mismos ... 'entre los autores de nuestro tiempo la equidad no 
tiene una definición unánime aceptada, aunque en las que se 
han fomlulado por ello existen, sin duda elementos comunes "" 

"Mientras que el de proporcionalidad implica" obligación de 
cubrirse proporcionalmente" en donde el problema siempre es 
la cuantía ", por lo que integrando ambos conceptos tenemos 
una 'obligación general, si; ¿pero hasta dónde y hasta cuánto? 
Es decir, que enfrentamos un concepto netamente jurídico como 
un concepto estrictamente económico. Y por lo tanto tenemos 
que la equidad mira al aspecto de generalidad, juridicidad y el 
de proporcionalidad al de la economicidad"" 

Apoyando el planteamiento del contenido económico de la 
proporcionalidad, expone: 

1-' DE PINA VARA. Rafael. "Diccionario Jurfdico", Ed. 130
, PoITÚa. México. 1985. Equidad, pago 315. 

l6 RIVERA PEREZ CAMPOS, José. "Equidad y proporcionalidad en los Impuestos", "Cuarenta y Cinco Años del Tribunal Fiscal de la 
Federación", Tomo 1. Extr.Jcto de la plática que sustentó el ministro el 27 de octubre con motivo del Programa de Preparación de Abo­
gados del Fisco, Editado por el Fideicomiso para la Investigación del Derecho Fiscal y Administrativo. México. 1988, pag,475. 
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"la proporción ha de contemplar todo el panorama de la 
economía del Estado, de la economía de la colectividad. 
Que la proporción ha de establecer en relación de unas 
fuentes impositivas frente a otras. Que la proporción no 
debe quedar limitada a los causantes de una única fuente 
de impuesto; ni en tal caso contemplarse aisladamente, es 
decir, reducida a su propio sistema dentro de lo que se 
llama cuotas proporcionales y progresivas como 
tecnicismos propios de los fiscalistas y es claro que no fue 
en esta acepción técnica como nuestra Constitución habló 
de proporcionalidad"" 

Concluyó su exposición de la siguiente forma: 

"me atrevería inclusive a decir: niego que en la 
actualidad la proporcionalidad deba de establecerse 
mirando individualmente al causante ... como integrar los 
elementos de la proporcionalidad, no se ha dicho. A lo 
más que se ha querido defender la tributación mediante la 
proporcionalidad interna de cada tributo, al contemplar 
las relaciones de las tarifas eOIl respecto al ingreso, o al 
determinar los porcentajes de tributación dentro de la 
tendencia a la construcción progresiva de las tarifas".211 

2.1.3. Emilio Margain Manatou 
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Este autor, formula un planteamiento muy concreto que es prudente 
analizar a la luz de los conceptos expuestos con anterioridad: 

v Idem pago 476 
11 Idem. pagA78 

"Atendiendo a la evolución que ha venido experimentando la 
legislación tributaria mexicana, bien puede sostenerse que son 
dos conceptos y 110 uno sólo los que contienen las palabras 
"proporcional y equitativa ". Que un tributo sea proporcional, 
significa que comprenda por igual, de la misma manera, a todos 
aquellos que se encuentran colocados en la misma situación o 
circunstancia, que sea equitativa, significa que el impacto del 
tributo sea el mismo para todos los comprendidos en la misma 
situación. "29 

1'1 MARGAIN MANATOU. Emilio. "'mroducci6n al Estudio del Derecho Tributario Mexicano", Ed. Poma. 11° ed, México, 1993, 
p.84 
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2.1.4. Fernando Lanz Cárdenas 

El planteamiento inicial de Lanz Cárdenas, va a la raíz de los 
conceptos en sí, calificando a la proporcionalidad y a la equidad como: 

"Condiciones de validez constitucional de las 
contribuciones cuyo fin es que la imposición sea justa en 
relación a la capacidad económica de los contribuyentes 
singularmente considerados ".30 

Acto seguido determina las diversas acepciones que puede tener el 
concepto de equidad y plantea que: 

"La equidad en la imposición puede adoptar muy diversos 
significados desde que lo recaudado se aplique e invierta 
en programas que realmente y de manera eficaz respO/lda 
a necesidades de los gobernados (legitimidad del gasto 
público), como el que las cargas fiscales vistas en 
conjunto o aisladamente, pero siempre que en su carácter 
de exacciones gocen del adjetivo de ser justas"."" 

Es muy importante el planteamiento que realiza Lanz Cárdenas, 
pues sabe rescatar la pretensión que encierra la equidad impositiva; la cual, por un 
lado se integra por elementos mediatos como la consideración de la legitimidad 
del gasto público, necesaria en un régimen de derecho, y por otro lado elementos 
inmediatos como lo es la justicia de la contribución, pues afecta directamente al 
contribuyente y puede determinarse a través de elementos objetivos e 
inobjetables. 

En este sentido, la opinión del doctrinario en cuestión es ·diferente 
pues citando a diversos autores, considera que: 

"El vocablo o concepto capacidad contributiva es algo tan 
flexible y subjetivo como la justicia. La doctrina anglosajona lo 
identifica con la capacidad de pagar (ability to pay). La 
tributación confines extra fiscales no siempre tiene en cuenta la 
capacidad contributiva del sujeto, pues los propósitos 110 son 
primordialmente financieros, sino de promoción económica y 

,. LANZ CARDENAS, Fernando. "Diccionario Jurídico Mexicano", U.N.A.M .. Tomo VII. México. 1984. pago 287. 
'1 Idern 
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social (impuestos de tran,ferencia). Así por ejemplo, Griziotti 
afinna que los derechos aduaneros proteccionistas sacrifican la 
capacidad cOlllributiva del individuo en favor de los 
productores y de la presunta ventaja indirecta a la economía 
nacional. Giardina al hacer un estudio de la capacidad 
contributiva a la l,uz del artículo 53 de la Constitución Italiana, 
concluye que las leyes tributarias deben adoptar como 
presupuesto del nacimiento de la obligación impositiva, tan sólo 
aquellos hechos de la vida social que sean índices de la 
capacidad contributiva ":" 

2.1.5. Roberto de Ruggiero 

"La equidad tiene, pues, a suprimir toda posible disonancia 
entre la nonlla jurídica y su actuación o aplicación, merced a la 
amplia potestad de apreciación que el juez es conferida. 
Esto no debe i/Ulucir a la falsa creencia de que el principio de 
equidad autorice al juez a no aplicar o a modificar las nonnas 
positivas del derecho. Llamado a aplicar las leyes y 110 ajuzgar 
de su illlrínseca bondad, cometería una arbitrariedad si bajo el 
pretexto de adaptar la 1l0nnQ al caso COllcreto y realizar la 
equidad no aplicara el precepto o crease otro distinto. Por eso, 
no se puede acudir a la equidad sino cuando el legislador lo 
autorice expresamente. ".H 
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Existen puntos relevantes en las ideas expresadas por Ruggiero, ya 
que su postura es claramente iuspositivista, pues considera a la equidad como una 
forma de adecuación entre el mundo del ser y el mundo del deber ser; claro está 
que para él debe prevalecer la norma jurídica, como creadora de realidades, que 
necesariamente ha de formar el comportamiento humano. 

2.1.6. Ernesto Flores Zavala 

Para Flores Zavala, la esencia de la proporcionalidad radica en el reparto de 
la carga tributaria entre todos los contribuyentes, y al respecto realiza el siguiente análisis: 

12 Idem. p.228 

.... .los que consideraban la necesidad de que las cuotas de 
los impuestos fueran proporcionales, tenían la misma 

lJ RUGGIERO, Roberto De, "'nsliluciones de Derecho Civil", traducción de Ramón Serrano Suñer y José de Santa-Cruz Tejeiro, 
Volumen 1, Ed. Reus, Madrid, 1929.,p.21 
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aspiración de igualdad en la repartición de la carga 
tributaria que los que sostenían que las cuotas debían ser 
progresivas con exenciones para los nllnll1l0S de 
subsistencia. Para que exista la justicia impositiva es 
necesario que se realicen dos principios. el de 
generalidad y el de uniformidad. El de generalidad exige 
que todo el que tenga capacidad contributiva pague un 
impuesto. El mínimo de existencia es la cantidad más baja 
indispensable para que un hombre pueda subsistir. El 
principio de uniformidad deriva de dos elementos. uno 
objetivo que es la capacidad contributiva y otro subjetivo. 
que es el sacrificio que representa para el individuo el 
pago del impuesto. El principio máximo que contiene 
nuestra Constitución en materia de política fiscal. es el de 
la justicia en la imposición ".34 
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También Flores Zavala menciona que es redundante el empleo de los 
vocablos proporcionalidad y equidad, ya que cada uno remite necesariamente al principio 
de justicia de los impuestos proclamado por Adam Smith; "los súbditos deben contribuir 
en proporción a los ingresos de que gozan" y esto es equidad. 

2.1.7. Servando J. Garza 

El estudio de Servando J. Garza, también coincide sobre la 
identidad entre los conceptos de proporcionalidad y equidad, aunque plantea un 
matiz peculiar en cuanto al objeto sobre el que inciden: 

"siendo que la proporcionalidad se sustenta en un 
concepto de justicia ha de concluirse que coincide con el 
concepto de equidad y que en el precepto constitucional 
encontramos la exigencia de la justicia en materia 
tributaria acentuada mediante una expresión pleon *stica 
por su idéntico contenido conceptual...ninguna ley podría 
ajustarse simultáneamente a ambos conceptos si fueran 
contradictorios o excluyentes. porque su adecuación a 
uno implicaría desajustarse al otro, y la fracción 
constitucional liga los adjetivos mediante conjunción 
copulativa "35 

'l FLORES ZAVALA, ErnerstQ, Op Cit. P.258 
'J GARZA Servando J. "Las Garantía" Constitucionales en el Derecho Tributario Mexicano" Ed. Cultura. México, 1949.9.135. 
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Efectivamente, ambos conceptos no son contradictorios, ni 
excluyentes, sino complementarios, y poseen una autonomía propia, en el último 
de los casos, lo que debe prevalecer en caso de que se presentara un conflicto 
entre proporcionalidad y equidad deberá ser la equidad. 

2.1.8. Fernando Saínz de Bujanda 

A manera de conclusión sobre el planteamiento de la capacidad 
contributiva y su estrecha relación con el principio de equidad expone este autor 
lo siguiente: 

"De los posibles criterios de justicia distributiva consagrados en 
1I1fl1eria tributaria, delllro del área constitucional, ofrece relieve 
singular el de la capacidad colllributiva. Raro es el texto cOllStirucional 
que, con una u otra fomwlacióll, no exige en el mundo nwdenw que 
los ciudadanos contribuyan al leval1tamielllo de las cargas públicas 
según su capacidad contributiva, normalmente equipara a la 
capacidad económica, )' exteriorizada. por lo talllo, en signos 
acreditativos de la riqueza y de la renta de los sujetos ... la distribución 
de la carga impositiva se actúa en el mundo moderno con el apoyo del 
concepto de capacidad contributim, entendida esta última conU) 
capacidad económica de los miembros de la colectividad. La adopción 
del expresado criterio distributivo responde a las exigencias lógicas y 
de justicia que parece imposible eliminar. La lógica impone, en efecto, 
que sea la capacidad económica de los sujetos la magnitud sobre la 
que se detenlline la cuamía de los pagos públicos; la justicÍll exige, 
además, que la cuanTÍa de los pagos tributarios se fije COII el auxilio de 
criterios de medición que tengan en cuenta los niveles mínimos de 
renta de que los sujetos han de disponer para su subsistencia, sus 
cargas familiares, el origen y la cl/alllía de las relllas sometidas a la 
imposición y, en fin, un conjunto de circullStancias que el legislador 
debe ponderar para que la panicipación de los ciudadanos en la 
cobenura del gasto público pueda reputarse equitativa "." 

2.1.9. Adolfo Arríoja Vizcaíno 

Como los autores antes citados, el presente doctrinario argumenta la 
distinción entre los conceptos de proporcionalidad y equidad de la siguiente forma: 

'" SAINZ DE BUJANDA, Fernando. "Hacienda y Derecho", Editorial de Derecho Financiero, Tomo 1, Madrid, 1965, p 550-553. 
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"Podemos decir que la proporcionalidad es la correcta 
disposición entre las cuotas, tasas tarifas previstas en las 
leyes tributarias y la capacidad económica de los sujetos 
pasivos por ellas gravados. 
Dicho en otras palabras, el principio de proporcionalidad 
implica por una parte, que los gravámenes se fijen en las 
leyes de acuerdo con la capacidad económica de cada 
sujeto pasivo, de manera que las personas que obtengan 
ingresos elevados tributen cualitativamente superior a las 
de medianos y reducidos recursos; y por la otra, que a 
cada contribuyente individualmente considerado, 
exclusivamente la ley lo obligue a aportar al Fisco una 
parte razonable de sus percepciones gravables "n 
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Asimismo, señala diversos elementos de la mismo principio que 
sintetiza de la siguiente forma: 

Elememos primordiales: 
La capacidad económica de los ciudadanos, a fin de que 
cada uno de ellos contribuya cualitativameme en función 
de dicha capacidad. 
Una parte justa y adecuada de los ingresos, utilidades o 
rendimiemos percibidos por cada causante como factor 
determinante para fijar la base gravable. 
Las fuentes de riqueza disponibles y existentes en el país, 
entre las cuales deben ser distribuidas en forma 
equilibrada todas las cargas tributarias, con el objeto de 
que no sean sólo una o dos de ellas las que la soporten en 
su totalidad. 

El mismo autor señala que el principio de equidad está constituido 
por la igualdad, significando que para el debido acatamiento de este principio, las 
leyes tributarias deben otorgar el mismo tratamiento a todos los sujetos pasivos 
que se encuentren colocados en idéntica situación, sin llevar a cabo 
discriminaciones indebidas y, por ende, contrarias a toda noción de justicia. 

En esencial la equidad atiende a la igualdad en la regulación de 
todos los elementos integrantes de un tributo o contribución. 

'1 ARRIOJA VIZCAINO,Adolfo. "Derecho Fiscal", Editorial Themis. México, 1997, p. 248-250 
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De lo hasta aquí expuesto, podemos señalar resumidamente las 
características particulares de la proporcionalidad y de la equidad de la siguiente 
forma: 

2.2. Proporcionalidad 

o El principio de proporcionalidad atiende a la capacidad económica de los 
contribuyentes y a la correcta distribución de las cargas fiscales entre las 
fuentes de riqueza existentes en una nación 

o La proporcionalidad está vinculada con la economía general del país. 

o La proporcionalidad atiende fundamentalmente a las tasas, cuotas o tarifas 
tributarias 

o Debe inspirarse en criterio de progresividad. 

o Busca la desigualdad, a fin de afectar económicamente en mayor medida a 
las personas e mayores ingresos que a las de menores recursos. 

o Existe en función de la percepción de ingresos utilidades o rendimientos y 
en función de la existencia de fuentes de riqueza. 

o Regula la capacidad contributiva de los ciudadanos. 

o Se vincula directamente con el entero de las contribuciones necesarias para 
sufragar los gastos públicos. 

2.3. Equidad 

o La equidad se refiere específicamente al problema de la igualdad de los 
causantes ante la ley. 

o Se relaciona con la posición concreta del contribuyente frente a la ley fiscal. 

o Se ocupa de los elementos del tributo, con excepción de las cuotas, tasas o 
tarifas. 
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o El criterio de equidad se basa en una noción de igualdad. 

o La equidad es la aplicación de la justicia a casos concretos. 

o Implica tratar igual a los iguales y en forma desigual a los colocados en 
situación de desigualdad. 

o Trata de que se encuentren obligados a determinada situación los que se 
hallen dentro de lo establecido por la ley y de que no se encuentren en esa 
misma obligación los que están en situación jurídica diferente. 

o La equidad atiende a las hipótesis normativas de nacimiento. 

o La equidad opera con respecto a las personas que al ser sujetos pasivos de 
un mismo tributo, deben tener igual situación frente a la ley que lo 
establece, en todas las facetas de su regulación, con excepción de la relativa 
a sus respectivas capacidades económicas. 

2.4. Criterio de Nuestros Tribunales 

De conformidad con el artículo 31, fracción IV de nuestra 
Constitución, para que el establecimiento de una contribución a cargo de un 
particular sea válida, se requiere que entre otros se respete la garantía de equidad 
tributaria. 

La Doctrina ha señalado que la equidad significa "la aplicación de 
la justicia a casos concretos, la cual se obtiene tratando igual a los iguales y en 
forma desigual a los que no se encuentren en igualdad de circunstancias". 

Específicamente, en materia tributaria la equidad implica que se 
otorgue el mismo tratamiento a todos los sujetos pasivos de un tributo que se 
encuentren colocados en idéntica situación, sin llevar a cabo discriminaciones 
indebidas y, por ende, contrarias a toda noción de justicia. 

En esencia, podemos concluir que la equidad atiende a la igualdad 
en la regulación de todos los elementos integrantes del tributo o contribución, es 
decir, la norma jurídico-tributaria no debe establecer distinciones entre sujetos 
que se encuentren en igualdad de circunstancias. 

----------



IJ. PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD EN MATERIA TRIBUTARIA 39 

Respecto de este princIpIO, desde antaño la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación había señalado que la equidad tributaria radicaba en la 
igualdad ante la misma norma fiscal de todos los sujetos pasivos de un mismo 
tributo, los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en todo 
lo referente a hipótesis de causación, acumulación de ingresos gravables, 
deducciones permitidas, plazos de pago, etc. 

Dicho criterio fue sostenido en la tesis jurisprudencial número 275, 
visible en el apéndice del Semanario Judicial de la Federación de 1917 a 1995, 
Tomo 1, páginas 256 y 257.que señala textualmente lo siguiente: 

"PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS 
ESTABLECIDAS EN EL ARTICULO 31, FRACCION IV, 
CONSTITUCIONAL. El artículo 31, fracción Iv, de la 
Constitución. establece los principio de proporcionalidad y 
equidad en los tributos. La proporcionalidad radica, 
medula mIente en que los sujetos pasivos deben contribuir a los 
gastos públicos en función de su re,pectiva capacidad 
económica, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus 
ingre~ius, utilidades o rendimientos. Con¡onne a este principio, 
los gravámenes debe fijarse de acuerdo con la capacidad 
económica de cada sujeto pasivo, de manera que las personas 
que obtengan ingresos elevados tributen en fonlla cualitativa 
superior a los de medianos y reducidos recursos. El 
cumplimiento de este principio se realiza a través de tarifas 
progresivas, pues mediante ellas se consigue que cubran un 
impuesto en monto superior los contribuyentes de más elevado~ 
recursos. Expresado en otros ténllinos, la proporcionalidad se 
encuentra vinculada con la capacidad económica de los 
contribuyentes que debe ser gravada diferencialmente, 
confonlle a tarifas progresivas, para que en cada caso el 
impacto sea distinto, no sólo en cantidad, sino en lo tocante al 
mayor o menor sacrificio reflejado cualitativamente en la 
disminución patrimonial que proceda, y que debe encontrarse 
en proporción a los ingresos obtenidos. El principio de equidad 
radica medularmente en la igualdad ante la misma ley 
tributaria de todos los sujetos pasivos de un mismo tributo, los 
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que en tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico 
en lo concerniente a hipótesis de causación, acumulación de 
ingresos gravables, deducciones permitidas, plazos de pago, 
etc" debiendo únicamente variar las tarifas tributarias 
aplicables, de acuerdo con la capacidad económica de cada 
contribuyente, para re;1Jetar el principio de proporcionalidad 
antes mencionado. La equidad tributaria significa, en 
consecuencia, que los contribuyentes de un mismo impuesto 
deben guardar una situación de igualdad frente a la norma 
jurídica que lo establece y regula. 

Amparo en revisión 5554/83. Compañía Cerillera "La 
Central ", S.A. 12 de junio de 1983. Mayoría de catorce votos. 

Amparo en revisión 2502/83. Servicios Profesionales Tolteca, 
S. C. 25 de septiembre de 1984. Mayoría de diciséis votos. 

Amparo en revisión 3449/83. Fundidora de Aceros Tepeyac. 
S.A. 10 de octubre de 1984. Mayoría de catorce votos. 

Amparo en revisión 5413/83. Fabrica de Laza "EIAnfora", s.A. 
10 de octubre de 1984. Mayoría de quince votos. 

Amparo en revisión 441/83. Cerillos y Fósforos "La Imperial", 
S.A. 6 de noviembre de 1984. Mayoría de catorce votos. 
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A partir del año de 1995, con motivo de una nueva integración del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se expidieron nuevos criterios 
respecto al Principio de Equidad Tributaria. 

Un primer criterio que vino a delimitar la garantía de equidad 
tributaria por la nueva integración del Pleno de la Suprema Corte, fue la distinción 
realizada entre el principio de igualdad establecido en el artículo 10 
Constitucional y el principio de equidad tributaria que consagra el artÍCulo 31, 
fracción IV del citado ordenamiento. 

Tal distinción se basa en la idea de que el principio de igualdad se 
aplica a sujetos que se encuentran en las mismas circunstancias de derecho 
(igualdad real) y que, por lo tanto, tienen las misas prerrogativas y obligaciones; 
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no ocurre lo mismo con la equidad tributaria (igual jurídica), ya que de este 
principio se desprende que no es necesario que los sujetos se encuentren en todo 
momento y ante cualquier circunstancia en condiciones de absoluta igualdad. Lo 
anterior se analiza de la siguiente forma: 

a) No toda desigualdad de trato por la ley supone una violación al 
artículo 31, fracción IV Constitucional, sino que dicha violación se configura 
únicamente si aquella desigualdad produce distinción entre situaciones tributarias 
que pueden considerarse iguales sin que exista para ello una justificación objetiva 
y razonable. 

b) A iguales supuestos de hecho deben corresponder idénticas 
consecuencias jurídicas 

e) No se prohíbe al legislador contemplar la desigualdad de trato, 
pero la misma sólo es permitida en casos que resulta justificada la distinción 
(fines extrafiscales). 

d) Para que la diferenciación tributaria resulte acorde con las 
garantías de igualdad, las consecuencias jurídicas que resulten de la ley deben ser 
proporcionadas y adecuadas, para conseguir el trato equitativo, de manera que la 
relación entre la mediada adoptada, el resultado que produce y el fin pretendido 
por el legislador, supere el juicio de equilibrio en sede constitucional. 

El anterior criterio fue sustentado en la siguiente tesis 
jurisprudencial: 

"EQUIDAD TRIBUTARIA. SUS ELEMENTOS. El principio de 
equidad no implica la necesidad de que los sujetos se 
encuentren. en fado momento y ante cualquier circunstancia, en 
condiciones de absoluta igualdad, sino que, sin perjuicio del 
deber de los Poderes públicos de procurar la igualdad real, 
dicho principio se refiere a la igualdad jurídica, es decir, al 
derecho de todos los gobernados de recibir el mismo trato que 
quienes se ubican en similar situación de hecho porque la 
igualdad a que se refiere el artículo 31, fracción IV, 
constitucional, lo es allle la ley y ante la aplicación de la ley, De 
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lo anterior derivan los siguientes elementos objetivos, que 
peroliten delimitar al principio de equidad tributaria: a)no toda 
desigualdad de trato por la ley supone una violación al artículo 
31, fracción lY, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, sino que dichas situaciones tributarias que 
pueden considerarse iguales sin que exista para ello una 
justificación objetiva y razonable; b) a iguales supuestos de 
hecho deben corresponder idénticas consecuencias jurídicas c) 
/la se prohtbe al legislador contemplar la desigualdad de trato, 
sino sólo en los casos en que resulta artificiosa o injustificada la 
distinción; y d) paro que la diferenciación tributaria resulte 
acorde con las garantías de igualdad, las consecuencias 
jurídicas que resultan de la ley, deben ser adecuadas y 
proporcionadas. para conseguir el trato equitativo, de manera 
que la relación entre la medida adoptada, el resultado que 
produce y el fin pretendido por le legislador superen un juicio 
de equilibrio en sede constitucional. 

Ampara en revisión 321/92. Pyosa, S.A. de C. v.. 4 de junio de 
1996. Mayoría de ocho votos; unanimidad en relación con el 
criterio contenido en esta tesis . Ponente: Cenara David 
Góngora Pimentel. Secretario Constancio Carrasco Dam. 

Amparo en revisión 1243/93 Multibanco Comermex, S.A. 
9 de enero de /997. Once votos. Ponente Genaro Góngora 
Pimentel. Secretaria: Rosalba Becerril Velázquez. 

Amparo en revisión/215/94. Sociedad de Autores de 
Interés Público. 8 de mayo de /997. Unanimidad de diez 
votos. Ausente: Mariano Azuela Güitrón: Ponente. 
Humberto Ramón Palacios. Secretario: Manuel Rojas 
Fonseca. 

Amparo en revisión 1543/95. Enrique Serna Rodríguez. 8 
de mayo de 1997. Unanimidad de diez votos. Ausente: 
Mariano Azuela GÜitrón. Ponente: Juan Díaz Romero. 
Secretario: José Manuel Arballo Flores 
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Amparo en revisión /525/96. Jorge Cortés Conzález. 8 de mayo 
de /997. Unanimidad de diez votos. Ausente: Mariano Azuela 
Cüitrón. Ponente: Cenaro David Cóngora Pimentel. 
Secretario: Víctor Francisco Mota Cien fuegos. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el dos de 
junio en curso, aprobó, con el número 4///997, la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a dos 
de junio de /997. 
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Uno de los elementos que más han venido incidiendo sobre la idea 
de igualdad de trato ante circunstancias iguales (equidad), ha sido la idea de que 
puede autorizarse un trato desigual para situaciones iguales o viceversa, en los 
casos que existan fines extrafiscales que así lo justifiquen. Lo anterior ha sido 
reconocido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente 
jurisprudencia 

"EQUIDAD TRIBUTARIA. IMPLICA QUE LAS NORMAS 
NO DEN UN TRATO DIVERSO A SITUACIONES 
ANALOCAS O UNO IGUAL A PERSONAS QUE ESTAN 
EN SITUACIONES DISPARES. El texto constitucional 
establece que todos los hombres son iguales ante la ley, 
sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón 
de nacimiento, raza, sexo, religión o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social; en relación 
con la materia tributaria, consigna expresamente el 
principio de equidad para que, con carácter general los 
Poderes públicos tengan en cuenta que los particulares 
que se encuentren en la misma situación deben ser 
tratados igualmente, sin privilegio ni favor. Conforme a 
estas bases, el principio de equidad se configura como 
uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico, 
lo que significa que ha de servir de criterio básico de la 
producción normativa y de su posterior interpretación y 
aplicación. La conservación de este principio, sin 
embargo, no supone que todos los hombres sean iguales, 
con un patrimonio y necesidades semejantes, ya que la 
propia Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos acepta y protege la propiedad privada, la libertad económica, 
el derecho a la herencia y otros derechos patrimoniales, de donde se 
reconoce implícitamente la existencia de desigunldades mnteriales y 
económicas. El valor superior que persigue este principio consiste, 
entonces en evitar que existan nomlGS que, llamadas a proyectarse sobre 
situaciones de igualdad de hecho, produzcan como efecto de su aplicación 
In ruptura de esa igualdad ni generar un trato discriminatorio elltre 
situaciones análogas, o bien, propiciar efectos semejantes sobre personllS 
que se encuentran en situaciones dispares. lo que se traduce en 
desigualdad jurídica. 

Amparo en revisión 32//92. Pyosa, s.A. de C. v.. 4 de junio de 1996. 
Mayoría de ocho votos; unanimidad en relación con el criterio contenido 
en esta tesis . Ponente: Cenaro David Cóngora Pimente/. Secretario 
Constancia Carrasco Daza. 

Amparo en revisión /243/93 Multiballco Comennex, S.A. 9 de enero de 
/997. Once votos. POllente Cenaro CÓllgora Pimentel. Secretaria: 
Rosalba Becerril Velázquez.. 

Amparo en revisión/2/5/94. Sociedad de Autores de Interés Público. 8 de 
mayo de /997. Unanimidad de diez votos. Ausente: Mariano Azuela 
Cüitrón: Ponente. Humberto Román Palacios. Secretario: Manuel Rojas 
Fonseca. 

Amparo en revisión 1543/95. Enrique Sema Rodríguez.. 8 de mayo de 
/997. Unanimidad de diez votos. Ausente: Mariano Amela Cüitrón. 
Ponente: Juan DÍllz Romero. Secretario: José Manuel Arbal/o Flores 

Amparo en revisión /525/96. Jorge Cortés Conzález.. 8 de ntayo de /997. 
Unanimidad de diez votos. Ausente: MariwlO Azuela Cüitrón. Ponente: 
Cenaro David Cóngora Pimentel. Secretario: Víctor Francisco Mota 
Cien fuegos. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el dos de junio en curso, 
aprobó, con el número 42/1997, la tesis jurisprudencial que antecede. 
México, Distrito Federal, a dos de junio de /997. 
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Desde luego, la existencia de fines extrafiscales que puedan venir a justificar el 
establecimiento de situaciones de inequidad tributaria ha tenido como consecuencia que se genere 
una sensación de injusticia e inseguridad jurídica, ante la posibilidad de que en cualquier momento 
se aduzca la existencia de fines extrafiscales que no tengan razón de ser o que, incluso, no sean 
acordes o coincidentes con el tema en análisis. 

Precisamente para evitar la arbitrariedad que lo anterior puede generar, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que si bien es cierto que los fines 
extrafiscales, en ocasiones pueden traer como consecuencia la justificación de dar un trato 
desigual a contribuyentes que se encuentran en igualdad de circunstancias, se necesario 
que dichos fines no se aparten y se desprendan de la propia ley, exposición de motivos o 
de alguna parte del proceso legislativo. 

Lo anterior ha sido reconocido por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión número 2458/96, 
promovido por Manuel Albarrán Macouzet Página 53, en al que señaló lo siguiente: 

"Finalmente, es importante aclarar que el hecho de que los contribuyente 
se encuentren en la misma hipótesis de causación, no impide que se lleguen 
a establecer exenciones apoyadas en fines extra fiscales, pero tales 
exenciones siempre deberán estar justificadas ya sea en la propia le); en 
su iniciativa, en la exposición de motivos o en cualquier periodo del 
proceso legislativo, de tal modo que los particulares estén en aptillld de 
conocer su origen y causado y, en su caso, ofrecer las pruebas y/o alegatos 
con las que se puedan desestimar. 

Por ende, no es a esta Suprema Corte a la que corresponde justificar las 
exenciones, ya que ello, única y exclusivamente es tarea, facultad y 
obligación de los órganos encargados del proceso de creación de leyes" 

Finalmente, es importante señalar que la garantía de equidad tributaria 
también opera en dos sentidos: 

a) Que no se puede justificar el establecimiento de un trato 
impositivo diferente para contribuyentes que se encuentran en igualdad de 
circunstancias jurídicas ante la Ley (salvo fines extrafiscales) 

b) Que no se pude justificar el establecimiento de un trato 
impositivo igual para contribuyentes que se encuentren en circunstancias 
objetivas desiguales. 
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CAPITULO III 
DE LA FUSION DE SOCIEDADES MERCANTILES 

3.1. Análisis del concepto de la fusión de sociedades mercantiles 

Resulta de suma importancia analizar las implicaciones y 
consecuencias jurídicas de la fusión, estableciendo como premisa que la fusión 
consiste según la definición que contempla el Diccionario Jurídico Mexicano: 

"La reunión de dos o más sociedades mercantiles en una 
sola, disolviéndose las demás, transmiten su patrimonio a 
título universal, a la sociedad que subsiste o resulta de la 
fusión, la que constituye con los socios todas las acciones 
de las sociedades que desaparecen, por títulos de 
acciones de la sociedad que se crea o subsiste" 311 

Así entonces, en primer lugar es importante señalar que la fusión 
de sociedades tiene como finalidad que dos entidades jurídicas diferentes se 
conjunten en una misma persona moral, transmitiendo la sociedad fusionada a la 
fusionante la totalidad de sus derechos y obligaciones (activos, pasivos y capital). 

En efecto, conforme a lo previsto por el artículo 224 de la Ley 
General de Sociedades Mercantiles, la sociedad que subsista de una fusión o la 
que resulte de la misma tomará a su cargo los derechos y obligaciones de las 
sociedades que se extingan. 

Al respecto, el citado artículo 224 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, en su parte conducente señala textualmente lo siguiente: 

"Transcurrido el plazo señalado sin que se haya 
formulado oposición, podrá llevarse a cabo la !usión,l'..1!! 
sociedad que subsista o la que resulte de la (usión. 
tomara a su cargo los derechos y las obligaciones de las 
sociedades extinguidas" 

Por su parte, el doctrinario Roberto L. Mantilla Molina, señala 
respecto de la fusión lo siguiente: 

.'1 "Diccionario Juridico Mexicano", Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional AUl6noma de México. to-­

mo VII. pág. 1503 
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"Un caso especial de la disolución de las sociedades lo 
constituye la fusión, mediante la cual una sociedad se 
extingue por la transmisión total de su patrimonio a otra 
sociedad preexistente, o que se constituye con las 
aportaciones de los patrimonios de dos o más sociedades 
que en ella se fusionan. "-" 
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En el mismo sentido, el licenciado Joaquín Garrigues, define la 
fusión de sociedades como "la transmisión del patrimonio entero de una sociedad 
a otra, a cambio de acciones que entrega la sociedad que recibe ese patrimonio." ... 

como: 
Para el licenciado José de Jesús Gómez Cotero la fusión se define 

"un acto jurídico mediante el cual se unen los 
patrimonios de dos o más sociedades, cuyos titulares 
desaparecen o en algunos casos uno de ellos sobrevive, 
para compenetrarse en una organización unitaria que los 
sustituye dentro del mundo comercial; pudiendo se esta 
urganizaciún resultadu de la creación de una nueva 
sociedad o de la absorción hecha por parte del ente que 
sobrevive. ".JI 

Ahora bien, no obstante que los di versos ordenamientos jurídicos 
que regulan la fusión no dan una definición específica de dicha figura, existen 
diversos elementos de la definición de fusión que nos da la doctrina, y que se 
desprenden de dichos ordenamientos. 

Dichos elementos son, principalmente, los siguientes: 

1.- La transmisión de la totalidad del patrimonio de una sociedad a 
otra. 

2.- La desaparición de una sociedad y la subsistencia de otra, o 
creación de una nueva. 

Jo MANTILLA MOLlNA, Robeno, "Derecho Mercantil", Editorial Porrúa, México, 1984. p.442 . 
... GARRIGUES, Joaquín, "Curso de Derecho Mercanti'''Esitorial Porrá, México, 19993, p.169. 
41GOMEZ COTERO, José de Jesús,"Fusión y Escisión de Sociedades Mercantiles", Editorial Themis, México, 2000, p.2. 
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Ello es así, toda vez que la figura de la fusión implica una 
transmisión a título universal del patrimonio de la empresa fusionada en favor de 
la fusionante, la cual absorbe todos esos derechos y obligaciones dentro de su 
patrimonio, en los mismos términos que tenía la fusionada. 

Lo anterior, se hace aún más evidente si tomamos en consideración 
que la Ley General de Sociedades Mercantiles, en su artículo 224 señala que una 
vez que fueren cumplidos los requisitos necesarios para toda fusión, la empresa 
fusionante adquiere los derechos y obligaciones de la fusionada. 

Es decir, al momento de crearse la figura de la fusión, el Legislador 
consideró necesario, que se trasmitieran todos los derechos y las obligaciones a la 
sociedad que subsistiera o a otra nueva, siguiendo el principio jurídico 
contemplado en nuestra legislación de la causahabiencia. 

En este sentido, es claro que toda fusión es regida por la figura de 
la causahabiencia, misma que es una institución establecida en nuestro sistema 
jurídico, por virtud de la cual se transmiten los bienes, derechos y obligaciones 
por una persona llamada causante, a otra llamada causahabiente, deri vado de la 
íntima vinculación personal que existe entre ellas, como ocurre en el caso de la 
fusión por absorción o incorporación. 

El Diccionario Jurídico Mexicano define al causahabiente como: 

"Persona que ha sucedido o se ha subrogado por cualquier otro 
título en el derecho de otra u otras. Junto a las partes, en 
detemlinados actos jurídicos, están aquellas personas que por 
un acontecimiento posterior a la realizacÍón del mismo, 
adquieren en fomUl derivada los derechos y obligaciones de 
quienes fueron sus autores. A aquéllos se les conoce con el 
nombre de causahabientes, a éstos con el de causantes. " ": 

Asimismo, conforme al citado Diccionario, existen dos especies de 
causahabientes, a saber: 

a) A título universal, cuando el causahabiente sustituye al causante 
en todo su patrimonio o en una parte alícuota de él, como ocurre en el caso de la 
fusión. 

"DlCCIONARIO JURIDICO MEXICANO" op. cit. Tomo 1 pA55 
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b) A título particular, cuando la sustitución se refiere únicamente a 
derechos u obligaciones determinadas en forma específica. 

El causahabiente a título universal puede serlo mortis causa o por 
transmisión inter vivos, como es el caso de la transmisión de todo el patrimonio 
de una persona moral derivado de una fusión. El causahabiente a título particular 
puede serlo por cesión de derechos y obligaciones o por subrogación. 

Al respecto, resulta ilustrativo lo establecido en el precedente 
judicial que a continuación se transcribe: 

"CAUSAHABIENCIA. CUANDO SE ACTUALIZA. La 
causahahiencia no es ofra cosa más que la substitución del 
titular de U11 derecho por otro; pero implica que se trate del 
mismo derecho. Así, el titular de un derecho de propiedad es 
causante del comprador respecto del biellmateria del contrato; 
el de cujus resulta causante en relación a los adjudicatarios; el 
que pemlufa es causante de su contraparte, y así en cualquier 
acto traslativo de dominio. En tratándose de posesión.Jerivada, 
el arrendatario es causante del subarrendatario, quien resulta 
causahabiellte de aquél. Empero, cuando un bien inmueble es 
materia de un contrato traslativo del derecho de posesión, 
entonces el cambio de propietario por compraventa o cualquier 
otro acto jurídico, no produce una causahabiencia entre el 
anterior propietario, pues el tema propiedad sólo produce esa 
causahabiencia respecto del comprador, el cual queda 
subrogado por ley al anterior propietario en la relación 
contractual que rige la posesión derivada. Esto es, que la mera 
substitución del propietario de un inmueble no implica la 
extinción del contrato que ha transmitido la posesión derivada. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL 
Y DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 20/96. Efraín Maqueda Espinoza. 27 de 
marzo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Pérez 
González. Secretario: Octavio Bola/lOS Valadez. Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Parte II!, Abril de 1996, 
Tesis ll.lo.C.T.38 C, Página 356. 
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Por otra parte, dado que los doctrinarios antes citados señalan que 
fusión es aquélla en la cual una sociedad se extingue por la transmisión total de 
su patrimonio a otra preexistente o a una nueva sociedad, resulta también 
importante analizar el concepto de patrimonio. 

Al respecto, el Diccionario Jurídico Mexicano, define el 
patrimonio como: 

"l ................................................................................. . 
Desde el punto de vista jurídico, patrimonio es el cO/yunto de 
poderes y deberes, apreciable., en dinero, que tiene /fiJa 

persona. Se utiliza la expresión de poderes y deberes en razón 
de que /10 sólo los derechos subjetivos y las obligaciones pueden 
ser estimadas en dinero, sino que también lo podrían ser las 
facultades, las cargas y, en algunos casos, el ejercicio de la 
potestad, que se puede traducir en un valor pecuniario. 

11. El patrimonio tiene dos elementos. Uno activo y otro pasivo. 
El activo se constituye por el conjunto de bienes y derechos y 
el pasivo por las cargas y obligaciones susceptibles de una 
apreciación pecuniaria. '-' 43 

Por su parte, el doctrinario Roberto L. Mantilla Molina señala lo siguiente: 

"Patrimonio, según la opinión que cabe calificar de 
tradicional, es el conjunto de derechos y obligaciones de 
una persona, susceptibles de ser apreciados en dinero, " 44 

De las anteriores definiciones podemos concluir que el patrimonio 
de una persona se encuentra compuesto tanto por sus bienes, derechos y por sus 
obligaciones, susceptibles de ser valuados en dinero. 

Señalado lo anterior, podemos afirmar válidamente que en virtud 
de la fusión, una sociedad se extingue por la transmisión total de su patrimonio a 
otra sociedad subsistente o a una nueva, por lo que al ser elementos del 
patrimonio, los derechos y obligaciones, es claro que éstos deben ser transmitidos 
en forma universal a la empresa fusionante, la cual absorbe todos estos bienes, 
derechos y obligaciones a su cargo, como si se tratara de la misma persona. 

,-, "Diccionario Jurídico Mexicano", Instituto de Investigaciones Juñdicas de la Universidad Nacional Autónoma de México. to­
mo VII. pág. 58 
~. MANTILLA MOLINA, Roberto. Op. Cil, p128. 
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Así entonces, de conformidad a lo anteriormente señalado, 
podemos concluir que en virtud de una fusión una sociedad se extingue por la 
transmisión total de su patrimonio a otra sociedad subsistente o a una nueva, y al 
ser elementos del patrimonio los derechos y obligaciones, es claro que éstos son 
transmitidos a la empresa fusionante, la cual podrá hacer uso de esos derechos y 
deberá responder por esas obligaciones, así como de aquellos conceptos y partidas 
cuyos efectos se encuentren diferidos en el tiempo, en la medida de que los 
mismos afectan al patrimonio del causahabiente. 

Como consecuencia de lo anterior, en virtud de una fusión, la 
sociedad fusionante continuará realizando todas las actividades productivas que 
se venían realizando con anterioridad por la fusionada, pues dicha figura implica 
la conjunción de dos o más personas morales. 

Lo anterior no podría ser de otra manera, toda vez que la fusión 
implica la transmisión universal del patrimonio de una persona a favor de otra, 
por lo que debe realizarse esa transmisión en forma total, ya a favor de una o 
varias empresas, pues de lo contrario se podría transmitir sólo una parte del 
patrimonio, con el correspondiente perjuicio a los acreedores. 

3.2. Naturaleza Jurídica de la Fusión 

Según el estudio realizado por el Lic. Gómez COlero en su libro 
"Fusión y Escisión de Sociedades Mercantiles", existen diversas teorías en las que 
la doctrina explica la naturaleza jurídica de la fusión de sociedades, las cuales 
resultan conveniente hacer referencia en el presente apartado a efecto de que 
resulte un estudio más completo de esta figura, sin que se tome partido por alguna 
de ellas en particular. 

a) Teoría de la Sucesión Universal 

Los tratadistas que sostienen esta teoría señalan que la fusión de 
sociedades consiste en la transmisión de un patrimonio social, considerado como 
un solo título jurídico con todas sus relaciones, derecho y obligaciones, a otra 
sociedad que surge o permanece como consecuencia de la fusión y que responde 
con todo su patrimonio ahora formado por el de los entes absorbidos y en el caso 
de la fusión por incorporación con el suyo propio frente a todas las relaciones de 
su nuevo patrimonio.45 

._1 GOMEZ COTERO, Ob cit página 6 
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Cabe señalar que la Ley General de Sociedades Mercantiles 
considera la sucesión patrimonial como una consecuencia de la fusión y no como 
la fusión misma. 

b) Teoría del Acto Corporativo. 

Los expositores de esta teoría señalan que las sociedades que se 
fusionan no desaparecen, porque el vínculo social continúa en un vínculo diverso, 
integrado en una misma unidad orgánica en la que los socios, capitales, 
acreedores, deudores y negocios son los mismos que los de las sociedades 
fusionadas." 

e) Teoría del Acto Complejo 

Los autores que participan con esta teoría exponen que en la fusión se 
pueden apreciar varios momentos distintos, correspondientes cada uno a actos jurídicos 
que se eslabonan con otros para dar vida a la fusión, y que éstos actos son: " 

* La deliberación de la asamblea de socios de las sociedades. 

* El contrato de fusión. 

* La transmisión patrimonial. 

* El contrato de organización en el caso de fusión por integración. 

d) Teoría de la Disol ución 

Los principales autores que sostienen esta teoría señalan que la 
fusión es una forma de disolución voluntaria de sociedades en la que éstas se 
extinguen por virtud de la incorporación o la integración jurídica que otra 
sociedad ejerce respecto de la primera sin existir liquidación.'" 

-46lbidem 
.1 Ibid página 7 
.1 Ibídem 

e) Teoría Contractual 

Los autores señalan que la fusión se da en dos momentos: 

l. El acuerdo de la asamblea de cada una de las sociedades que proponen su fusión. 
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2. El acto de fusión por los representantes legales de las sociedades 
participantes. 

Gómez Cotero se adhiere a esta teoría, señalando que como todo 
contrato la fusión requiere de un acuerdo de voluntades que se forma con el 
acuerdo de fusión adoptado por cada una de las sociedades participantes y que se 
exterioriza a través de sus representantes al concretizar el acto de fusión." 

3.3. Clases de Fusión 

Tomando en cuenta lo señalado tanto por la legislación mexicana, 
como las definiciones de los distintos autores a los que nos referimos con 
anterioridad, ambos coinciden en que existen, sin bien nombrándolos de distinta 
forma, dos tipos de fusión de sociedades: 

a) La fusión por absorción o por incorporaclOn, cuando una 
sociedad fusionante, que perdura, absorbe a una o más sociedades fusionadas, que 
desaparecen; y 

b) La fusión pura, por combinación, creaClOn, constitución o 
integración, cuando una o más sociedades se unen para formar una distinta, con 
desaparición de todas las fusionadas. 

En ambos casos habrá una cesión del patrimonio de las sociedades 
fusionadas, a título universal, a la sociedad fusionante o a la nueva sociedad que 
se constituya. 

Ahora bien, la fusión por incorporación puede ser horizontal o 
vertical, y entre ellas pueden existir combinaciones, y. la fusión vertical a su vez 
puede ser ascendente o descendente. 

La fusión horizontal se da con sociedades que no tienen relación accionana 
directa entre ellas mismas, es decir, que no poseen acciones de la otra o de las demás. 

En la fusión horizontal, los patrimonios de las sociedades que 
desaparecen se incorporan a la sociedad que subsiste incrementando el patrimonio 
de esta última por el importe de aquellos y originando nuevas acciones por ese 
incremento a favor de los accionistas de las sociedades que desaparecen. 

'9lbidem páginas 8 y 9. 



- -- - --------

lll. DE LA FUSION DE SOCIEDADES MERCANTILES 54 

Los accionistas de la sociedad fusionante en una fusión horizontal 
continúan siendo accionistas de ella, pero pierden participación en su capital por las 
acciones emitidas a favor de los accionistas de las sociedades fusionadas como 
consecuencia del incremento patrimonial originado por dicha fusión. 

La fusión vertical tiene aplicación en sociedades que tienen relación 
accionaria directa importante entre sí, y esta fusión puede ser ascendente o descendente. 

La fusión vertical ascendente es aquélla en la cual subsiste la sociedad que 
es accionista mayoritaria de la sociedad o sociedades que desaparecen en ella. 

En la fusión vertical ascendente se incorporan a la sociedad que 
subsiste los bienes, derechos y obligaciones de las sociedades que desaparecen 
pero el patrimonio de la sociedad que subsiste sólo se incremento por la 
participación minoritaria de terceros en las sociedades fusionadas, convirtiéndose 
dichos terceros en accionistas de ella. 

Los accionistas de la sociedad que subsiste conservan sus acciones de esta 
sociedad, pero pierden participación en su capital por las acciones emitidas a favor de los 
terceros con participación minoritaria en las sociedades fusionadas. 

Las acciones de las sociedades que desaparecen propiedad de la sociedad 
que subsiste se extinguen en la fusión y no dan lugar a la emisión de nuevas acciones de 
la sociedad que subsiste. 

La fusión vertical descendente es aquella en la cual subsiste la sociedad 
cuyas acciones eran mayoritariamente poseídas por la sociedad o sociedades que 
desparecen en ella. 

En la fusión vertical descendente, se incorporan a la sociedad que subsiste 
los bienes, derechos y obligaciones de la sociedad o sociedades que desaparecen, salvo las 
acciones de la propia sociedad subsistente propiedad de esas sociedades que pasan 
directamente a manos de los accionistas de dichas sociedades en canje de sus acciones de 
estas últimas que se extinguen como consecuencia de la fusión. 

Este tipo de fusión puede originar un incremento o un decremento en 
el patrimonio de la sociedad que subsiste, dependiendo de los patrimonios de las 
sociedades fusionadas y de su participación accionaria en la sociedad que subsiste. 
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Si el importe del patrimonio de la sociedad o sociedades que 
desaparecen en la fusión es superior a la parte del patrimonio de la sociedad que 
subsiste correspondiente a las acciones de esta sociedad propiedad de aquellas, se verá 
incrementado el patrimonio de la sociedad que subsiste por la diferencia como 
consecuencia de la fusión, sin que necesariamente tengan que emitirse nuevas 
acciones por ello. 

Si por el contrario, el importe del patrimonio de la sociedad o 
sociedades que desaparecen en la fusión es inferior a la parte del patrimonio de la 
sociedad que subsiste correspondiente a las acciones de esta sociedad propiedad de 
aquéllas, se verá disminuido el patrimonio de la sociedad que subsista por la 
diferencia como consecuencia de la fusión, provocando en algunas ocasiones que se 
cancelen acciones de ella. 

En esos casos, pasan los bienes, derechos y obligaciones de las 
sociedades fusionadas a la sociedad fusionan te, salvo las acciones de todas ella, que 
poseen entre sí, incrementándose el patrimonio de la fusionante únicamente por la 
diferencia que resulta de restar al importe de los bienes y derechos adquiridos en la 
fusión el importe de las obligaciones también adquiridas en la fusión y de las acciones 
de ellas poseídas entre sí. 

En el caso de fusión por integración, es aquella que surge una nueva 
sociedad desapareciendo todas las sociedades que participan en ella. 

En la fusión por integración, los bienes, derechos y obligaciones de 
todas las sociedades, pasan a la nueva sociedad integrando el patrimonio de ésta, salvo 
las acciones que tuvieren de ellas entre sí, que se cancelan como consecuencia de la 
fusión. 

Los accionistas de todas las sociedades intercambian sus acciones 
de éstas por acciones de la nueva sociedad al desaparecer aquéllas fusionadas en 
esta nueva. 

3.4. Procedimiento de la Fusión 

A efecto de seguir un orden en este trabajo, a continuación nos 
referiremos en términos generales al procedimiento que deberán de llevar a cabo 
aquéllas empresas que decidan fusionarse, sin que esto implique un estudio 
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exhaustivo de estas etapas, toda vez que desviarían el contenido y proceso de este 
trabajo al no ser objeto del mismo. 

En términos generales, el proceso de fusión comprenderá dos 
momentos: en un primer momento, los órganos internos de cada una de las 
sociedades deberán tomar, de acuerdo con sus respectivos estatutos, el acuerdo de 
fusión; (artículo 222 de la Ley General de Sociedades Mercantiles) y en un 
segundo momento celebrarán las sociedades el convenio de fusión. 

Naturalmente que, si se trata de una fusión por constitución de una 
nueva sociedad, deberén llenarse todos los requisitos o formalidades del proceso 
constitutivo que debiera de llevarse a cabo para cualquier sociedad, según el texto 
del artículo 226 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

Además de la inscripción en el Registro Público de Comercio, 
prevista en el artículo 223 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, los 
acuerdos de fusión se publicarán en el periódico oficial de la entidad del domicilio 
de las sociedades; cada una de ellas deberá publicar, además, la forma como vaya 
a ser cubierto su pasivo, según el mismo artículo. 

Así las cosas, resulta aplicable en el presente tema la siguiente tesis 
emitida por uno de los Tribunales Colegiados de Circuito: 

"SOCIEDADES MERCANTILES. REGLAS DEL 
PROCEDIMIENTO EN SU FUSION. De la lectura de los 
preceptos 223 y 224 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, se deduce que, como regla general, la fusión de 
sociedades surtirá sus efectos transcurridos tres meses después 
de que se hubiere realizado su inscripción en el Registro Público 
de Comercio; que tal manifestación debe ser decidida 
internamente por las empresas participantes, (fusionada y 
fusionante) y que deberá publicarse en el Diario Oficial del 
domicilio de las sociedades que hayan de fusionarse; asimismo 
deberán publicar el último balance y la fomla en que se 
extinguirá el pasivo contraído por las empresas fusionadas. En 
segundo término, el artículo 225 de dicho ordenamiento, 
establece las excepciones a esa regla general, al disponer que 
la fusión tendrá lugar y surtirá efectos al realizarse su registro: 
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a) Si se pactare el pago de todas las deudas de las sociedades 
que pretendanfosionarse; b) Si se constituyere el depósito de su 
importe en una institución de crédito; c) O constare el 
consenlÍmiell/o de todos los acreedores, tales excepciones a la 
regla ponen de manifiesto que la intención del legislador foe la 
de garantizar de algún modo el cumplimiento de las 
obligaciones cOll/raídas por las empresas fUsionadas all/es de 
realizarse esa modalidad de absorción. Ahora bien, atendiendo 
a la naturaleza jurídica de la fUsión de sociedades y al 
procedimiento establecido por su propia legislación, en los 
artículos antes referidos y según los comentarios doctrinarios 
de diversos tratadistas en nlllferia mercantil, los acuerdos de 
deliberación y decisión de tal fenómeno de absorción de 
sociedades, sólo pueden ser tomados por las sociedades 
interesadas en que se produzca esa nueva figura. pues 
únicamente a ellas compete resolver sin necesidad de requerir 
del consell/imiento de los acreedores, dado que eso se haría 
necesario, sólo en el caso de que no se eligiera por cualquiera 
de los dos primeros supuestos que establece e/numeral 225 de 
la ley en cita. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 162/91. Grupo Editorial Mexicano, S.A. de 
C. V. 8 de agosto de /99/. Mayoría de votos de Enrique R. 
García Vasco y José Refogio Raya Arredondo, contra el voto 
particular de Víctor Hugo Díaz Arel/ano. Ponente; Enrique R. 
García Vasco. Secretario: Daniel Patilla Pereznegrón. " 
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Así las cosas, independientemente de lo señalado con anterioridad, a 
continuación nos referiremos en ténninos generales a las actividades que deberán 
realizarse con motivo de una fusión y los plazos en que deberán cumplirse. 

l. Convocatoria de Asamblea Extraordinaria de Accionistas de ambas 
sociedades, mediante aviso en el periódico oficial o en un periódico de alta circulación por 
parte de la fusionante o fusionada, lo cual deberá realizarse 15 días antes de la Asamblea 
según el artículo 186 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 
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No será necesario efectuar convocatoria, si al celebrar la asamblea se 
encuentra representada la totalidad de las acciones en que se divide el capital social 
de ambas sociedades, de acuerdo con lo señalado en el artículo 188 de la Ley General 
de Sociedades Mercantiles. 

2. En caso de que las sociedades involucradas en la fusión, no 
tengan aprobados sus balances al último ejercicio, debe efectuarse en forma 
simultánea a la fusión, una Asamblea Ordinaria de accionistas en donde se 
analicen y aprueben los estados financieros de cada una de ellas; esto deberá 
realizarse antes de la celebración del acuerdo de fusión de conformidad con el 
artículo 223 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

3. Celebración de la Asamblea Extraordinaria de Accionistas, 
mediante la cual se acuerde la fusión según la fracción VII del artículo 182, de la Ley 
General de Sociedades Mercantiles. 

4. Protocolización ante notario público de las Actas de Asambleas 
Extraordinarias de Accionistas en las que se acuerde la fusión, a la brevedad posible 
de acuerdo con el artículo 194 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

5. Inscripción en el Registro Público de Comercio del acuerdo de fusión 
ya protocolizado, el día sujeto a la fecha de protocolización de las actas de conformidad 
con los artículos 194 y 223 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

6. Publicación de los acuerdos de fusión en el Diario o Gaceta Oficial 
del domicilio de las sociedades que intervengan. Esta publicación se realizará 
acompañando el último balance de cada una de las empresas involucradas. Además, 
en su caso, debe publicarse el sistema establecido para la liquidación de pasivos, 
artículo 223 de la Ley General de Sociedades Mercantiles. 

La fusión surte efectos, 3 meses después de inscripción en el Registro 
Público de Comercio o inmediatamente, si se tiene la aprobación por parte de los 
acreedores de conformidad con lo señalado por el artículo 224 de la Ley General de 
Sociedades Mercantiles. 

3.5. Efectos corporativos de la fusión 

Al efectuarse la fusión ésta repercute sobre las sociedades 
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fusionadas y la sociedad fusionante, así como sobre los socios o accionistas y los 
acreedores de dichas sociedades. 

Por lo que respecta a las sociedades fusionadas, éstas se disuelven 
sin llegar a liquidarse, ya que sus bienes, derechos y obligaciones pasan a la 
sociedad fusionante en un fenómeno de auténtica sucesión universal, cosa que no 
sucede en la liquidación. 

Cabe señalar que la disolución se lleva a cabo en dos momentos, en 
el acuerdo de disolución que se toma en el acuerdo de fusión adoptado por las 
sociedades fusionadas, pero sujeto a condición suspensiva, ya que no surte sus 
efectos sino hasta que se verifican los efectos de la fusión y en la disolución de 
éstas, la que se lleva a cabo una vez que la fusión ha surtido plenos efectos, y las 
fusionadas han transmitido su patrimonio a la sociedad fusionante. 

Como resultado de la fusión, las sociedades fusionadas pierden la 
personalidad jurídica que tenían y en consecuencia, desaparecen como 
sociedades. 

En cuanto a la sociedad fusionante, ésta adquiere como consecuencia de 
la fusión los bienes, derechos y obligaciones de las sociedades fusionadas y esto se refleja 
por lo general en un incremento patrimonial que aumenta su capital, aunque este 
incremento no es consecuencia necesaria de la fusión. 

En el caso de fusión por integración, la nueva sociedad que surge 
como consecuencia de ella integra su patrimonio inicial con la diferencia entre el 
valor de los bienes y derechos y el de las obligaciones de las sociedades que se 
fusionan en ella. 

La transmisión de bienes, derechos y obligaciones de las 
sociedades fusionadas a la sociedad fusionante opera ipso iure por la fusión, sin 
necesidad de contratos individuales de cesión. 

Por lo que respecta a los socios y accionistas de las sociedades 
fusionadas, éstos reciben acciones o partes sociales de la sociedad fusionante a 
cambio de sus acciones o partes sociales de aquellas que se extinguen en la fusión, 
excepto la propia sociedad fusionante cuando es socio o accionista de las 
fusionadas. 
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Por último, en cuanto a los acreedores de las sociedades fusionadas éstos 
se convierten en acreedores de la sociedad fusionante si no se opusieron en tiempo a la 
fusión, como consecuencia del traslado a la sociedad fusionante de las obligaciones de las 
fusionadas que ocurre en la fusión. 

De todo lo anterior, resulta que la fusión puede originar lo siguiente: 

l. Traslación de la propiedad de los bienes de las fusionadas a la 
fusionante. 

2. Cesión de titularidad de derechos de las fusionadas a la f usionante. 

3. Cesión de deudas de las fusionadas a la fusionante. 

4. Desaparición de las sociedades fusionadas con la consecuente 
cancelación de sus acciones. 

5. Aumento de capital en la sociedad fusionante con entrega de acciones 
a los accionistas de las fusionadas a cambio de sus acciones de éstas últimas. 

6. Creación de una nueva sociedad. 

En cuanto al momento en que surte sus efectos la fusión, la Ley 
General de Sociedades Mercantiles, con la intención de proteger los intereses de 
los acreedores de las sociedades que se fusionan, en su artículo 223, dispone que 
será tres meses después de haberse efectuado la inscripción preventiva de los 
acuerdos de fusión en el Registro Público del Comercio, sin que ningún acreedor 
haya presentado oposición judicial. 

La excepción a lo anterior, será de acuerdo con el artículo 225 de la misma 
ley, que se pacte el pago de todas la deudas de las sociedades que hayan de fusionarse, o 
se constituyere el depósito de su importe en una institución de crédito, o constare el 
consentimiento de todos los acreedores, en cuyo caso será en el momento de la inscripción 
de los acuerdos de la fusión y las deudas se darán por vencidas. 

Sobre el particular, existen interpretaciones en el sentido de que los 
accionistas de las sociedades que participan en la fusión pueden señalar una fecha 
precisa anterior en la que surta efectos la fusión, siempre que no exista oposición 
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manifiesta de terceros, y en este caso la fusión surtirá efectos en los plazos 
señalados en la ley, pero referidos a la fecha acordada por los accionistas, 
operando como una condición resolutoria. 

3.6. Obligaciones fiscales 

Como en reiteradas ocasiones lo hemos señalado como 
consecuencia de la fusión, la sociedad fusionada se extingue y sus derechos y 
obligaciones son transmitidos a la sociedad fusionante. 

Como consecuencia de lo anterior, existen diferentes obligaciones 
de carácter fiscal a cargo de la empresa fusionan te, las cuales señalaremos a 
continuación, de manera enunciativa, más no limitativa. 

3.6.1. Código Fiscal de la Federación 

El Código Fiscal de la Federación prevé una serie de disposiciones 
respecto de la fusión, que contienen en gran parte los requisitos y obligaciones 
que deberán de cumplir las empresas que integren la fusión, las cuales servirán de 
marco respecto a los efectos que dicha figura tendrá en materia fiscal. 

a) Terminación del ejercicio fiscal. 

El artículo II del Código señala que en los casos en que una 
sociedad sea fusionada, el ejercicio fiscal terminará anticipadamente en la fecha 
en que sea fusionada. 

Lo anterior, trae como consecuencia que el ejercicio fiscal 
correspondiente a la sociedad fusionante se convierta en un ejercicio irregular, al 
cual se le deberá de dar el trato de un ejercicio concluido con las obligaciones que 
esto conlleva entre las cuales se encontrarán: 

La presentación de la declaración del ejercIcIO de la sociedad 
fusionada correspondiente al ejercicio que terminó anticipadamente por fusión. 

En esta declaración del ejercicio, la fusionante deberá de 
considerar todos los ingresos acumulables y las deducciones autorizadas de la 
fusionada, así como el importe total de los actos o actividades gravados y exentos 
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y de los acreditamientos, el valor de todos sus activos o deudas, según 
corresponda, que la misma tuvo desde el inicio del ejercicio y hasta el día de su 
desaparición, en este caso se considerará como fecha de terminación del ejercicio 
aquella que corresponda a la fusión. 

Presentar los pagos provisionales que venía presentando la 
sociedad fusionada de los diversos impuestos como del impuesto sobre la renta, 
impuesto al activo, impuesto al valor agregado, etc, de acuerdo a cada una de las 
reglas que las diferentes leyes señalen para el efecto y de las cuales era sujeto. 

Dichas obligaciones son adquiridas por la empresas fusionante 
como consecuencia de la figura de la causahabiencia efecto de la fusión como ha 
quedado señalado con anterioridad. 

b) Enajenación de bienes. 

Conforme al artículo 14 del Código Fiscal de la Federación se 
entiende por enajenación en términos generales toda transmisión de propiedad, 
aun en la que el enajenante se reserva el dominio del bien enajenado, con 
excepción de los actos de fusión o escisión a que se refiere el artículo 14-A del 
mismo ordenamiento fiscal. 

Así las cosas, resulta que el artículo 14-A del mismo Código Fiscal 
de la Federación al que con anterioridad nos hemos referido, señala textualmente: 

Artículo l4-A. Se entiende que no hay enajenación en los 
siguientes casos: 
II. En fusión, siempre que la sociedad que subsista o la que 
surja con motivo de la fusión, presente las declaraciones 
de impuestos del ejercicio y las informativas que en los 
términos establecidos por las leyes fiscales les 
correspondan a la sociedad o sociedades fusionadas 
correspondientes al ejercicio que terminó por fusión y se 
presente ante la autoridad fiscal el aviso establecido en los 
términos del Reglamento de este Código. 
l/l ............................................................................... . 
En los casos de fusión o escisión de sociedades, cuando la 
sociedad esidente desaparezca, la sociedad que subsista, 
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la que surja con motivo de la fusión o la escindida que se 
designe, deberá presentar las declaraciones del ejercicio 
y las demás declaraciones informativas de la escindente o 
de las fusionadas que desaparezcan, correspondientes al 
ejercicio que terminó por fusión o escisión, y enterar los 
impuestos correspondientes 0, en su caso, solicitar por la 
empresa que desaparezca la devolución de los saldos a 
favor de esta última que resulten, siempre que se cumplan 
los requisitos que mediante reglas de carácter general 
establezca la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
En las declaraciones del ejercicio a que se refiere la 
fracción Il y el párrafo anterior, correspondiente a la 
fusionada o a la escindente que desaparezcan, se deberán 
considerar todos los ingresos acumulables y las 
deducciones autorizadas, el importe total de los actos o 
actividades gravados y exentos y de los acreditamientos, 
el valor de todos sus activos o deudas, según corresponda, 
que la misma tuvo desde el inicio del ejercicio y hasta el 
día de su desaparición. En este caso, se considerará como 
fecha de terminación del ejercicio aquella que 
corresponda a la fusión o escisión 
Lo dispuesto en las fracciones 1 y Il de este artículo sólo 
se aplicará tratándose de escisión o fusión de sociedades 
constituidas de conformidad con las leyes mexicanas. 
En el caso de incumplimiento de cualquiera de los 
requisitos establecidos en este artículo, la enajenación se 
entenderá realizada en el momento en que ocurrió la 
escisión o la fusión o se realizaron las operaciones de 
préstamo de títulos o valores, según se trate. ". 
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De lo anterior resulta que para el Código Fiscal de la Federación 
existe transmisión de propiedad de bienes en la fusión, pero las excluye del 
concepto fiscal de enajenación de bienes. 

Cabe señalar que según el texto de la disposición, la presentación 
de declaraciones y del aviso son los únicos requisitos que habrán de cumplirse, 
para que la fusión no sea considerada como enajenación para efectos fiscales. 
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c) Pago de impuestos y solicitud de devoluciones. 

La sociedad fusionan te deberá de enterar los impuestos correspondientes 
o en su caso solicitar por la empresa que desaparezca, la devolución de los saldos a favor 
de ésta última, cumpliendo con los requisitos que señalen las reglas de carácter general 
emitidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de conformidad con lo señalado 
en los artículos 11 y 14 del Código Fiscal de la Federación. 

d) Obligación de dictaminarse. 

La sociedad fusionante tendrá la obligación de dictaminar para efectos 
fiscales sus estados financieros del ejercicio en que ocurra la fusión, así como los del 
siguiente. La sociedad fusionante también deberá de presentar el dictamen de la sociedad 
fusionada respecto del ejercicio en que ocurra la fusión, éstas obligaciones deberán 
cumplirse, dentro de los siete meses siguientes a la terminación del ejercicio de que se trate 
de acuerdo con la fracción III del artículo 32-A, del Código Fiscal de la Federación y 49 
del Reglamento del Código Fiscal de la Federación. 

Cabe señalar que según lo dispuesto por el artículo 51 del Reglamento del 
Código Fiscal de la Federación, el referido dictamen deberá de contener: 

- Relación de los accionistas de la sociedad que surja o subsista con 
motivo de la fusión, indicando su participación accionaria a la fecha en que se realizó la 
fusión, así como el número, valor nominal y naturaleza de las acciones que conforman el 
capital. 

- Relación al términos de cada uno de los tres ejercicios siguientes al de la 
fusión, de los accionistas de la sociedad que surja o subsista con motivo de la misma, 
indicando su participación accionaria, así como el número, valor nominal y naturaleza de 
las acciones que conforman el capital social. 

e) Presentación de avisos. 

Deberá presentarse aviso que contendrá la denominación o razón 
social de las sociedades que se fusionan y la fecha en que dicho acto se lleve a 
cabo, ante la autoridad recaudadora correspondiente al domicilio fiscal de la 
fusionante, dentro del mes siguiente a la fecha en que se llevó a cabo la fusión, de 
acuerdo con el artículo 5-A del Reglamento del Código Fiscal de la Federación. 
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Deberá presentarse el aviso de cancelación del Registro Federal de 
Contribuyentes de la sociedad fusionada, acompañando la constancia de 
inscripción de la fusión en el Registro Público de Comercio, junto con la última 
declaración del ejercicio, de acuerdo con el artículo 23 del Reglamento del 
Código Fiscal de la Federación. 

Asimismo, se deberá presentar en su caso, el aviso de cambio de 
denominación o razón social, así como el de cambio de domicilio, si como 
consecuencia de la fusión, la empresa fusionante cambio su denominación o 
domicilio fiscal, de conformidad con los artículos 14, r9 y 20 del Reglamento del 
Código. 

La fusionante presentará aviso de aumento de obligaciones, cuando 
esté obligado a presentar declaraciones periódicas distintas de las que venía 
presentando o de disminución de obligaciones cuando se deje de estar sujeto a 
cumplir con alguna de las obligaciones periódicas y se deba seguir presentando 
declaraciones por otros conceptos, según el artículo 14 del mismo Reglamento del 
Código. 

Debe considerarse que la sociedad fusionada debe verificar su 
obligación de presentar cualquier otro tipo de avisos de cancelación o de otro tipo 
que tuvieran que presentar con motivo de la fusión, partiendo de los términos 
originalmente contratados, tal es el caso de la licencia sanitaria, permiso de 
bomberos, afiliación a Cámaras o Asociaciones que la agrupen, etc. 

A continuación, señalaremos algunas de las consecuencias fiscales 
que se derivan de la fusión de sociedades, sin que las mismas sean las únicas 
existentes en la Ley de la materia, ya que explicar cada una de ellas y su origen, 
significaría desviar el fin del presente trabajo, ampliándolo sin ser materia de este. 

3.6.2. Impuesto sobre la Renta 

a) Transmisión de bienes 

En el artículo S-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta. se 
establece que en los casos en que se transmitan bienes como consecuencia de 
fusión o escisión de sociedades, se producirán los efectos que la misma Ley señala 
para los actos de enajenación. 
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Conforme al texto de la disposición anterior, las fusiones producen 
efectos de enajenación en impuesto sobre la renta, pues en ellas se transmiten 
bienes como consecuencia propia de ellas mismas, 

Sin embargo, considero que esa no es la intención de dicha 
disposición porque en la propia Ley existen otras disposiciones relativas a las 
fusiones que mantienen intactos los valores fiscales de los bienes transmitidos en 
ella, cosa que no sucede en el caso de enajenación de bienes para efectos fiscales, 
sino lo que el legislador quiso decir es que en las fusiones se producirán los 
efectos de enajenación previstos por la propia Ley cuando en ellas haya 
enajenación de bienes en los términos del Código Fiscal de la Federación, 

Partiendo de la base de que sólo producen efectos de enajenación 
en el impuestos sobre la renta las fusiones que se consideran enajenación de 
bienes en los términos del Código Fiscal de la Federación y no aquéllas que no lo 
son conforme al propio Código, analizaremos de forma general de sus 
consecuencias. 

b) Ingresos acumulables 

La Ley del Impuesto sobre la Renta, en su artículo 17, fracción V, 
dispone que entre otros se considerarán ingresos acumulables la ganancia 
derivada de la enajenación de activos fijos, terrenos, títulos valor y acciones, así 
como la ganancia realizada que derive de fusión de sociedades en las que el 
contribuyente sea socio o accionista, 

Sin embargo, la misma disposición establece en un párrafo 
posterior que en los casos de fusión de sociedades no se considera ingreso 
acumulable la ganancia cuando se reúnen los requisitos que establece el artículo 
14-A del Código Fiscal de la Federación antes mencionado para considerar que no 
hay enajenación en ellas, siempre que el adquirente de los bienes cumpla con lo 
dispuesto en la propia Ley respecto de dichos bienes. 

Finalmente, la misma disposición en el siguiente párrafo indica que 
cuando en los casos de fusión no se cumpla con los requisitos a que se refiere el 
párrafo anterior, se acumulará la ganancia señalada en dicha fracción y no le serán 
aplicables las disposiciones de la Ley que se refieren a bienes adquiridos con 
motivo de la fusión. 
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Aun y cuando las disposiciones del segundo y tercer párrafo 
resultan confusas respecto de lo que señala el primer párrafo de la misma 
fracción, en el sentido de que habla de dos ganancias: la derivada de la 
enajenación de activos fijos, terrenos, títulos valor y acciones, y la de la fusión de 
sociedades en las que el contribuyente sea socio o accionista, en donde la primera 
es un ingreso acumulable para quien realiza la enajenación, y la segunda es un 
ingreso para el contribuyente que sea socio o accionista. 

De esta forma, consideramos que en los casos de fusión, no se considerará 
ingreso acumulable ninguna de estas ganancias, ni la ganancia fiscal por la transmisión de 
activos fijos y terrenos, acciones, títulos valor, partes sociales o certificados de aportación 
patrimonial, ni la del socio o accionista derivado de la fusión, siempre que se cumpla con 
los requisitos del artículo l4-A del Código Fiscal de la Federación. 

No obstante lo anterior, la Ley del Impuesto sobre la Renta, en su artÍCulo 
5-A y en el tercer párrafo de la fracción V de su ArtÍCulo 17, pretende gravar a las 
sociedades fusionadas con este impuesto por las presuntas ganancias o ingresos que 
obtengan esas sociedades en la fusión cuando haya enajenación de bienes en ella en los 
términos del Código Fiscal de la Federación. 

Por lo tanto, en las fusiones consideradas fiscalmente como enajenación 
de bienes, además de las ganancias derivadas de la enajenación de activos fijos, terrenos, 
títulos valor y acciones, también serán acumulables para las sociedades fusionadas las 
transmisiones de inventarios y las ganancias en la transmisión de otros bienes de la 
sociedad fusionante que se realicen como consecuencia de la fusión, conforme a los 
dispuesto por la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Por lo que respecta a los accionistas de las sociedades que 
intervienen en la fusión, éstos no realizan ganancia alguna de la fusión en sí, sino 
que simplemente canjean sus acciones de las sociedades fusionadas por acciones 
de la sociedad fusionante, o bien conservan sus acciones de la sociedad 
fusionante, según sean accionistas de aquéllas o ésta, son modificar su inversión 
efectuada en ellas. 

Por lo anterior, no puede haber ganancia realizada por los socios o 
accionistas de las sociedades que participan en una fusión por la fusión en sí misma, sino 
que su ganancia, si llegarán a tener alguna, provendría de la enajenación de sus acciones 
de la sociedad fusionante cuando realicen dicha enajenación. 
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c) Valores de bienes adquiridos por fusión. 

La Ley del Impuesto sobre la Renta en varias disposiciones señala 
los valores en que adquiere la sociedad fusionante los bienes de las sociedades 
fusionadas transmitidos como consecuencia de la fusión cuando no hay 
enajenación fiscalmente. 

En el caso de inversiones, entendiéndose como tales los bienes de 
activo fijo, los gastos y cargos diferidos y las erogaciones realizadas en periodos 
preoperativos, el artículo 46, en su fracción IV, de la Ley en comento, dispone que 
sus valores sujetos a deducción en la sociedad fusionante no deben ser superiores 
a los valores pendientes de deducir en la sociedad o sociedades fusionadas y el 
artículo 41 de la misma Ley en su tercer párrafo, dispone que se considerará como 
fecha de adquisición la correspondiente a la sociedad fusionada. 

Conforme a lo anterior, la sociedad fusionante adquiere las 
inversiones de las sociedades fusionadas al costo histórico de éstas sociedades 
menos la deducción por depreciación fiscal que hubiera ya efectuado, 
considerando como fecha de adquisición de tales inversiones la de esas mismas 
sociedades, y ella puede continuar depreciándolas sobre el costo histórico de 
aquéllas hasta agotar el saldo pendiente de deducir, actualizando desde luego ésta 
deducción. 

Tratándose de terrenos, su valor de adquisición es el mismo de las 
sociedades fusionadas, considerándose como fecha de adquisición de ellos la 
misma fecha en que dichas sociedades los adquirieron de conformidad con el 
último párrafo del ariículo 18 de la Ley. 

De acuerdo con el artículo 19 del ordenamiento en comento, las 
acciones que adquiera la empresa fusionante como parte de los bienes 
transmitidos por fusión, tendrán como costo comprobado de adquisición, el costo 
promedio por acción que tenían dichas acciones al momento de la fusión. 

Ahora bien, respecto a los inventarios, no existe disposición alguna 
que regule su valor como consecuencia de la fusión, pero consideramos que éstos 
pasan de las sociedades fusionadas a las fusionantes sin valor alguno porque ya 
fueron deducidos por las fusionadas. 
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Así las cosas, podemos concluir que de acuerdo a las disposiciones 
en comento, los bienes de las sociedades fusionadas pasan a la sociedad 
fusionante con los mismos valores que tenían aquéllas al momento de la fusión, 
conservando la secuencia histórica de los bienes de las sociedades fusionadas en 
la sociedad fusionante sin originar la causación del impuesto en la transmisión 
efectuado entre ellas con motivo de la fusión. 

Por último podemos concluir válidamente que las disposiciones 
relativas a los valores en los cuales adquiere la sociedad fusionante los bienes de 
las sociedades fusionadas que acabamos de comentar, no son aplicables a las 
fusiones en las cuales hay enajenación de bienes para efectos fiscales, pues en este 
caso la transmisión de los bienes en la fusión se deberá de hacer a valores de 
mercado, o en su defecto de avalúo, como cualquier enajenación. 

d) Acciones emitidas por fusión 

En la fusión de sociedades se cancelan las acciones de las 
sociedades fusionadas y a los accionistas de ellas se les entrega a cambio acciones 
de la sociedad fusionante, excepto a esta sociedad en caso de que fuera accionista 
de aquélla. 

Por lo que se refiere a las acciones que emita la empresa fusionante 
con motivo de la fusión, de acuerdo con el mismo artículo 19 en comento, debe 
considerarse que su costo comprobado de adquisición será el que derive del costo 
promedio por acción que hubieran tenido las acciones que se canjearon por cada 
accionista, y como fecha de adquisición la del canje. 

Con lo dispuesto en este artículo, los accionistas de las sociedades 
fusionadas canjean sus acciones de éstas sociedades por acciones de la sociedad 
fusionante, considerando como costo de adquisición de éstas últimas el costo 
promedio por acción que tenían aquellas al efectuarse el canje y como fecha de 
adquisición de ellas la del canje. 

Lo anterior, es aplicable a todos los accionistas que adquieran 
acciones de sociedades fusionantes con moti vo de fusiones, independientemente 
de que éstas fusiones sean O no enajenaciones de bienes para efectos fiscales. 
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e) Pagos provisionales 

Como se señaló con anterioridad, la sociedad fusionante tendrá la 
obligación de presentar los pagos provisionales pendientes de la sociedad fusionada, así 
las cosas, conforme al artículo 12 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, los pagos 
provisionales efectuados por las empresas fusionadas con anterioridad a la fusión, no 
pueden ser transmitidos a la empresa fusionante. Lo anterior implica que en la declaración 
final que se presente por las fusionadas, deberán ser acreditados todos los pagos 
provisionales, incluido el ajuste, efectuados con anterioridad a la fecha de la fusión. 

En caso de que resulte un saldo a cargo en la declaración final de las 
empresas fusionadas, éste deberá enterarse por la fusionante en la declaración del ejercicio 
terminado con motivo de la fusión. 

Por el contrario, de resultar un saldo a favor en las declaraciones finales de las 
empresas fusionadas, el derecho a solicitar su devolución corresponderá a la empresa fusionante. 

f) Pérdidas fiscales 

l. De las pérdidas en fusión. 

La Ley del Impuesto sobre la Renta en su artículo 25, fracción XVII, 
dispone que no son deducibles las pérdidas derivadas de fusión de sociedades en las que 
el contribuyente hubiera adquirido acciones. 

Como la fusión es una forma de reestructuración corporativa de 
sociedades no puede haber ganancia o pérdida derivada de ella en sí misma para los 
accionistas de las sociedades que intervienen en ella. 

En efecto, como los accionistas de las sociedades que participan en la 
fusión reciben o conservan acciones de la sociedad fusionante con motivo de la fusión al 
mismo costo promedio por acción que tenían de sus acciones de las sociedades fusionadas 
y la fusionante al efectuarse la fusión, no puede haber para ellos ganancia o pérdida alguna 
derivada de la fusión. 

Cualquier ganancia o pérdida de los accionistas derivada de la fusión 
alteraría necesariamente el valor de su inversión anterior a la fusión, cosa que no sucede, 
pues mantienen el mismo valor aun después de la fusión. 
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2. De la deducción de pérdidas de ejercicios anteriores. 

La Ley del Impuesto sobre la Renta en sus artículos 55, 56 y 57 restringe 
la deducción de pérdidas de ejercicios anteriores incurridas por las sociedades que 
intervinieron en la fusión. 

La empresa fusionante no podrá amortizar las pérdidas fiscales de las 
empresas fusionadas, si las hubiere, debido a que el derecho a disminuir pérdidas es 
personal de los contribuyentes, y no se pueden transmitir las pérdidas ni como 
consecuencia de fusión, conforme al artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
cuya constitucionalidad de este precepto se encuentra sujeto a análisis en el presente 
trabajo. 

Adicionalmente, la sociedad que subsiste como consecuencia de la fusión 
es decir la fusionante, únicamente podrá amortizar las pérdidas que tenga pendientes al 
momento de la fusión, con cargo a las utilidades que genere por la explotación de los 
mismos giros en los que produjo las pérdidas, de conformidad con lo señalado por el 
artículo 56 de la misma Ley del Impuesto sobre la Renta. 

No obstante, en caso de que como consecuencia de la fusión surja una 
nueva sociedad como fusionante, en lugar de que una de las empresas ya existentes 
subsista como tal, lo mencionado en el párrafo anterior no será aplicable. 

Por último, la Ley del Impuesto sobre la Renta en su artículo 57 dispone 
que en los casos de fusión, la sociedad fusionante sólo puede deducir sus pérdidas de 
ejercicios anteriores pendientes de deducción al momento de la fusión contra utilidades 
fiscales correspondientes a la explotación de los mismos giros en los que se produjeron las 
pérdidas. 

g) Cuenta de Utilidad Fiscal Neta 

Conforme al artículo 124 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, las 
personas morales llevarán una cuenta de utilidad fiscal neta, cuya explicación 
consideramos poco prudente, ya que no es objeto del presente trabajo. 

Ahora bien, para efectos del trabajo que nos ocupa, la misma 
disposición señala que el saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta podrá 
transmitirse a otra sociedad únicamente mediante fusión, caso en el que deberá 
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incorporarse la totalidad del saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta de la 
empresa fusionada al de la empresa fusionan te. 

Conforme a la disposición anterior, el saldo de las cuentas de 
utilidad fiscal neta de las sociedades fusionadas pasa a formar parte del saldo de 
la cuenta de la sociedad fusionante como consecuencia de la fusión. 

Lo anterior trae como resultado que con motivo de la fusión se incremente 
el saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta de la sociedad fusionante con la suma de los 
saldos de las cuentas de utilidad fiscal neta de las sociedades fusionadas, lo cual es correcto 
en cualquier fusión, pues cada una de las sociedades que intervienen en la fusión. ha 
integrado en los individual el saldo de su cuenta de utilidad fiscal neta con las utilidades 
obtenidas y los dividendos percibidos por ella, disminuyendo de dicha cuenta los 
dividendos distribuidos a sus socios o accionistas por ella misma. 

h) Cuenta de Utilidad Fiscal Neta Reinvertida 

De acuerdo con el artículo l24-A de la Ley en comento, señala que 
las personas morales que hubieren optado por diferir parte del impuesto del 
ejercicio, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 10 de esta Ley, 
llevarán una cuenta de utilidad fiscal neta reinvertida, la cual consideramos que 
no tiene objeto explicarla, toda vez que no es objeto del presente trabajo. 

Así las cosas, el mismo artículo I 24-A señala que el saldo de la cuenta de 
utilidad fiscal neta reinvertida podrá transmitirse a otra sociedad mediante fusión. 

i) Cuenta de Capital de Aportación 

La Ley del Impuesto sobre la Renta, en la fracción II del artículo 
120, dispone que el saldo de la cuenta de capital de aportación puede transmitirse 
mediante fusión y que en este caso no se tomará en cuenta el saldo de la cuenta 
de capital de aportación de las sociedades fusionadas, en la proporción en que las 
acciones de dichas sociedades que sean propiedad de las que subsistan al 
momento de la fusión, representen respecto del total de sus acciones. 

De igual forma que la Cuenta de Utilidad Fiscal Neta, la Cuenta de 
Capital de Aportación Actualizado también podrá transmitirse mediante fusión a 
la sociedad fusionante. 
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No obstante, se señala que para tal efecto, no deberá tomarse en 
cuenta el saldo de la citada cuenta en la proporción en que las acciones de las 
empresas fusionadas sean propiedad de la fusionante, respecto del total de sus 
acciones; es decir, tratándose de fusiones verticales ascendentes, en el porcentaje 
de participación que tenga la tenedora-fusionante en las subsidiarias-fusionadas. 

j) Presentación de declaraciones e información. 

Aun y cuando en el Código Fiscal de la Federación se establece la 
obligación de presentar la declaración correspondiente a la conclusión anticipada 
del ejercicio fiscal y otras declaraciones, el artículo 58 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, establece que en el caso de fusión de sociedades, la sociedad que 
subsista o la que surja con motivo de la fusión, presentará la declaración del 
ejercicio de la sociedad o sociedades que desaparezcan, en la cual de determinará 
el resultado fiscal del ejercicio, el monto del impuesto, la utilidad fiscal y el 
monto de la participación de los trabajadores en las utilidades de la empresa. 

Asimismo tendrá la obligación de presentar, entre otras, las 
declaraciones informativas que se mencionan a continuación: 

i) Informar sobre el saldo insoluto de los préstamos que le hayan 
sido otorgados o garantizados por residentes en el extranjero, así como el tipo de 
financiamiento, nombre de beneficiario efectivo de los intereses, tipo de moneda, 
tasa aplicable y fechas de exigibilidad del principal y accesorios de cada uno de 
este tipo de operaciones, de conformidad con la fracción IX del artículo 58 la Ley 
del Impuesto sobre la Renta. 

ii) Presentar declaración en la que se proporcione información de las 
operaciones efectuadas en el año calendario anterior con los cincuenta principales 
proveedores y clientes con los que hubieran realizado operaciones cuyo monto sea 
superior a $50,000.00, si no cubrieron este monto de los 50 clientes principales. según el 
artículo, 58, fracción X de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

iii) Información de las personas a las que en el mismo año 
calendario les hubieren efectuado retenciones del impuesto sobre la renta, u 
otorgado donativos, así como de los residentes en el extranjero a los que les hayan 
efectuado pagos de acuerdo al Título V de la Ley, de acuerdo con la misma 
fracción X del artículo 58, de la Ley del Impuesto sobre la Renta), dentro de los 
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3 meses siguientes a la fecha de la fusión, según lo dispuesto por el artículo 14-A 
Código Fiscal de la Federación. 

Cabe señalar que la misma obligación se tendrá en el caso de 
retenciones por pago de honorarios, arrendamiento y dividendos. 

iv) En la materia de sueldos y salarios, según el artículo 83 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, se deberá presentar información sobre las personas a las que les 
haya entregado cantidades en efectivo por concepto el crédito al salario en el año 
calendario anterior, cumpliendo con las reglas que señale la Secretaria de Hacienda y 
Crédito Público, la cual deberá presentarse dentro del mes siguiente a aquel en que termine 
anticipadamente el ejercicio de las fusionadas. 

3.6.3. Impuesto al Activo 

Cabe recordar que el impuesto al activo es complementario del 
impuesto sobre la renta y opera como un impuesto mínimo que debe pagarse sobre 
el valor de los acti vos en ejercicios en los cuales no se pague impuesto sobre la 
renta o este impuesto sea inferior a aquél, cubriéndose en' este último caso sólo 
por la diferencia entre ambos. 

a) Impuesto al Activo pagado por las sociedades fusionadas 

En materia de acreditamiento y devoluciones, la Ley del Impuesto 
al Activo, en el último párrafo del artículo 9, dispone que el derecho al 
acreditamiento y a la devolución son personales del contribuyente y que no 
podrán ser transmitidos a otra persona ni como consecuencia de fusión. 

Esto significa que, el derecho a la devolución de impuesto al activo 
pagado en los diez ejercicios inmediatos anteriores a que se refiere el artículo 9 
de la ley de la materia, cuando se genere impuesto sobre la renta mayor al 
impuesto al activo del ejercicio, es personal de los contribuyentes y no podrá ser 
transmitido a la sociedad fusionante como consecuencia de la fusión. 

De igual forma, el derecho al acreditamiento del exceso de 
impuesto sobre la renta sobre impuesto al activo de los tres ejercicios anteriores, 
contemplado en el segundo párrafo del artículo 9 de la ley, tampoco podrá 
transmitirse a la sociedad fusionante como consecuencia de la fusión. 
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En consecuencia, las cantidades pagadas por las empresas 
fusionadas que encuadren en cualquiera de los dos supuestos antes comentados, 
no serán objeto de devolución o de acreditamiento por parte de la empresa 
fusionante con posterioridad a la fusión. 

Así las cosas, resulta ser que un impuesto pagado por las 
sociedades fusionadas que tienen derecho a recuperar en el futuro, se pierde como 
consecuencia de la fusión, aun y cuando existe una sucesión universal tanto de 
derechos como obligaciones, por lo que se desconoce un impuesto ya pagad, lo 
que podría dar como resultado un doble pago de impuestos al no ser recuperables 

b) Periodos preoperativos, de inicio y de liquidación de actividades. 

De acuerdo con el artículo 6 de la Ley del Impuesto al Activo, la 
exención al pago del impuesto al activo por los ejercicios de inicio de actividades 
y los dos siguientes, no es aplicable en el caso de ejercicios posteriores a fusión, 
incluso para empresas que surjan como consecuencia de dicha operación. 

De lo anterior, resulta que la sociedad fusionante debe pagar el impuesto 
al activo en ejercicios posteriores a la fusión, no obstante que ella y las sociedades 
fusionadas se encuentren en periodos preoperativos o dentro de sus dos primeros 
ejercicios de iniciación de acti vidades o la sociedad fusionante se liquide con 
posterioridad. 

Consideramos que en el ejercIcIO de liquidación de la sociedad 
fusionante se le debería permitir no pagar el impuesto al activo como sucede con 
cualquier otra sociedad. 

C) Valor de bienes adquiridos por fusión. 

La Ley del Impuesto al Activo es omisa en cuanto al valor que debe 
asignarse a los bienes adquiridos por fusión para efectos del cálculo de este impuesto. 

Al resultar este impuesto complementario del impuesto sobre la 
renta, consideramos que se les asigne a los bienes adquiridos por fusión para 
efectos del impuesto al activo el valor que resulta de seguir los mismos criterio 
que la Ley del Impuesto sobre la Renta en relación de dichos bienes, aun y cuando 
no existe disposición expresa que lo contemple. 
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d) Pagos provisionales. 

Al igual que en materia de impuesto sobre la renta, toda vez que no 
existe disposición expresa, la sociedad fusionante tendrá la obligación de 
presentar los pagos provisionales pendientes de la sociedad fusionada, 
acreditando en la declaración final, todos los pagos provisionales. 

En caso de que resulte un saldo a cargo en la declaración final de 
las empresas fusionadas, éste deberá enterarse por la fusionante en la declaración 
del ejercicio terminado con motivo de la fusión. 

3.6.4. Impuesto al Valor Agregado 

En materia de impuesto al valor agregado, en la fusión sólo se 
causará cuando haya enajenación de bienes en los términos de Código Fiscal de 
la Federación siendo quienes causarían este impuesto las sociedades fusionadas, 
cuyos bienes pasan a ser propiedad de la sociedad fusionante. 

Así entonces, si una fusión cumple con lo establecido en el artículo 
14-A del Código Fiscal de la Federación, la transmisión de bienes que se efectúa 
con motivo de la fusión, no calificará como una enajenación para efectos de este 
impuesto, y por lo tanto, no se generaría impuesto al valor agregado por los bienes 
que se transmitan. 

a) Traslado del impuesto. 

Si se llegara a causar el impuesto al valor agregado por haber 
enajenación de bienes en ella, la sociedad fusionante como adquirente de dichos 
bienes tiene en principio el derecho a acreditar dicho impuesto. 

Sin embargo, como en la fusión las sociedades fusionadas no 
emiten comprobante alguno por sus bienes que pasan a ser propiedad de la 
sociedad fusionante, no se cumple con uno de los requisitos para que esta última 
pueda acreditar el impuesto causado por aquellas en la fusión. 

Lo anterior presenta un serio problema, pues la falta de un requisito 
formal como lo es el traslado expreso y por separado del impuesto en un 
comprobante expedido por el enajenante. puede traer como resultado para la 



111. DE LA FUSION DE SOCIEDADES MERCANTILES 77 

sociedad fusionante que no sea acreditable para ella el impuesto causado por las 
sociedades fusionadas en la fusión, también poniendo en peligro su deducción 
para efectos del impuesto sobre la renta. 

b) Pagos provisionales. 

Efectuar los pagos provisionales del impuesto, los cuales se 
efectuarán en los plazos en que los efectuaba la sociedad que le hubiera aportado 
activos en mayor cuantía, dentro del primer mes posterior a la fusión, de acuerdo 
con lo señalado por el artículo 5 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado: 

Por lo que se refiere a los pagos provisionales de este impuesto, las 
sociedades que en su caso surjan con motivo de una fusión, deberán efectuar sus 
pagos provisionales en los mismos plazos en los que los efectuaba la sociedad que 
le hubiera aportado activos en mayor cuantía 

c) Impuesto acreditable de las sociedades fusionadas. 

Conforme al artículo 4 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, 
el derecho al acreditamiento que tengan las sociedades fusionadas al momento de 
la fusión, podrá transmitirse a la fusionante sin Iimitante alguna. 

Por lo tanto, el impuesto al valor agregado acreditable que tengan 
las sociedades fusionadas al efectuarse la fusión pasa a la sociedad fusionante y 
en consecuencia esta última puede acreditarlo contra el impuesto que a su vez 
cause, cumpliendo con las reglas del acreditamiento. 
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CAPITULO IV 
DE LAS PERDIDAS EN MATERIA DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. 

4.1. Del cálculo del impuesto sobre la renta 

Como se ha señalado con anterioridad, el impuesto sobre la renta 
incide o tiene por objeto la renta o utilidad que perciben los sujetos en cada 
ejercicio, misma que no puede determinarse sino a partir del verdadero 
incremento patrimonial que éstos experimentan año con año. 

Ello, independientemente de que el gravamen pueda causarse por la 
simple obtención de un ingreso. Esto es, si bien la obtención de un ingreso da 
lugar a la causación del gravamen, para su determinación hay que atender a la 
utilidad o renta obtenida por el contribuyente en el ejercicio, que es la que 
constituye el objeto imponible sobre el que éste recae o incide, por lo que a 
continuación una breve explicación. 

El artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece el 
procedimiento por el cual los contribuyentes deben determinar el impuesto sobre 
la renta a su cargo, en el cual se consideran tanto los ingresos como las 
deducciones y las pérdidas de ejercicios anteriores, que modifican efectivamente 
el patrimonio del contribuyente, para de este modo obtener el resultado fiscal del 
eJerCIcIo, que es la cantidad sobre la cual se determina el gravamen a los 
contribuyentes. 

Dicho artículo señala expresamente: 

"Artículo 10. Las personas morales deberán calcular el 
impuesto sobre la renta, aplicando al resultado fiscal 
obtenido en el ejercicio la tasa del 35%. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, dichas 
personas morales podrán diferir parte del impuesto a que se 
refiere el mismo párrafo en tanto reinviertan las utilidades. 
Para ello, podrán aplicar la tasa del 30% a la utilidad fiscal 
reinvertida del ejercicio. La diferencia entre el impuesto que 
se calcule sobre la utilidad fiscal reinvertida conforme a este 
párrafo y el que se derivaría de aplicar la tasa del párrafo 
anterior a la misma utilidad, será la parte del impuesto que 
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podrán diferir las personas morales y pagar al momento de 
la distribución de utilidades, conforme a las reglas del 
artículo JO-A de esta Ley. 
Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se 
considera utilidadfiscal reinvertida del ejercicio, la cantidad 
que se obtenga de restar al resultado fiscal obtenido en el 
mismo incrementado eDil la participación de los 
trabajadores en las utilidades de la empresa deducida en los 
términos de la fracción Il! del artículo 25 de esta Ley, la 
participación de los trabajadores en las utilidades de la 
empresa, el importe de Ins partidas no deducibles para 
efectos de dicho impuesto, excepto las selialadas en las 
fracciones IX y X del artículo 25 
de la Ley citada. y la utilidad derivada de los ingresos 
percibidos en el ejercicio de fuente de riqueza ubicada en el 
extranjero calculando para estos efectos las deducciones que 
correspondan con las reglas establecidas en el artículo 60., 
sexto párrafo de esta Ley. Si en lugar de utilidad hubiese 
pérdida derivada de los ingresos del extranjero, dicha 
pérdida se adicionará. 
Los ingresos a que se refieren lasfracciones VI. Vl! y VIl! del 
artículo J 20, pagarán el impuesto aplicando la tasa a que se 
refiere el primer párrafo de este artículo. Este impuesto 
tendrá el carácter de definitivo. 
El impuesto que se haya determinado conforme al primer 
párrafo de este artículo, disminuido del impuesto que se 
difiera conforme al segundo párrafo, después de aplicar, en 
su caso, la reducción a que se refiere el artículo J 3 de esta 
Ley, será el que se acreditará contra el impuesto al activo del 
mismo ejercicio, y será el causado para determinar la 
diferencia que se podrá acreditar adicionalmente contra el 
impuesto al activo, en los términos del artículo 90. de la Ley 
del Impuesto al Activo. El impuesto diferido que se pague 
conforme al tercer párrafo del artículo 10-A de esta Ley se 
podrá acreditar contra el impuesto al activo del ejercicio en 
que se pague, y en dicho ejercicio se considerará causado 
para los efectos selialados en este párrafo. 
El resultado fiscal del ejercicio se detemlÍnará como sigue: 

E§TA TESlIS NO SALE 
DE LA BIBUOTECA 
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/. Se obtendrá la utilidad fiscal disminuyendo de la totalidad 
de los ingresos acumulables obtenidos en el ejercicio, las 
deducciones autorizadas por este Título. 
Il. A la utilidad fiscal del ejercicio se le disminuirán, en su 
caso, las pérdidas fiscales pendientes de aplicar de otros 
ejercicios. 
El impuesto del ejercicio se pagará mediallle declaración que 
presentarán ante las oficinas autorizadas, dentro de los tres 
meses siguientes a la fecha en que termine'el ejercicio fiscal. " 
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De conformidad con lo dispuesto por el citado artículo 10 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, las personas morales residentes en México, deben 
determinar su resultado fiscal efectuando la siguiente operación: 

RESULTADO FISCAL 

Ingresos Acumulables 
Menos Deducciones Autorizadas (artículo 22 LISR) 
IGUAL Utilidad Fiscal 
Menos Pérdidas de ejercicios anteriores 

(pendientes de amortizar) 
IGUAL Resultado Fiscal 

Una vez obtenido el resultado fiscal, a efecto de determinar el 
impuesto a su cargo, el contribuyente deberá de aplicar a éste la tasa 
correspondiente, para así obtener el impuesto sobre la renta a su cargo en el 
ejercicio, el cual, se insiste, se determina en función al incremento patrimonial 
positivo que sufre el sujeto pasivo de la relación tributaria. En otras palabras, 
deberá efectuar la siguiente operación: 

Resultado fiscal * 35% = ISR del ejercicio a cargo. 

Por lo anterior, es claro que el impuesto sobre la renta incide sobre 
la auténtica modificación del patrimonio del contribuyente en cada ejercicio, es 
decir, se trata de un gravamen que afecta la totalidad de las operaciones realizadas 
por los contribuyentes en un determinado periodo de tiempo y no operación por 
operación. 
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Ello es así, pues para determinar el gravamen deben considerarse, 
por un lado, la totalidad de los ingresos obtenidos en el ejercicio y, por el otro, la 
totalidad de las deducciones correspondientes al mismo, que no son sino los 
gastos, compras, inversiones y demás erogaciones en que el causante tuvo que 
incurrir para la generación de dichos ingresos. 

Así entonces, de conformidad con el artículo en comento, a efecto de que 
los contribuyentes determinen el impuesto sobre la renta a su cargo dentro de un 
determinado ejercicio, deben de considerar en primer lugar, todos aquéllos ingresos que 
modifiquen efectivamente su patrimonio de manera positiva, esto es, que lo incrementen. 

En este sentido, es importante señalar que el artículo 15 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta establece que los contribuyentes se encuentran 
obligados a acumular la totalidad de los ingresos que perciban en el ejercicio, a 
efecto de determinar el impuesto sobre la renta a su cargo. 

En términos generales, el ingreso que debe acumular el 
contribuyente corresponde al total de la contraprestación que obtiene con motivo 
de la operación de que se trate, esto es, al importe que representa una 
modificación patrimonial positiva. 

Ahora bien, de conformidad con el citado artículo 10 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, una vez que los contribuyentes han acumulado el total 
de los ingresos percibidos durante el ejercicio, pueden disminuir de la totalidad de 
esos ingresos acumulables, las deducciones a que tienen derecho en términos de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Al respecto, es importante señalar que en términos de lo previsto 
por el artículo 22 de la Ley antes señalada, los contribuyentes pueden efectuar 
diversas deducciones para determinar la base del gravamen (buscando siempre 
determinar su verdadero incremento patrimonial derivado de la obtención de un 
ingreso), tales como las adquisiciones de mercancías, los gastos, las devoluciones, 
descuentos o bonificaciones, los créditos incobrables y en general todas aquellas 
erogaciones que hubiera tenido que efectuar(para generar el ingreso que se 
considera acumulable. " 

En términos generales, todas estas deducciones se realizan en el 
momento y en la medida en la que se traducen en una modificación negativa en el 
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patrimonio del contribuyente, y que son necesarias para la obtención del ingreso 
que debe ser acumulado. 

A manera de ejemplo, piénsese en el caso de un contribuyente dedicado a 
la actividad papelera que enajena 10,000 lápices durante un ejercicio y, por concepto de 
precio, recibe $10,000.00, que es precisamente el ingreso en efectivo que debe acumular 
para efectos de determinar el impuesto sobre la renta a su cargo. 

Sin embargo, para poder obtener ese ingreso en efectivo, a través 
de la enajenación de los lápices, el contribuyente de nuestro ejemplo se vio 
obligado a comprar esos lápices a un fabricante independiente, a transportarlos a 
su local comercial y a realizar gastos administrativos para poder atender su 
establecimiento (luz, agua, teléfono, etc.), por lo que en la medida de que dichos 
gastos fueron necesarios para poder percibir el ingreso, es necesario que éste los 
pueda deducir para así determinar cuál fue el verdadero incremento patrimonial 
que le reportó la venta de lápices durante un ejercicio. 

Así entonces, si este contribuyente adquirió los lO,(lOO lápices en $0.50 
cada uno, tuvo un costo total por la adquisición de la mercanCÍa de $5,000.00, lo que 
adicionado a los fletes pagado $1,000.00 (para efectos de nuestro ejemplo) y a los gastos 
administrativos $3,000.00 (para nuestro ejemplo), le generaron un total de deducciones 
por $9,000.00, por lo que el verdadero y único invcremento en su patrimonio (utilidad 
fiscal) fue de $1,000.00, que corresponde al resultado de restar al total de los ingresos 
percibidos ($10,000.00) el importe de las erogaciones que tuvo que realizar para poder 
enajenar esos bienes ($9,000.00). 

Lo anterior, desde luego, suponiendo que nuestro contribuyente no 
hubiera generado pérdidas en ejercicios anteriores que estuvieran pendientes de 
amortizarse en ese ejercicio; pues, en ese caso, para poder reconocer su auténtica 
capacidad contributiva sería necesario que éste pudiera disminuir el importe de 
dichas pérdidas de la utilidad obtenida, para con ello realmente poder medir su 
incremento patrimonial, cabe señalar que el concepto de pérdidas fiscales se 
desarrollará y analizará en los siguientes apartados. 

De 10 hasta aquÍ expuesto, es cIaro que el impuesto sobre la renta a cargo 
de las personas morales residentes en México, se determina con base en el resultado fiscal, 
esto es, al importe que resulte de la diferencia entre los ingresos acumulables y las 
deducciones autorizadas en términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
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Así entonces, la utilidad fiscal presupone que el importe de los 
ingresos acumulables sea mayor al monto de las deducciones de un mismo 
ejercicio. Esto es, habrá utilidad fiscal en la medida en que los ingresos superen a 
las deducciones. 

4.2. Concepto de pérdidas fiscales 

Como ya se había apuntado anteriormente, en términos de lo 
previsto por el artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, una vez 
determinada esa utilidad fiscal (ingresos menos deducciones), el contribuyente, en 
su caso, podrá disminuir el importe de las pérdidas fiscales pendientes de aplicar 
de ejercicios anteriores, para con ello determinar el resultado fiscal, que no es otra 
cosa sino el auténtico incremento patrimonial que tuvo el contribuyente en un 
ejercicio, derivado de haberse dedicado a una actividad productiva. 

Al respecto, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
señala lo siguiente: 

"Artículo 55. La pérdida fiscal será la diferencia entre los 
ingresos acumulables del ejercicio y las deducciones 
autorizadas por esta Ley, cuando el monto de estas últimas sea 
mayor que los ingresos. 
La pérdida fiscal ocurrida en un ejercicio podrá disminuirse de 
la utilidad fiscal de los diez ejercicios siguientes. 
Cuando el contribuyente no disminuya en un ejercicio la 
pérdida fiscal de otros ejercicios, pudiéndolo haber hecho 
confomle a este artículo, perderá el derecho a hacerlo en 
ejercicios posteriores hasta por la cantidad en que pudo haberlo 
efectuado. 
Para los efectos de este artículo, el monto de la pérdida fiscal 
ocurrida en un ejercicio, se actualizará multiplicándolo por el 
factor de actualización correspondiente al período comprendido 
desde el primer mes de la segunda mitad de! ejercicio en que 
ocurrió, hasta el último mes del misnro ejercicio. La pane de la 
pérdida fiscal de ejercicios anteriores ya actualizada pendiellfe 
de aplicar contra utilidades jiscales se actualizará 
multiplicándola por e! factor de actualización correspondiente 
al período comprendido desde el mes en que se actualizó por 
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última vez y hasta el último mes del ejercicio inmediato allferior 
a aquél en que se aplicará. Adicionalmellfe, se podrá actualizar 
por el período comprendido desde el mes en que se actualizó 
por última vez y hasta el último mes de la primera mitad del 
ejercicio en el que se aplicará. 
Para los efectos del párrafo allferior, cuando sea impar el 
número de meses del ejercicio en que ocurrió la pérdida, se 
considerará como primer mes de la segunda mitad, el mes 
inmediato posterior al que corresponda la mitad del ejercicio. 
El derecho a disminuir pérdidas es personal del contribuyellfe 
que las sufra y no podrá ser transmitido a otra persona ni como 
consecuencia de fusión. En el caso de escisión, las pérdidas 
fiscales pendientes de disminuirse de utilidades fiscales, se 
podrán dividir entre las sociedades escinden te y las escindidas 
el! la proporción en que se dividan el capital con motivo de la 
escisión. " 
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Como consecuencia de lo anterior podemos considerar a partir de este 
momento y para efectos de este trabajo como definición, la pérdida fiscal será la diferencia 
entre los ingresos acumulables en el ejercicio y las deducciones autorizadas por dicha ley 
(artículo 22), cuando el monto de estas últimas sea mayor que los ingresos. 

Así entonces, es claro que en términos de lo dispuesto por el 
artículo antes precisado, existirá pérdida fiscal cuando el importe de las 
erogaciones, gastos e inversiones que tuvo que realizar un contribuyente en un 
ejercicio, para con ello poder generar un negocio exitoso que le produzca 
utilidades, sea superior o supere al monto de los ingresos acumulables que ese 
contribuyente hubiera obtenido en ese ejercicio. 

La misma disposición, permite su amortización en el futuro en la 
medida de que, como ya se apuntó, dichas erogaciones superiores tienen la 
finalidad de obtener ingresos futuros, por lo que en la medida de que éstos se 
obtengan en un periodo que no sea mayor a 10 años, se podrán restar dichas 
pérdidas de la utilidad fiscal de ejercicios posteriores, para con ello medir el 
auténtico incremento patrimonial del contribuyente. 

A manera de ejemplo, piénsese en el caso de un contribuyente cuyo 
objeto social y actividad principal es la de prestar servicios de hotelería, y que en 
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su primer ejercicio de actividades (para efectos de nuestro ejemplo 1996) recibe 
ingresos por la cantidad total de $100,000.00, por servicios de hospedaje 
proporcionados a favor de sus diversos clientes. En este caso, dicho contribuyente 
deberá considerar el importe total como un ingreso acumulable para determinar el 
impuesto sobre la renta a su cargo en ese ejercicio. 

Sin embargo, para poder prestar los servicios de hospedaje a favor 
de sus clientes, este contribuyente se vio obligado a adquirir un terreno en el cual 
pudiera instalar la alberca para el hotel, poner jardines, contratar personal para 
recibir a los huéspedes, comprar mantelería y blancos para el baño, etc., todo ello 
con independencia de la inversión efectuada para la construcción del hotel, por lo 
que en ese primer año el contribuyente de nuestro ejemplo se ve obligado a 
realizar erogaciones por los señalados conceptos en cantidad total de 
$1 '000,000.00, las cuales, como ha quedado señalado, fueron estrictamente 
indispensables para poder prestar los servicios de hospedaje que nos ocupan. 

En este caso, como fácilmente puede advertirse, el contribuyente 
de nuestro ejemplo efectuó erogaciones e inversiones mayores a los ingresos que 
percibió en ese primer ejercicio (1996), ya que al ser su primer ejercicio efectuó 
un mayor número de gastos e inversiones que los ingresos que percibió por sus 
servicios, por lo que dicho contribuyente estará reportando y declarando ante las 
autoridades fiscales una pérdida de $900,000.00, la cual, como se ha señalado, se 
podrá amortizar en contra de las utilidades que nuestro contribuyente genere en el 
futuro, toda vez que ésta fue necesaria para generar esos ingresos futuros (desde 
luego, en la medida de que ello no exceda de la años, que es el tiempo que el 
legislador estimó suficiente para revertir el efecto de una pérdida fiscal). 

En síntesis, al ser mayor el importe de las deducciones efectuadas 
en el ejercicio de 1996 (gastos e inversiones que deben ser estrictamente 
indispensables para el desarrollo de la actividad del contribuyente) al de los 
ingresos percibidos, el contribuyente determinará una pérdida fiscal, la cual según 
se señaló anteriormente, de conformidad con lo establecido por los artículos 10 Y 
55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta se podrá disminuir de las utilidades 
fiscales determinadas en ejercicios posteriores (ingresos menos deducciones), lo 
que de ser positivo arrojará el resultado fiscal (incremento patrimonial real de un 
contribuyente) al que se le aplicará la tasa del 35%, para así finalmente determinar 
el impuesto a cargo del contribuyente en el ejercicio. 
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Nótese, como las pérdidas fiscales, no son sino el resultado de que 
el importe de las deducciones a que tiene derecho un contribuyente en un ejercicio 
fue mayor a los ingresos acumulables que percibió por las actividades que realizó, 
lo cual evidentemente se traduce en un menoscabo a su patrimonio, pues sus 
gastos han sido mayores al importe de la cantidad que finalmente percibe bajo el 
concepto de ingreso acumulable. 

4.3. Posibilidad de amortizar pérdidas de ejercicios anteriores 

De acuerdo a lo señalado por los artículos 10 y 55 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, es claro que cuando en un determinado ejercicio se 
incurra en una pérdida fiscal, por ser el monto de las deducciones mayor al de los 
ingresos acumulables, dicha pérdida podrá ser disminuida en contra de las 
utilidades fiscales que se determinen en ejercicios posteriores. 

La circunstancia de que el legislador hubiera permitido amortizar 
esas pérdidas en el futuro, se insiste, obedece al reconocimiento de que las 
mismas fueron necesarias e indispensables para la obtención de ingresos en el 
futuro, por lo que se trata de erogaciones que afectan su capacidad para contribuir 
al gasto público y que inciden negativamente en su patrimonio, por lo que en la 
medida de que éstas no se puedan amortizar no existirá un incremento patrimonial 
real que sea susceptible de ser gravado por el impuesto sobre la renta. 

De hecho, el que un contribuyente tenga mayores deducciones en 
un ejercIcIo que ingresos acumulables, no significa que ese contribuyente se 
encuentre dilapidando su dinero o gastando cantidades en forma absurda, pues la 
propia ley establece en su artículo 24, fracción I, como un requisito primordial 
para poder deducir una determinada erogación, es el que la misma sea 
estrictamente indispensable para los fines de la actividad del contribuyente, por lo 
que es claro que si un contribuyente obtuvo en un ejercicio mayores deducciones 
que ingresos acumulables y, como resultado de ello, generó una pérdida fiscal, 
necesariamente se estará en presencia de una cantidad que incidió en la obtención 
de ingresos futuros y que no puede dejar de reconocerse para determinar el 
impuesto a su cargo, so pena de hacer desproporcional el gravamen en cuestión. 

En estos términos, es claro que la mecánica prevista en el artículo 
10 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al permitir amortizar el importe de las 
pérdidas fiscales generadas en ejercicios anteriores, reconoce la auténtica 
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capacidad contributiva de los sujetos obligados al pago del impuesto sobre la 
renta, en la medida en que reconoce los gastos, erogaciones y pérdidas que 
inciden sobre el patrimonio del contribuyente y en los cuales tuvieron que incurrir 
para la generación de ingresos en un determinado ejercicio, así como los ingresos 
mismos del ejercicio, 

En efecto, según lo señalamos al princIpIO de este apartado, la 
capacidad contributiva en tratándose de impuestos al ingreso, como el impuesto 
sobre la renta, está dada en función de los ingresos que perciban los 
contribuyentes, así como en el reconocimiento de los gastos, erogaciones y 
pérdidas fiscales en que éstos tuvieron que incurrir en ejercicios anteriores para la 
generación de los mismos en el presente, pues solo así es posible determinar la 
auténtica modificación patrimonial en el ejercicio y atender a la capacidad 
contributiva del sujeto pasivo de la relación tributaria. 

En tal virtud, la circunstancia de que el artículo en comento 
reconozca tanto los ingresos como los gastos, erogaciones y pérdidas de un 
contribuyente, para así determinar el resultado fiscal de un determinado ejercicio, 
permite gravar a los sujetos obligados al pago del impuesto sobre la renta en 
función a su verdadera capacidad contributiva, de conformidad con lo establecido 
por el artículo 31, fracción IV de nuestra Constitución. 

Resulta conveniente dejar asentado nuevamente que las pérdidas 
fiscales no constituyen otra COSa sino el reflejo de los gastos estrictamente 
indispensables (pues, por definición del artículo 24, fracción I de la ley sólo son 
deducibles en la medida de que sean estrictamente indispensables para los fines 
de la actividad del contribuyente) en los que tuvo que incurrir el contribuyente en 
el pasado, a fin de obtener ingresos acumulables en el presente, para efectos de 
determinar el impuesto sobre la renta a su cargo. 

En efecto, según se señaló anteriormente, en términos del artículo 
55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, la pérdida fiscal será la diferencia entre 
los ingresos acumulables en el ejercicio y las deducciones autorizadas por la ley, 
cuando el monto de estas últimas sea mayor al de los ingresos, 

En este sentido, es claro que las pérdidas fiscales presuponen la 
existencia de deducciones mayores a los ingresos acumulables, esto es, de gastos 
estrictamente indispensables para el desarrollo de la actividad del contribuyente 
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cuyo importe supera al de los ingresos obtenidos en un determinado ejercicio, lo 
cual, dada la presunción legal de ser indispensables, presupone que se trata de 
erogaciones que fueron realizadas para producir ingresos en el futuro. 

Por tanto, las pérdidas fiscales implican la materialización de los 
gastos incurridos por un contribuyente, tendientes a la consecución de ingresos 
acumulables en el ejercicio y que, como tales, necesariamente impactan su 
capacidad contributiva y su patrimonio, por lo que su reconocimiento resulta 
necesario para determinar el incremento patrimonial que es precisamente el objeto 
del gravamen que nos ocupa. 

Para ilustrar lo anterior de una manera más gráfica, volvamos al 
ejemplo que apuntamos anteriormente, en relación con el contribuyente dedicado 
a la prestación de servicios de hotel ería. 

Como se apuntó anteriormente, durante el ejercIcIO de 1996, 
nuestro contribuyente efectuó una serie de gastos e inversiones (todas ellas 
estrictamente indispensables para la prestación de los servicios de hotelería y, por 
ende, deducibles para efectos del impuesto sobre la renta) con el único propósito 
de construir, acondicionar y operar el hotel respectivo. 

Dichas erogaciones, como ha quedado señalado, ascendieron a la 
cantidad total de $1 '000,000.00. Ello, con independencia de la inversión que tuvo 
que realizar para construir el hotel, la cual en nuestro ejemplo ascendió a la 
cantidad total de $500,000.00 y que sería deducible en un 5% en cada ejercicio. 

Ahora bien, en el ejercicio de 1996, como ha quedado apuntado 
anteriormente, nuestro contribuyente recibe $100,000.00 por concepto de ingresos 
propios de los servicios de hotelería que presta, considerando que sólo estuvo 
operando el hotel durante un par de meses y que el negocio aún no se encontraba 
suficientemente acreditado, por lo que hubo una afluencia baja de huéspedes. 

Así las cosas, para determinar su resultado fiscal por el ejercicio de 
1996, nuestro contribuyente deberá restar al importe total de ingresos 
acumulables obtenidos en el ejercicio ($100,000.00), el importe total de los gastos 
deducibles efectuados en el mismo (adquisición del terreno, sueldos, adquisición 
de mantelería y toallas, etc.), las cuales ascienden a $1 '000,000.00. 
Adicionalmente, en ese ejercicio deberá disminuir el 5% de la inversión efectuada 
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para la construcción del hotel, lo que equivale a $25,000.00, por lo que obtendrá 
una pérdida fiscal en el ejercicio por un monto equivalente a $925,000.00, la cual, 
en términos de lo dispuesto por los artículos 10 Y 55 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, podrá amortizar en contra de las utilidades que se generen en ejercicios 
posteriores. 

El hecho de que pueda amortizar esas pérdidas en el futuro, se 
insiste, obedece a que las mismas corresponden a erogaciones estrictamente 
indispensables para el desarrollo de las actividades del contribuyente y, por ende, 
que contribuyen para la obtención de ingresos futuros que impactan sobre su 
capacidad contrihutiva y sobre su patrimonio. 

En efecto, dichas pérdidas, como lo señalamos anteriormente, no 
son sino consecuencia de las deducciones que el contribuyente tuvo derecho a 
efectuar en el ejercicio de 1996, las cuales mayores que los ingresos acumulables. 

Siguiendo con el ejemplo, durante el ejercicio de 1997, nuestro 
contribuyente ya se encuentra mas posicionado en el mercado de los servicios 
hoteleros y goza de buen prestigio con sus clientes, dada la alta calidad de sus 
instalaciones y de sus servicios, por lo que en este año el número de clientes a los 
cuales presta sus servicios se incrementa y sus ingresos ascienden a la cantidad 
total de $800,000.00, por lo que después de deducir el importe de las inversiones 
pendientes por deducir (5%), se obtiene una utilidad fiscal de $775,000.00. 

A dicha utilidad fiscal, el contribuyente podrá disminuirle el importe 
de las pérdidas fiscales de ejercicios anteriores (1996), las cuales, se insiste, impactan 
directamente su patrimonio y, por ende, su capacidad contributiva, por lo que su 
resultado fiscal en el ejercicio será de $0.00, ya que el importe de las pérdidas por 
amortizar ($925,000.00) fue superior al de la utilidad generada, por lo que no existirá 
impuesto alguno a su cargo, quedando una pérdida remanente pendiente de disminuir 
por $150,000.00, la cual podrá ser disminuida en ejercicios posteriores. 

Posteriormente, en el ejercicio de 1998, nuestro contribuyente obtiene 
ingresos por $900,000.00, mismos que después de efectuar la deducción de la inversión 
efectuada para la construcción del hotel, arroja una utilidad fiscal de $875,000.00. Nótese 
como, derivado de la inversión y gastos fuertes efectuados por nuestro contribuyente en 
1996, durante los ejercicios siguientes obtuvo fuertes ingresos que le están permitiendo 
recuperar el importe de su inversión. 
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Al resultado fiscal obtenido, el contribuyente disminuye el remanente de 
la pérdida fiscal pendiente de amortizar de 1996 ($150,000.00), obteniendo una utilidad 
fiscal de $725,000.00, la cual constituye el verdadero incremento en su patrimonio 
después de los tres ejercicios de operación y que es la base que sirve para determinar el 
impuesto a su cargo, en la medida de que únicamente en esa medida se incrementó su 
patrimonio desde que comenzó a operar el negocio. 

Como se puede apreciar del ejemplo anterior, el contribuyente para 
la obtención de ingresos gravables, esto es, de ingresos acumulables para efectos 
de determinar el impuesto sobre la renta a su cargo, tuvo que incurrir en una serie 
de gastos que le significaron pérdida fiscal (al haher sido mayores que los 
ingresos obtenidos en 1996), que finalmente tuvo derecho amortizar contra la 
utilidad fiscal generada con posterioridad a dichas pérdidas, en virtud de que se 
trata de gastos que fueron indispensables para la realización de las actividades 
propias de su objeto y que confluyeron a la obtención de utilidades, pero que no 
habían podido reconocerse con anterioridad. 

En este sentido, es evidente que las pérdidas no constituyen otra cosa sino 
el reflejo de los gastos y erogaciones en que tiene que incurrir un contribuyente para la 
consecución de ingresos que finalmente serán acumulables y gravables. 

Lo anterior, en virtud de que dichas pérdidas ocasionan un 
menoscabo en el patrimonio del contribuyente (al tratarse de erogaciones 
deducibles que aun no han podido ser recuperadas con los ingresos propios de la 
actividad), ya que en la medida en que sus gastos sean mayores a sus deducciones, 
se verá imposibilitado a recibir una utilidad susceptible de ser gravada para 
efectos del impuesto sobre la renta. 

En efecto, el patrimonio de un contribuyente se ve disminuido en 
tanto que efectúe mas erogaciones de los ingresos que efectivamente percibe, lo 
que se traduce en un menoscabo a su patrimonio, pues es obvio que dichos gastos 
repercuten de manera negativa, por lo que para determinar el impuesto sobre la 
renta a cargo del contribuyente debe permitírsele deducir dichas pérdidas, en la 
medida de que impactan sobre su patrimonio y, por tanto, sobre su capacidad 
contributiva. 

Por lo anterior, es procedente concluir que las pérdidas fiscales 
modifican el patrimonio de los contribuyentes sujetos al pago del impuesto sobre 
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la renta, en la medida en que las mismas se traducen en el conjunto de gastos y 
erogaciones estrictamente indispensables, incurridos por el contribuyente en 
ejercicios pasados, con la finalidad de obtener ingresos en el futuro y que, por 
ello, deben poder reducirse de los ingresos para poder medir el verdadero 
incremento patrimonial del contribuyente. 

Por tanto, el que se reconozca la inclusión de dichas pérdidas 
fiscales a efecto de determinar el impuesto sobre la renta, denota la verdadera 
capacidad contributiva de los sujetos obligados a dicho impuesto, pues según lo 
apuntábamos, dicha capacidad contributiva se da en función de los ingresos 
percibidos y del reconocimiento de los gastos, erogaciones y pérdidas en que se 
tiene que incurrir para la consecución de dichos ingresos. 

Más aún, debe señalarse que de no reconocerse el efecto de las 
pérdidas fiscales, implicaría gravar a los contribuyentes únicamente en relación al 
monto que obtengan por concepto de ingresos brutos, es decir, aquéllos ingresos 
sobre los cuales se desconocen los gastos incurridos en el pasado tendientes a su 
consecución, lo cual significa un claro desconocimiento de la verdadera capacidad 
contributiva de los sujetos obligados y, por ende, resultaría desproporcional, 
máxime cuando dichas pérdidas se encuentran comprendidas en el patrimonio del 
contribuyente y son necesarias para medir el verdadero incremento patrimonial 
del mismo. 

En efecto, según se señaló anteriormente las pérdidas fiscales 
implican el reflejo de los gastos incurridos por el contribuyente en ejercicios 
anteriores, a fin de obtener los ingresos susceptibles de ser acumulados y 
gravados, pero que no pudieron ser disminuidas en su totalidad en un ejercicio 
por haber sido mayores las deducciones a los ingresos, pero que influyen 
directamente en la obtención de ingresos futuros. 

Así entonces, al desconocer la posibilidad de disminuir dichas 
pérdidas fiscales, se desconocerían de igual manera los gastos y erogaciones en 
que incurrió el contribuyente para la obtención de los ingresos susceptibles de ser 
gravados, razón por la cual el contribuyente sería gravado únicamente en función 
a la obtención de ingresos brutos, lo que evidentemente no denotaría su verdadera 
capacidad contributiva, pues, debe insistirse, para la obtención de dichos ingresos 
tuvo que efectuar una serie de gastos y erogaciones que en su momento le 
representaron una pérdida fiscal. 



IV. DE LAS PERDIDAS EN MATERIA DEL IMPUESTO SOBRE LA RE"TA 92 

A efecto de crear mayor convicción a este respecto, piénsese en el 
caso de una empresa cuyo único propósito es el de construir una planta 
hidroeléctrica para después venderla. 

Para construir la planta hidroeléctrica, a la empresa de nuestro 
ejemplo le toma un periodo de seis años (tiempo promedio que se lleva la 
construcción de un complejo de este tipo), durante los cuales es evidente que lo 
único que efectúa son gastos, ya que tiene que adquirir el material y maquinaria 
necesaria, entre otras cosas, para poder construirla. 

Supongamos que los gastos en que tuvo que incurrir dicha empresa 
durante esos seis años, ascienden a la cantidad de $6,000.00, que al no obtener 
ingresos, se traducen en pérdidas fiscales que pueden ser amortizadas en contra de 
las utilidades fiscales que obtenga el contribuyente en ejercicios posteriores. 

Una vez que ha tenninado de construir la planta respectiva la empresa, en 
el séptimo año la vende, por lo cual recibe un ingreso en cantidad de $ 10,000.00, que 
constituye la utilidad fiscal sobre la cual debe aplicar el total de las pérdidas fiscales 
incurridas en los últimos seis ejercicios, esto es, dentro del ténnino de los seis años que le 
tomó construir la planta objeto del presente ejemplo. 

Así entonces, una vez que la empresa aplique al total de los ingresos 
obtenidos durante el séptimo año, las pérdidas fiscales en que incurrió en los ejercicios 
anteriores, detenninará un resultado fiscal de $4,000.00, que será la cantidad sobre la cual 
finalmente calcule el impuesto sobre la renta a su cargo y que corresponde precisamente 
a la cantidad en la que efectivamente se incrementó su patrimonio y, por ende, la que 
refleja su auténtica capacidad contributiva. 

De lo anterior, es claro que la empresa para obtener ingresos, tuvo que 
efectuar una serie de gastos y erogaciones que le representaron pérdidas fiscales, las cuales 
repercutieron de manera negativa en su patrimonio, pues al no obtener ingresos y sólo 
efectuar erogaciones, le implicaron un menoscabo patrimonial. 

En éstos ténninos, es claro que las pérdidas fiscales denotan la verdadera 
capacidad contributiva de los sujetos obligados al pago del impuesto sobre la renta, ya que 
modifican su patrimonio, pues de no pennitirle reconocer dichas pérdidas en ejercicios 
posteriores, se estaría gravando al contribuyente en función de ingresos brutos, lo cual, 
resulta contrario a la garantías de justicia tributaria. 
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En efecto, en la medida en que los contribuyentes, a fin de obtener 
ingresos, se ven obligados a realizar una serie de erogaciones estrictamente 
indispensables para los fines de su actividad, que pueden en un momento dado 
convertirse en pérdidas fiscales, el patrimonio de dichos contribuyentes se ve 
modificado con base en el cúmulo de erogaciones que deben considerar para la 
obtención de dichos ingresos. 

4.4. Limitación de la Ley del Impuesto sobre la Renta para amortizar 
pérdidas de ejercicios anteriores en el caso de fusión 

La Ley del Impuesto sobre la Renta, en sus artículos 55, 56 Y 57 restringe 
la deducción de pérdidas en ejercicios anteriores incurridas por las sociedades que 
intervinieron en la fusión, los cuales durante este apartado solamente se señalarán de forma 
general, ya que en el siguiente capítulo nos referiremos en especial a la limitante del 
artículo 55 de la Ley del impuesto sobre la Renta. 

El último párrafo del artículo 55, que es objeto de este trabajo, 
dispone que el derecho a deducir las pérdidas de ejercicios anteriores es personal 
de contribuyente que las sufra y que no puede ser transmitido a otra persona ni 
como consecuencia de fusión. 

De lo anterior, resul ta que en la fusión se pierde la deducción de 
pérdidas de ejercicios anteriores incurridas por las sociedades que desaparecen en 
ella, pues no pueden transmitir su derecho a deducirlas a la sociedad que subsiste 
o que surge con motivo de la fusión. 

El artículo 56 señala expresamente: 

"Artículo 56. No se disminuirá la pérdida fiscal o parte de 
ella, que provenga de fusión o liquidación de sociedades 
en las que el contribuyente sea socio o accionista. " 

La anterior disposición se refiere a las pérdidas en fusión sufridas 
por los socios o accionistas de las sociedades que intervienen en la fusión. 

Por último, la Ley del Impuesto sobre la Renta en su artículo 57 
dispone: 
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"Artículo 57. En los casos de fusión, la sociedad fusionante sólo 
podrá disminuir su pérdida fiscal pendiente al momento de la 
fusión con cargo a la utilidad fiscal correspondiente a la 
explotación de los mismos giros en los que se produjo la 
pérdida. 
La sociedad fusionante que se encuentre en este caso deberá 
llevar sus registros contables en tal fornla que el control de sus 
pérdidas en cada giro se pueda ejercer individualmente respecto 
de cada ejercicio. así como de cada nuevo giro que se incorpore 
al negocio. Por lo que se refiere a los gastos no identificables, 
éstos deberán aplicarse en la parte proporcional que 
representen en función de los ingresos obtenidos propios de la 
actividad. Esta aplicación deberá hacerse con los mismos 
criterios para cada ejercicio . .. 
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El artÍCulo 57 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, señala que en los 
casos de fusión, la sociedad fusionante sólo podrá disminuir su pérdida fiscal 
pendiente de amortizar al momento de la fusión, con cargo a la utilidad fiscal 
correspondiente a la explotación de los mismos giros en los que se produjo la pérdida. 

En relación con 10 anterior, ni la Ley del Impuesto sobre la Renta 
ni su Reglamento definen 10 que debe entenderse por giro, situación que 
permitiría el estudio de esta disposición por separado. 

Con la disposición del artÍCulo 57 y la disposición contenida en el 
artículo 55 de la misma la Ley del Impuesto sobre la Renta, que prohíbe la transmisión 
de pérdidas de las sociedades fusionadas a la sociedad fusionan te, creemos se 
pretende evitar la deducción de pérdidas incurridas por unas sociedades contra las 
utilidades generadas por otras sociedades utilizando para ello la figura de la fusión. 

En este orden de ideas, y de la sola lectura de las disposiciones antes 
referidas, considero que tanto el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al 
establecer que el derecho a disminuir pérdidas es personal del contribuyente y que no 
podrá ser transmitido a otra persona ni como consecuencia de fusión, como el articulo 57 
del mismo ordenamiento legal, al establecer que una sociedad fusionante solamente podrá 
disminuir su pérdida fiscal pendiente de amortizar al momento de la fusión con cargo a la 
utilidad correspondiente a la explotación de los mismos giros en los que se produjo la 
pérdida, violan las garantías de proporcionalidad y equidad. 
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Así las cosas, en el siguiente capítulo se analizará solamente la 
inconstitucionalidad del artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, objeto 
de este trabajo, toda vez que viola diversas garantías constitucionales como se 
demostrará a lo largo del referido capítulo. 
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INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 55 DE LA LEY DEL 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
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5.1. Planteamiento de la inconstitucionalidad del artículo 55 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta 

Conforme al artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, la 
pérdida fiscal sufrida por un contribuyente en un ejercicio, no es sino producto de 
la circunstancia de que sus deducciones resultaron superiores al importe de los 
ingresos obtenidos en el mismo. 

Adicionalmente, el mismo precepto señala que las sociedades 
mercantiles, a efecto de determinar el resultado fiscal del ejercicio, podrán 
disminuir las pérdidas fiscales pendientes de aplicar de ejercicios anteriores. 

Así entonces, es claro que toda sociedad mercanti I residente en 
México, tiene el derecho a aplicar las pérdidas que sufra en un ejercicio, en contra 
de las utilidades que obtenga en ejercicios posteriores, para determinar el 
impuesto sobre la renta a su cargo. 

Ello, en virtud de que dichas pérdidas fiscales no son sino producto 
de que los gastos, inversiones y demás erogaciones que se realizaron con 
anterioridad a la fusión, resultaron superiores a los ingresos obtenidos durante 
dichos años. 

Por su parte, el artículo 224 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles establece que, en virtud de la fusión, la sociedad que subsista tomará 
a su cargo los derechos y las obligaciones de las sociedades extinguidas. 

Así entonces, es claro que en principio, en virtud de una fusión, 
todos los derechos que tenían las sociedades fusionadas pasan a formar parte del 
patrimonio de la sociedad fusionante. 

El último párrafo del citado artículo 55 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, señala textualmente lo siguiente: 
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"Artículo 55.- La pérdida fiscal será la diferencia entre 
los ingresos acumulables del ejercicio y las deducciones 
autorizadas por esta Ley, cuando el monto de estas 
últimas sea mayor que los ingresos. 

La pérdida fiscal ocurrida en un ejercIcIO podrá 
disminuirse de la utilidad fiscal de los diez ejercicios 
siguientes. 

Cuando el contribuyente no disminuya en un ejercicio la 
pérdida fiscal de otros ejercicios, pudiéndolo haber hecho 
conforme a este artículo, perderá el derecho a hacerlo en 
ejercicios posteriores hasta por la cantidad en que pudo 
haberlo efectuado. 

Para los efectos de este artículo, el monto de la pérdida 
fiscal ocurrida en un ejercicio, se actualizará 
multiplicándolo por el factor de actualización 
correspondiente al período comprendido desde el primer 
mes de la segunda mitad del ejercicio en que ocurrió, 
hasta el último mes del mismo ejercicio. La parte de la 
pérdida fiscal de ejercicios anteriores ya actualizada 
pendiente de aplicar contra utilidades fiscales se 
actualizará multiplicándola por el factor de actualización 
correspondiente al período comprendido desde el mes en 
que se actualizó por última vez y hasta el último mes de la 
primera mitad del ejercicio en el que se aplicará. 

Para los efectos del párrafo 'anterior, cuando sea impar el 
número de meses del ejercicio en que ocurrió la pérdida, se 
considerará como primer mes de la segunda mitad, el mes 
inmediato posterior al que corresponda la mitad del ejercicio. 

El derecho a disminuir pérdidas es personal del 
contribuyente que las sufra y no podrá ser transmitido a 
otra persona ni como consecuencia de fusión. En el caso 
de eSClSlOn, las pérdidas fiscales pendientes de 
disminuirse de utilidades fiscales, se podrán dividir entre 
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las sociedades escindente y las escindidas en la 
proporción en que se dividan el capital con motivo de la 
escisión . .. 
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La circunstancia de que el último párrafo del artículo 55 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, limite la posibilidad de transmitir las pérdidas de una sociedad 
fusionante, resulta violatorio de la garantía de justicia tributaria consagrada en la fracción 
N del artículo 31 de nuestra Carta Magna. 

La proporcionalidad y equidad representan una salvaguarda para los 
contribuyentes y, paralelamente, un límite allcgislador cuando cstablece contribuciones de 
cualquier tipo. El cumplimiento a las garantías de.proporcionalidad y equidad significa la 
justicia tributaria. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que de acuerdo 
con el artículo anteriormente transcrito, para que se cumpla con la garantía de justicia 
tributaria se requiere la satisfacción de tres requisitos fundamentales: 

a) Que la contribución se encuentre establecida en la ley. 

b) Que sea proporcional y equitativa. 

c) Que se destine al pago de los gastos públicos. 

Si falta alguno de estos tres requisitos, necesariamente la contribución será 
contraria a lo establecido por la Constitución General de la República. 

En el caso, lo previsto por el último párrafo del artículo 55 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta en vigor, se traduce en una violación de las garantías de 
proporcionalidad y equidad tributaria, como se demuestra a continuación: 

5.2. Violación a la garantía de proporcionalidad tributaria 

En el caso del impuesto sobre la renta, que incide sobre el 
incremento patrimonial que obtenga los sujetos del gravamen, la capacidad 
contributiva está dada en función de los ingresos que éstos perciban, así como por 
el reconocimiento de los gastos y, en consecuencia, de las pérdidas en que éstos 
tienen que incurrir para la generación de los mismos (las cuales no son otra cosa 
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mas que el efecto de gastos o inversiones anticipadas que tuvieron que realizar los 
contribuyentes en otro ejercicio, para posteriormente poder generar ingresos a su 
favor en otros ejercicios). 

Esto es, como su nombre lo indica, el impuesto sobre la renta 
incide o tiene por objeto la renta o utilidad que perciben los sujetos en cada 
ejercicio, misma que no puede determinarse sino a partir de disminuir de la 
totalidad de los ingresos efectivamente percibidos, que son aquéllos que implican 
un incremento en el patrimonio del contribuyente, la totalidad de las deducciones 
autorizadas, así como las pérdidas fiscales de ejercicios anteriores, que no 
constituyen otra cosa sino los gastos, erogaciones y costos en que éste tuvo que 
incurrir en años pasados para la generación de dichos ingresos presentes, pero que 
no pudieron ser disminuidos en su totalidad en ejercicios anteriores en virtud de 
haber tenido ingresos menores a éstos. 

Ello, independientemente de que el gravamen pueda causarse por la 
simple obtención de un ingreso. Esto es, si bien la obtención de un ingreso da 
lugar a la causación del gravamen, para su determinación hay que atender a la 
utilidad o renta obtenida por el contribuyente en el ejercicio, que es la que 
constituye el objeto imponible sobre el que éste recae o incide. 

Así lo ha reconocido nuestro máximo Tribunal en la tesis que a 
continuación se transcribe: 

"RENTA, SOCIEDADES MERCANTILES, OBJETO Y 
MOMENTO EN QUE SE GENERA. De confomlidad con el 
artículo ¡o de la Ley del Impuesto sobre la Renta, el objeto de 
este impuesto está constituido por los ingresos y no por las 
utilidades que obtengan los sujetos pasivos del mismo. La 
obligación tributaria a cargo de éstos nace en el momelllo 
mismo en que se tienen los ingresos. bien sea en efectivo. en 
bienes, en servicios o en crédito, como lo establece el artículo 
/5 del mismo ordenamiento, y no como aduce la quejosa, que 
ese impuesto se causa hasta que al témlino del ejercicio fiscal 
se detemlina que hubo utilidades. No es óbice para esta 
conclusión el hecho de Que sean las utilidades las Que 
constituyen la base a la Que habrá de aplicarse la tarifa de 
acuerdo con la cual se detenninará el impuesto. así como 
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tampoco la circunstancia de que aun cuando haya in~resoSt si 
no hay utilidades. no se cubrirá impuesto alguno. pues en este 
caso debe entenderse que esos ingresos que. suietos a las 
deducciones establecidas nor la Le)'. no produjeron utilidades. 
están desgravados. v lo que es más. que esa pérdida fiscal 
sufrida en un ejercicio fiscal. será motivo de compensación en 
ejercicio nosterior. No es cierto pues, que el impuesto sobre la 
renta se causa anualmente, ya que, como se dijo, éste se va 
causando operación tras operación en la medida en que se 
vayan obteniendo los ingresos; por ende. no es cierto tampoco, 
como afinna la recurrente, que al realizar pagos provisionales, 
a cuenta del impuesto. se esté enterando un tributo no causado 
y que ni siquiera se sabe que se va a causar. El impuesto se ha 
generado, se va causando operación tras operación, ingreso 
tras ingreso. v el hecho de que de confomlidad con el artículo 
JO de la Le\' a comentario sea hasta el fin del ejercicio fiscal 
cuando se haga el cómputo de todos los ingresos acumulables. 
y se resten a éstos las deducciones permitidas por la ley. para 
determinar una utilidad fiscal que va a constituir la base (no el 
objeto). a la que habrá de aplicar la tarifa que la misma ley 
seiia/a nara obtener así el impuesto definitivo a pagar: no 
implica que dicha utilidad sea objeto del impuesto \' que éste no 
se hubiese generado con anterioridad. " 

Informe de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
1988, Pág. 873. 
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Así entonces, toda disposición que implique que los contribuyentes 
del impuesto sobre la renta paguen el gravamen sobre cantidades mayores a 
aquéllas en las que efectivamente se incrementa su patrimonio, evidentemente 
estará desconociendo su auténtica capacidad contributiva y. por tanto, violando en 
su perjuicio el principio de proporcionalidad tributaria. 

Esto es, una disposición que se traduzca en un desconocimiento de 
los gastos, erogaciones, costos y pérdidas en que requiere incurrir el 
contribuyente para la generación de los ingresos que son materia del gravamen. 
como lo son las pérdidas que éste haya sufrido en ejercicios anteriores, o que 
pretenda hacer acumulables partidas que no corresponden a un incremento 
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patrimonial para el contribuyente, se traducirá en una violación al principio de 
proporcionalidad tributaria, pues implicará que el sujeto pasivo quede obligado al pago del 
gravamen sobre una cantidad distinta a su auténtica capacidad contributiva. 

Como síntesis de lo anterior, es válido concluir que un impuesto al 
ingreso será proporcional en la medida en que grave la modificación positiva que 
efectivamente haya sufrido el patrimonio del contribuyente, en cada ejercicio. 

Es decir, en los impuestos al ingreso, como lo es el impuesto sobre 
la renta, únicamente debe gravarse la utilidad obtenida, esto es, la cantidad que 
modifica positivamente el patrimonio del sujeto, lo cual se logra en términos 
generales permitiendo la deducción del costo y de las pérdidas obtenidas en la 
operación, incluso las de ejercicios anteriores, dado que las mismas representan 
erogaciones realizadas en el pasado en un monto superior a los ingresos, pero que 
tuvieron que ser realizadas con la finalidad de obtener en el futuro ingresos 
superiores que le permitieran generar un verdadero incremento patrimonial. 

Es por ello que el prohibir la transmisión de las pérdidas fiscales 
sufridas por la fusionada a la sociedad fusionante, se traduce en obligar a esta última 
a pagar el impuesto sobre bases ajenas a su auténtica capacidad contributiva, puesto 
que ello implica que deba acumular los ingresos que se deriven de la actividad que 
anteriormente venía realizando la fusionada, sin reconocer los gastos e inversiones en 
que la fusionada incurrió en su momento, para la generación de los mismos. 

Si como ha quedado demostrado, con motivo de la fusión se 
transmite la totalidad del patrimonio de la sociedad fusionada a la sociedad 
fusionante, subsistiendo únicamente la segunda con un patrimonio único 
conformado por la totalidad de los dos anteriores, y si como ha quedado también 
demostrado, para que el impuesto sobre la renta grave a los contribuyentes en 
función a su verdadera capacidad contributiva es necesario que atienda al 
incremento patrimonial del contribuyente (renta), medido en función del resultado 
fiscal (ingreso, menos deducciones, menos pérdidas fiscales de ejercicios 
anteriores pendientes de amortizar), entonces es claro que para que el gravamen a 
la fusionante resulte proporcional, es necesario que se atienda a todas aquellas 
partidas que afectan este nuevo patrimonio conjunto. 

Así las cosas para que un particular contribuya a los gastos 
públicos conforme a lo previsto por el artículo 31, fracción IV de nuestra 
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Constitución (específicamente en forma proporcional), es necesario que reciban 
tanto las obligaciones como los bienes y derechos de la sociedad causante de la 
fusión, y que todos ellos intervengan en la determinación del impuesto a su cargo, 
pues de lo contrario no se estaría atendiendo a su capacidad contributiva al 
hacerlo causahabiente fiscal de la fusionada, sin permitirle considerar todos los 
derechos de aquella, máxime cuando, como se ha demostrado, todos ellos 
confluyen para la determinación de un incremento o decremento patrimonial. 

No obstante lo anterior, conforme al último párrafo del artículo 55 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, las pérdidas fiscales no pueden ser 
transmitidas con motivo de la fusión (no obstante que, como se ha señalado, las 
mismas son conceptos que inciden directamente sobre el patrimonio de la 
sociedad fusionante, ya que constituyen el reconocimiento de deducciones 
necesarias para obtener ingresos futuros, que no pudieron ser deducidas en su 
totalidad en el pasado). 

En efecto, en el caso de fusión de sociedades, al momento de 
perfeccionarse el acto, la sociedad fusionante adquiere todos los derechos y 
obligaciones de la sociedad fusionada, dentro de las cuales se encuentran las 
pérdidas en que incurrió la sociedad fusionada. 

Sin embargo, conforme a lo previsto por el último artículo 55 de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, dichas pérdidas no podrán transmitirse la 
sociedad fusionada, no obstante que se trata de conceptos que representan 
erogaciones estrictamente indispensables realizadas en el pasado por la fusionada, 
para poder obtener ingresos futuros por la fusionante, que no habían podido 
reconocerse en su totalidad en el pasado, pero que necesariamente inciden sobre 
el patrimonio de la fusionada y, consecuentemente, de la fusionante, por lo que al 
limitar su transmisión se viola la garantía de proporcionalidad tributaria. 

En efecto, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en 
su parte conducente señala: 

"Artículo 55. La pérdida fiscal será la diferencia entre los 
ingresos acumulables del ejercicio y las deducciones 
autorizadas por esta Ley, cuando el monto de estas 
últimas sea mayor que los ingresos. 
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El derecho a disminuir pérdidas es personal del contribuyente 
que las sufra y no podrá ser transmitido a otra persona ni 
como consecuencia de fusión. En el caso de escisión. las 
pérdidas fiscales pendientes de disminuirse de utilidades 
fiscales, se podrán dividir entre las sociedades escindente y las 
escindidas en la proporción en que se dividan el capital con 
motivo de la escisión. " 

De la simple lectura que se realice de la parte conducente del citado 
precepto, claramente se advierte que el mismo establece una limitante para la 
transmisión dc un derecho de una persona a otra, respecto de las pérdidas fiscales 
adquiridas antes de la fusión, cuestión que resulta violatoria del principio de 
proporcionalidad tributaria, pues como ha quedado señalado, en virtud de la 
fusión se transmiten la totalidad de los derechos y obligaciones de la sociedad que 
desaparece, esto es, la universalidad de su patrimonio. 

Así las cosas, la empresa fusionante ve incrementado su patrimonio 
en relación a los bienes y derechos que adquiere y lo ve disminuido en la medida 
en que adquiere obligaciones que antes pertenecían a otra sociedad; sin embargo, 
el precepto en comento de forma por demás injustificada pretende limitar el 
derecho de amortizar las pérdidas en que incurrió la sociedad fusionada, no 
obstante que, se insiste, se trata de partidas que implican que en el pasado se 
realizaron gastos estrictamente indispensables para obtener ingresos posteriores, 
pero que no pudieron ser deducidas en su totalidad en el pasado, en virtud de que 
hubo menos ingresos en esos años pasados, pero que realmente afectan el 
patrimonio de la sociedad causante y de la causahabiente en la fusión y que, por 
tanto, debe permitirse su reconocimiento para hacer proporcional el gravamen. 

En estos términos, resulta del todo desproporcional, por atentar contra 
la capacidad contributiva, el que el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
establezca que las empresas fusionan tes no tienen derecho a amortizar las pérdidas 
fiscales en que incurrieron las sociedades fusionadas antes de la fusión, no obstante 
que al momento de efectuarse la misma, les fueron transmitidos todos los bienes, 
derechos y obligaciones a cargo de las fusionadas y de que se trata de conceptos que 
inciden directamente en la capacidad contributiva del contribuyente. 

Se insiste, para concluir sobre la inconstitucionalidad de la 
intransmisibilidad de las pérdidas que nos ocupan, es importante tener en cuenta 
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que las pérdidas no son sino las deducciones incurridas en ejercicios anteriores 
(gastos e inversiones estrictamente indispensables) tendientes a la generación de 
ingresos, que no pudieron deducirse en su totalidad en el pasado por haber tenido 
ingresos inferiores a su monto, por que influyen directamente en el patrimonio de 
la fusionada y de la fusionan te, en virtud de la figura de la causahabiencia. 

La circunstancia de que se desconozca lo anterior, atenta 
directamente contra la capacidad contributiva de los sujetos obligados al pago del 
impuesto sobre la renta, pues en la medida en que se desconoce la posibilidad de 
amortizar dichas pérdidas se gravará sobre bases distintas a su auténtica capacidad 
contributiva, si se toma en cuenta que lo único que se le estará gravando serán los 
ingresos brutos obtenidos por la fusionada, a través de la fusionante, sin tomar en 
cuenta las deducciones en que incurrieron para la obtención de dichos ingresos, lo 
que francamente resulta injustificado y desproporciona!. 

Si tomamos en cuenta que en virtud de la fusión, la fusionante ve 
incrementado su patrimonio, al transmitírsele en su totalidad los bienes, derechos 
y obligaciones de la fusionada, entre los que se encuentran los ingresos que haya 
percibido antes de la fusión así como los que se difieran en el tiempo, la 
circunstancia de que por virtud de lo dispuesto por el artículo 55 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta no se le transmita las pérdidas fiscales en que hubiese 
incurrido la fusionante hasta antes de la fusión respectiva, no obstante que se trata 
de un concepto que afecta directamente su patrimonio y su capacidad 
contributiva, así como el patrimonio y capacidad contributiva de su 
causahabiente, hace que se desconozcan las erogaciones y gastos en que tuvo que 
incurrir la fusionada para obtener dichos ingresos, lo cual hace que se grave de 
manera desproporcional a la fusionante, pues se le gravará únicamente en relación 
a los ingresos brutos obtenidos y no respecto de aquellos que efectivamente le 
representen una modificación positiva a su patrimonio. 

En efecto, las pérdidas fiscales presuponen la existencia de 
erogaciones y actos estrictamente indispensables para la realización de las 
actividades propias de un contribuyente y que, por ello, tienden a la obtención de 
ingresos gravables, por lo que si en virtud de la fusión se transmiten dichos 
ingresos a la fusionante sin que al efecto se puedan transmitir las pérdidas que 
representan su obtención, se origina un trato que no atiende a la capacidad 
contributiva del sujeto pasivo del gravamen, pues, se insiste, para la obtención de 
dichos ingresos la fusionada tuvo que incurrir en un cúmulo de gastos y 
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erogaciones que le representaron una pérdida fiscal, al no haber tenido ingresos 
mayores al importe de dichas erogaciones. 

Para dejar en claro la inconstitucionalidad del artículo que nos ocupa al no 
permitir la deducibilidad de las pérdidas con motivo de una fusión, a continuación se 
presenta un ejemplo en el que claramente se advierte que esta circunstancia desconoce por 
completo la capacidad contributiva del sujeto pasivo de la relación tributaria, al gravarlo 
sobre elementos distintos del incremento patrimonial positivo a su cargo: 

Piénsese en la empresa cuyo propósito específico es el de construir 
plantas hidroeléctricas para después venderlas. 

Dicha empresa (A), como ya se señaló, durante la construcción de 
la planta hidroeléctrica únicamente realiza los gastos necesarios para desarrollar 
la planta, lo cual, a la postre, le representará la posibilidad de obtener un ingreso 
por su venta, sin percibir ningún tipo de ingreso en esos años. 

Ahora bien, supongamos que durante los primeros dos años de 
construcción de la citada planta, la empresa A ha efectuado gastos por una 
cantidad total de $6,000.00, que al no obtener ingresos, se traducen en pérdidas 
fiscales que, como ya se demostró, tiene derecho de amortizar en contra las 
utilidades fiscales que obtenga en los ejercicios posteriores. 

Sin embargo, por cuestiones de sinergia y para lograr financiar 
adecuadamente su proyecto hidroeléctrico, decide fusionarse al tercer año con la 
empresa B, por lo que a ésta última, en su carácter de sociedad fusionante, se le 
transmite la totalidad del patrimonio de la sociedad A, de donde es claro que 
adquiere los derechos de propiedad de los inmuebles y de todo lo que a esa fecha 
representa la planta, así como el derecho a enajenarla en un futuro, una vez que 
concluya su construcción. 

Dada la inyección de capital efectuada con motivo de la fusión, se 
concluye en ese tercer año la construcción de la planta, erogando $1,000.00 
adicionales a los ya desembolsados. En ese mismo año, la empresa B vende la planta 
en $ 10,000.00, cantidad que precisamente constituye el ingreso que deberá acumular 
para efecto de determinar el impuesto sobre la renta a su cargo en ese año, al cual 
podrá disminuir los gastos efectuados en ese año ($1,000.00), para sí determinar una 
utilidad fiscal de $9,000.00. 
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Ahora bien, en términos de lo dispuesto por el artículo 55 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, cuya inconstitucionalidad se analiza, a la empresa B 
no se le transmitirán las pérdidas en que tuvo que incurrir la empresa A para la 
construcción de la planta en comento, que corresponden precisamente a los gastos 
estrictamente indispensables para su construcción y que, por ende, resultaban 
deducibles para efectos del impuesto sobre la renta, pero que al haber sido 
mayores que los ingresos generados en esa época, se convirtieron en una pérdida 
pendiente de amortizar en el futuro. 

Lo anterior, significa que la empresa B se verá gravada respecto de 
los $9,000.00 que obtuvo como consecuencia de la venta de la planta construida 
por la empresa A (después de efectuada la deducción del año), no obstante que su 
causante tuvo que incurrir en una serie de gastos y erogaciones para construir la 
planta y que, finalmente, son los que le permitieron obtener ese ingreso elevado. 

Nótese como en virtud de la disposición que se analiza por 
inconstitucional, la empresa B será gravada como si efectivamente obtuviera un ingreso 
total gravable de $9,000.00, no obstante que para la consecución de dicho ingreso se 
incurrieron en una serie de gastos y erogaciones estrictamente indispensables para 
construir la planta respectiva y obtener un ingreso sobre la venta de la misma. 

En otras palabras, la cantidad de $9,000.00 que obtiene la empresa 
B por la venta de la planta construida por la empresa A, no constituye la utilidad 
fiscal que la empresa debe considerar para determinar el impuesto sobre la renta 
a su cargo, ya que la obtención de dicha cantidad presupone la existencia previa 
de gastos y erogaciones tendientes a la consecución de la misma, pues finalmente 
sólo habrá incrementado positivamente su patrimonio en $3,000.00 (diferencia 
entre gastos efectuados y precio de venta). 

Por lo tanto, la empresa B no será gravada en función de su 
auténtica capacidad contributiva, ya que la cantidad de $9,000.00 no constituye 
una utilidad que efectivamente modifique su patrimonio, sino que para ello es 
necesario atender a los costos que tuvo que realizar, a través de su causante, para 
poder obtener ese flujo de efectivo. 

Mas aún, llevando al extremo las consecuencias jurídicas de la 
disposición que se analiza, podríamos caer en el extremo de que una empresa que 
hubiera adquirido en 1999 un automóvil para venderlo (el cual le hubiera costado 
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$1,000.00), y que decidiera fusionarse el 30 de marzo de ese mismo año 
(debiendo presentar declaración por el ejercicio de fusión que comprendería los 
meses de enero y febrero de 1999), tendría que determinar un resultado fiscal de 
pérdida, al haber tenida únicamente una deducción por la adquisición del 
automóvil por $1,000.00. 

Si dicha empresa fuera fusionada por otra distinta, la cual en el mes 
de junio de 1999 vendiera el automóvil en $1,100.00, por virtud de la disposición 
cuya constitucionalidad se reclama, no podría llevarse la pérdida generada en el 
último ejercicio de fusión por la fusionada, por lo que, aún y cuando el costo del 
automóvil fuera de $1,000,00, no podría deducirlo y, por ende, determinaría una 
utilidad de $1,100.00, lo cual de ninguna manera representa el incremento 
patrimonial que se tuvo con motivo de la venta del vehículo, lo que pone de 
manifiesto la inconstitucionalidad del precepto reclamado. 

Así entonces, resulta desproporcional que al momento de 
fusionarse una sociedad, la fusionante adquiera todos las obligaciones de la 
fusionada y, por el contrario, sea desconocido el derecho a amortizar las pérdidas 
en que incurrió la fusionada antes de la fusión, pues, se insiste ello no reconoce 
su auténtica capacidad contributiva, medida en función al auténtico incremento en 
su patrimonio, el que no puede ser medido en forma veraz y real si no se toman 
en consideración los gastos efectuados para poder obtener un ingreso, máxime 
cuando estos son estrictamente indispensables para tal efecto. 

En este sentido, es importante recordar que, como anteriormente se 
señaló, un impuesto al ingreso será proporcional en la medida en que grave la auténtica 
modificación positiva del patrimonio del contribuyente. En el caso de la fusión, dado que 
existe una transmisión universal patrimonial de una persona moral a otra distinta, para 
reconocer la auténtica capacidad contributiva es necesario que la fusionante pueda 
considerar, para la determinación de su resultado fiscal, todos los bienes, derechos y 
obligaciones que tenía la fusionada, como si se tratara de la misma empresa, para así medir 
su auténtico incremento patrimonial. 

Así entonces, no es proporcional el que el artículo en análisis 
obligue a gravar al particular sin tomar en cuenta las pérdidas en que incurrió la 
sociedad fusionada, pues como ha quedado señalado, aquélla adquiere tanto las 
obligaciones de la empresa fusionada como los derechos, por lo que el no tomar 
en cuenta dichas pérdidas necesariamente se traduciría en que el sujeto pasivo de 
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la obligación tributaria pague un impuesto sobre bases ajenas a su auténtica 
capacidad contributiva, al desconocerse su auténtico incremento patrimonial. 

Además, debe hacerse hincapié en el hecho de que la sociedad 
fusionante adquiere el total de las obligaciones de la sociedad fusionada, entre 
ellas, las fiscales, de donde es aún más evidente que al limitarle el derecho de 
considerar las pérdidas fiscales en que hubiese incurrido la fusionada, se le grava 
de una manera desproporcional. 

En efecto, las propias disposiciones fiscales a las que nos referimos 
en capítulos anteriores, obligan a la sociedad fusionante a responder por las 
obligaciones a cargo de la fusionada, como nos referimos de manera general a 
continuación: 

a) Conforme a lo dispuesto por la fracción II del artÍCulo 14-A del 
Código Fiscal de la Federación, la sociedad que subsista o la que surja con motivo 
de la fusión, deberá presentar las declaraciones de impuestos del ejercicio y las 
informativas que en los términos establecidos por las leyes fiscales les 
correspondan a la sociedad o sociedades fusionadas correspondientes al ejercicio 
que terminó por fusión, a efecto de que se considere que no existió enajenación 
de bienes. 

b) El artÍCulo 6 de la Ley del Impuesto al Activo, señala que en el 
caso de fusión de sociedades, la empresa que surja no gozará de la exención en el 
pago del impuesto por el periodo preoperativo, ni por los ejercicios de inicio de 
actividades y los dos siguientes. 

c) De acuerdo a lo señalado por el artículo 124 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, el saldo de la cuenta de utilidad fiscal neta sólo podrá 
transmitirse a otra sociedad con motivo fusión o escisión de sociedades. 

d) Conforme a lo previsto por el artículo 120, fracción II de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, el saldo de la cuenta de capital de aportación de una 
sociedad sólo se podrá trasmitir con moti vo de fusión o escisión. 

e) Conforme a lo previsto por el artÍCulo 4 l de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, los bienes adquiridos por motivo de fusión de sociedades tendrán 
como fecha de adquisición la que correspondió a la fusión respectiva. 
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f) En términos de lo previsto por los artículos 7-B y 16 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, la fusionante tendrá la obligación de acumular los 
ingresos diferidos que resulten después de la fusión. 

En estos términos, es claro que las propias disposiciones fiscales 
reconocen que deri vado de la fusión de sociedades mercanti les, deben ser 
transmitidos los bienes, derechos y obligaciones de la sociedad fusionada a la 
fusionante, con el consecuente impacto en la capacidad económica del fusionan te. 

Lo anterior, resulta justificable ya que con la transmisión de los 
derechos, la sociedad que subsiste deberá hacer frente a las obligaciones que por 
motivo de la fusión no pudo cumplir la sociedad que desapareció (fusionada) y 
que serán cubiertas con los derechos y bienes que hubiera dejado. 

En este sentido, resulta a todas luces desproporcional el que el 
precepto combatido por inconstitucional, pretenda limitar la transmisión de las 
pérdidas en que incurrió la sociedad fusionada antes de la fusión, lo que 
evidentemente llevaría a la sociedad fusionante a tributar sobre bases que no 
corresponden a su verdadera capacidad económica, puesto que con motivo de la 
fusión, su patrimonio (conjunto de bienes, obligaciones y derechos) se vio 
disminuido con las obligaciones a cargo de la sociedad fusionada; sin embargo, se 
le limita el derecho a amortizar las pérdidas en que incurrió esta última, lo que 
resulta totalmente desproporciona!. 

Para evidenciar aun más lo anterior, podemos retomar el ejemplo 
que se señaló anteriormente, respecto del contribuyente que se dedica a prestar 
servicios de hospedaje. 

Dentro de los primeros dos ejercIcIOs de operación, nuestro 
contribuyente incurre en una serie de gastos y erogaciones estrictamente 
indispensables para el desarrollo de las actividades propias de su objeto social, 
que son superiores a los ingresos que obtiene por la prestación de sus servicios en 
esos ejercicios, debido a que al ser un nuevo hotel, éste no tiene la mIsma 
demanda que los de otros contribuyentes con más tiempo en el mercado. 

Además, es claro que dentro de los primeros años de operación, 
debe de efectuar inversiones que le representan gastos significativos, pues, entre 
otras cosas, debe construir el inmueble donde prestará sus servicios, adquirir el 
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inmobiliario necesario, y efectuar gastos en campañas de publicidad que den a 
conocer al público consumidor los servicios que presta. 

Así entonces, para efectos de este nuevo ejemplo, supongamos que 
dicho contribuyente durante esos dos primeros años incurre en una pérdida fiscal por 
la cantidad total de $10,000.00, derivado de que los gastos e inversiones propios de 
su negocio, fueron considerablemente mayores que los ingresos obtenidos en esos 
periodos por los servicios que presta. 

Sin embargo, para el tercer año, el contribuyente, a raíz de que sus 
servicios se encuentran plenamente identificados por el público consumidor y de que 
las inversiones efectuadas resultaron de calidad, obtuvo ingresos superiores a las 
deducciones del periodo, por lo que determina una utilidad fiscal de $15,000.00. 

Al respecto, no debe perderse de vista que para obtener dicha utilidad, 
debió incurrir en gastos y deducciones en los dos ejercicios anteriores, que le representaron 
una pérdida fiscal susceptible de ser aplicada contra las utilidades que generará en 
ejercicios anteriores, para con ello reconocer su auténtica capacidad contributiva. 

Esto es, si dicho contribuyente no hubiese realizado esas erogaciones 
tan importantes (las cuales le llevaron a generar en sus primeros ejercicios de 
operación pérdidas fiscales), es claro que no hubiera sido posible que obtuviera la 
utilidad fiscal antes precisada, ya que a fin de obtener esos ingresos el contribuyente 
primeramente debió efectuar una serie de inversiones que le representaron una serie 
de gastos significativos, los cuales, como ya se ha señalado, necesariamente debieron 
ser estrictamente indispensables par el desarrollo de su actividad (pues de lo contrario 
no serían deducibles). 

En este caso, suponiendo que nuestro contribuyente no se hubiera 
fusionado, el mismo podría aplicar la pérdidas en que incurrió en ejercicios anteriores 
($10,000.00), en contra de la utilidad fiscal que generó durante el tercer año de 
operación ($15,000.00), lo que le llevaría a determinar un resultado fiscal de 
$5,000.00, que es precisamente la cantidad que denota su verdadera capacidad 
contributiva, pues es en lo que realmente se incrementó su patrimonio. 

No obstante lo anterior, en el caso de que el contribuyente 
decidiera fusionarse, la nueva empresa igualmente determinaría una utilidad fiscal 
de $15,0000.00, considerando los ingresos y las deducciones del ejercicio. 
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Sin embargo, a diferencia del caso anteriormente expuesto, en 
virtud de lo dispuesto por la disposición que se analiza, la empresa fusionante no 
podrá amortizar aplicar las pérdidas fiscales en que incurrió la fusionada durante 
los primeros ejercicios de actividades, lo que provocará que se grave a esta nueva 
empresa (quien es causahabiente de la anterior) en función a los ingresos brutos 
generados por la operación del hotel que anteriormente tenía la empresa A, lo que 
evidentemente no denota su verdadera capacidad contributiva, ya que, como se 
señaló anteriormente, para la obtención de dicha utilidad se incurrieron en una 
serie de gastos y erogaciones en el pasado, los cuales no se habían podido aplicar 
contra los ingresos obtenidos hasta antes de la fusión. 

En este sentido, al limitar el derecho de amortizar las pérdidas en que 
incurrió una sociedad fusionada antes de la fusión, da como resultado que se grave a las 
empresas que tienen el carácter de fusionan tes sobre bases que no tienen relación con su 
autentica capacidad contributiva, pues, se reitera, al patrimonio de la fusionante ingresaron 
todas las actividades productivas que realizaba la fusionada, pero no el derecho a amortizar 
las pérdidas fiscales que dicha empresa incurrió en ejercicios anteriores, de acuerdo con la 
disposición analizada, lo que resulta totalmente inconstitucional. 

Así las cosas, resulta totalmente desproporcional el que con motivo 
de la fusión que nos ocupa, se pretenda limitar la transmisión del derecho de 
amortizar las pérdidas en que incurrió la sociedad fusionada en ejercicios 
anteriores, con base en un precepto que no atiende a la garantía de 
proporcionalidad tributaria y que, por tanto, resulta inconstitucional. 

Además, cabe recordar que, como se señaló anteriormente, dichas 
pérdidas fiscales resultan un elemento esencial para determinar la verdadera 
capacidad contributiva la las empresas fusionantes, pues forman parte del 
patrimonio que conforme a lo previsto por el artículo 224 de la Ley General de 
Sociedades Mercantiles le fue transmitido, y por ende, son un elemento esencial 
para determinar el impuesto sobre la renta a su cargo, razón por la cual 
desconocerlas atenta contra la capacidad contributiva del sujeto pasivo del 
gravamen en franca violación a la garantía de proporcionalidad tributaria. 

Al respecto, debe recordarse que conforme a lo previsto por el artículo 31 , 
fracción IV de nuestra Constitución, los contribuyentes tienen obligación de contribuir al 
gasto público, pero ello necesariamente debe ir en función a su capacidad contributiva, 
pues de lo contrario ello resultaria inconstitucional. 
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Así las cosas, el que el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
desconozca el derecho que tiene una empresa fusionante de disminuir de las utilidades 
fiscales que genere, las pérdidas fiscales en que haya incurrido la fusionada antes de la 
fusión es desproporcional, pues como ha quedado debidamente demostrado, la fusionante 
modifica su patrimonio y, por ende, su capacidad contributiva en función a los derechos y 
obligaciones que adquirió con motivo de una fusión. 

5.3. Violación a la garantía de equidad tributaria 

La doctrina, la legislación y la jurisprudencia son acordes en 
señalar que la equidad tributaria se traduce en la igualdad de trato de la ley a los 
sujetos pasivos que se encuentren en las mismas circunstancias. 

"El elemento equidad mira fundamentalmente a la generalidad de 
la obligación, En estos términos. cuando la ley no es general, ya solo por ello es 
inequitativa", así lo sostuvo el entonces Ministro de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, José Rivera Pérez Campos." 

Adolfo Arrioja Vizcaino en su obra, señala que una leyes general 
y equitativa cuando se aplica, sin excepción, a todas la personas que se coloquen 
en las diversas hipótesis normativas que la misma establece, " 

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dictado 
la siguiente tesis: 

"IMPUESTOS, VALIDEZ CONSTITUCIONAL DE LOS". 
También este Tribunal PletW ha considerado que la equidad 
exi~e que se respete el principio de i~ualdad: detenninando que 
es norma de equidad la que se encuentren obligados a 
determinada situación, los que se hallen dentro de lo 
establecido por la ley, y que no se encuentren en esa misma 
obligación los que estén en situación jurídica diferente; o sea, 
tratar a los iguales de manera igual. 

Informe de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
1974, Primera Parte, Pleno, Página 32/ y 322". 
"La equidad toralmente, es la igualdad ante la misma ley 

.... RIVERA PEREZ CAMPOS. José. "Revista de Investigación Fiscal", ed. Secretaría de Hacienda y Crédito Público, marzo de 
1970, página 78. 
ji Op. eit. pág.81. 
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tributaria de todos los sujetos pasivos de un mismo 
tributo, los que en tales condiciones deben recibir un 
fratamiento idéntico en lo concerniente a hipótesis de 
CaUSQCIOn, acumulación de ingresos gravados. 
deducciones permitidas. pla?os de eago. etc. debiendo 
variar únicamente las tarifas tributarias aplicables de 
acuerdo con la capacidad económica de cada 
contribuyente para respetar el principio de 
proporcionalidad. Ahora bien los preceptos especificados 
no cumplen con los anteriores requisitos pues, por una 
parte el permitir en un caso la deducción de un gasto y 
prohibirlo en otros, a pesar de ser de la misma naturaleza, 
propicia que contribuyentes que se encuentran en la 
misma situación jurídica frente a la ley sean colocados en 
situación desigual, pues mientras los que pueden hacer la 
deducción verán disminuir su ingreso gravable, los que no 
pueden hacerla lo verán incrementado, atentándose 
contra la equidad en los tributos ". 

Informe de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación correspondiente al a/lo de 1984, Pág. 325 

Esto es, la garantía de equidad tributaria implica el dar un trato igual a 
aquellos contribuyentes que se encuentran en igualdad de circunstancias frente a la Ley. 
Así lo ha sostenido la actual integración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la jurisprudencia que a continuación se transcribe: 

"IMPUESTOS. PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA 
PREVISTO POR EL ARTIcULO 31, FRACClON IV, 
CONSTITUCIONAL. - De una revisión a las diversas tesis 
sustentadas por esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en torno al principio de equidad tributaria 
previsto por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Federal, necesariamente se llega a la conclusión de que, 
en esencia, este principio exige que los contribuyentes de 
un impuesto que se encuentran en una misma hipótesis de 
causación, deben guardar una idéntica situación frente a 
la nonlla jurídica que lo establece y regula, lo que a la vez 



V. INCONSTITUCIONALlDAD DEL ARTíCULO 55 DE lA lEY DEL IMPUESTO SOBRE lA RENTA 

implica que las disposiciones tributarias deben tratar de 
manera igual a guienes se encuentren en una misma situación v 
de manera desigual a los sujetos del gravamen que se ubiquen 
en una situación diversa: implicando además que se establezca 
que nara noder cumnlir con este principio e/legislador no sólo 
está facultado. sino que tiene obligación de crear categorías o 
clasificaciones de contribuyentes. a condición de que éstas no 
sean caprichosas o arbitrarias. o creadas para hostilizar a 
determinadas clases o universalidades de causantes. sino que se 
sustenten en bases objetivas que razonablemente justifiquen el 
tratamiento diferente entre una y otra categoría. y que pueden 
responder a finalidades económicas o sociales, razones de 
política fiscal o incluso extra fiscales. 

Semanario Judicial de la Federación IX Epoca. T. Il, 
Pleno, diciembre 1995, p. 208" 

114 

En resumen, para que una disposición tributaria respete el principio 
de equidad, es imprescindible que otorgue un trato igual a aquellos contribuyentes 
que se encuentren en igualdad de circunstancias frente a la Ley y desigual a 
aquellos que no se encuentren en un plano de igualdad. 

En el caso a estudio, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
otorga un tratamiento inequitativo a los contribuyentes al impedir que una empresa 
fusionante amortice las pérdidas en que incurrió la empresa fusionada con anterioridad a 
la fusión, por el sólo hecho de que hubieran llevado a cabo ese acto juridico. 

En efecto, el artículo cuya inconstitucionalidad se analiza resulta 
violatorio de la garantía de equidad tributaria, en la medida en que sin razón 
jurídica que lo justifique, limita a la empresa fusionante el derecho de amortizar 
las pérdidas fiscales en que incurrió la empresa fusionada. 

Lo anterior resulta inequitativo en la medida en que, como se demostró en 
los apartados anteriores, dichas pérdidas fiscales no son sino una parte de los gastos, 
adquisiciones, inversiones y demás erogaciones en que la fusionada tuvo que incurrir para 
que las actividades que posterionnente se desarrollan por parte de la fusionante generen 
ingresos o utilidades afectas al pago del tributo, por lo que el hecho de que exista una 
fusión no justifica un trato desigual que implique el desconocimiento de la auténtica 
capacidad contributiva de la fusionante. 
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En el caso, por el solo hecho de que exista una fusión entre dos 
empresas una fusionada y otra fusionante, ésta última no podrá amortizar las 
pérdidas en que incurrió la primera con anterioridad a la fusión, lo cual se traduce 
en trato inequitativo respecto de las demás empresas que al no haberse fusionado 
si pueden amortizar las pérdidas en que incurrieron en ejercicios anteriores, no 
obstante que para ambos contribuyentes constituyen el reflejo de las deducciones 
(gastos estrictamente indispensables) que tuvieron que efectuar en el pasado en 
cantidades superiores a los ingresos acumulables, y que, como tal, les sirvieron de 
base para la obtención de ingresos futuros. 

Esto es, según sc scñaló al principio del capítulo anteriur, conforme 
a lo previsto por el artículo 10 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, las personas 
morales, a efecto de determinar su resultado fiscal (base del impuesto), restarán 
de los ingresos acumulables las deducciones permitidas por la propia ley, 
disminuyendo del resultado obtenido (utilidad fiscal), las pérdidas incurridas en 
ejercicios anteriores, en la medida de que estas últimas, afectan directamente 
sobre su capacidad contributiva (incremento o decremento patrimonial). 

No obstante lo anterior, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, pretende limitar el que las sociedades fusionantes apliquen las pérdidas 
en que incurrieron las empresas fusionadas en ejercicios anteriores, por el sólo 
hecho de haberse fusionado, lo cual resulta a todas luces injustificado y provoca 
un tratamiento desigual a los contribuyentes del impuesto que se ven obligados a 
determinar su resultado fiscal en forma autónoma, respecto de aquellos que lo 
hacen en su carácter de causahabientes del autor de la fusión, sin que exista 
alguna razón jurídica para tratarlos de manera desigual. 

Lo anterior, en virtud de que al fusionarse dos empresas, la 
fusionante pierde el derecho de amortizar las pérdidas en que incurrió la empresa 
fusionada en ejercicios anteriores, no obstante que con moti vo de la fusión, a la 
fusionante se le transmite la totalidad del patrimonio de las fusionada, esto es, la 
totalidad de los bienes, derechos y obligaciones, lo cual no debiera significar dar 
un trato distinto respecto de aquellas sociedades que no se fusionan, puesto que se 
trata del autor de una sucesión universal y el causahabiente de la misma, por lo 
que lo justo sería darles el mismo tratamiento que tendría la sociedad fusionante 
de no haberse fusionado, para la determinación de su resultado fiscal consolidado. 

En efecto, según lo señalamos anteriormente, toda fusión es regida 
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por la figura de la causahabiencia, misma que es una institución establecida en 
nuestro sistema jurídico, por virtud de la cual se transmiten los bienes, derechos 
y obligaciones por una persona llamada causante, a otra llamada causahabiente, 
derivado de la íntima vinculación personal que existe entre ellas, como ocurre en 
el caso de la fusión por absorción o incorporación. 

En este sentido, podemos concluir que en virtud de una fusión una 
sociedad se extingue por la transmisión total de su patrimonio a otra sociedad 
subsistente o a una nueva, y al ser elementos del patrimonio los derechos y 
obligaciones, es claro que éstos son transmitidos a la empresa fusionan te, la cual 
podrá hacer uso de esos derechos y deberá responder por esas obligacioncs. 

Así las cosas, dado que con motivo de la fusión la nueva sociedad 
absorberá todo el patrimonio de la sociedad fusionada, lo equitati vo es que ésta 
continúe determinando el impuesto a su cargo, en la parte que corresponde al 
patrimonio transmitido por la fusionada, de la misma manera que aquella lo venía 
haciendo y como lo hacen todas las personas morales, esto es, a través de la 
determinación de su resultado fiscal, para lo cual será necesario que pueda restar 
a los ingresos las deducciones y, posteriormente, amortizar el importe de las 
pérdidas de ejercicios anteriores pendientes de disminuir. 

Al respecto, como se señaló en el apartado anterior, la pérdida 
fiscal de un ejercicio será la diferencia entre los ingresos acumulables y las 
deducciones autorizadas, cuando estas últimas sean mayores. Esto es, será la 
diferencia que resulte de restar al total de los ingresos acumulables en un 
ejercicio, las deducciones autorizadas por la ley, cuando el monto de las 
deducciones sea superior al de los ingresos. 

Así las cosas, resulta del todo violatorio de la garantía de equidad 
tributaria el que, no obstante que tanto los contribuyentes que se fusionan como 
los demás han incurrido en pérdidas fiscales, a uno de ellos se le limite el derecho 
para amortizar dichas pérdidas, por el sólo hecho de haberse fusionado. 

Esto es, el precepto cuyo análisis se ha expuesto a lo largo de este 
trabajo, se traduce en un trato desigual e injustificado a aquellas empresas que 
realizan dos o más actividades productivas en virtud de una fusión, respecto del 
que reciben las personas morales que realizando dos o más actividades 
productivas distintas entre si, no tienen su origen en una fusión. 
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Para evidenciar la inequidad que provoca la limitante establecida 
en el precepto reclamado, a manera de ejemplo, piénsese en el caso de empresas 
que se dedican a la producción de tornillos (empresa A) y a la fabricación de 
chicles (empresa B). En nuestro ejemplo la empresa dedicada a fabricar tornillos 
es una empresa ganadora, por lo que en 1996 tuvo una utilidad fiscal de $100.00, 
en tanto que la empresa B perdió $200.00. 

Por su parte existe otra empresa denominada C, la cual tiene 2 
áreas de producción: una dedicada a la producción de tornillos y la otra a la 
fabricación de chicles, la cual en 1996 generó una pérdida fiscal de $100.00, 
derivado de que su división de chicles efectuó inversiones importantes y registró 
una "perdida" interna de $200.00, en tanto que la otra división reportó una 
utilidad interna de $100.00, por lo que al momento de determinar su resultado 
fiscal generó la citada pérdida de $100.00. 

Ahora bien, suponiendo que en el ejercicio de 1997 las empresas A 
y B decidieran fusionarse con efectos a partir del 10 de enero de 1997, 
subsistiendo como fusionante la empresa A y desapareciendo la empresa B (como 
ocurre en el caso a estudio). 

A final del ejercicio de 1997, la empresa A (ya fusionada) obtiene una 
utilidad fiscal de $100.00, en tanto que la empresa C obtiene la misma utilidad. 

No obstante lo anterior, en el caso de la empresa A no podrá 
amortizar en contra de la utilidad de 1997 ($100.00), el importe de las pérdidas 
de ejercicios anteriores incurridas por la sociedad fusionada B, puesto que la 
disposición analizada por inconstitucional lo prohibe, por lo que deberá 
determinar un impuesto de $35.00 en el ejercicio de 1997 (resultado de 
multiplicar la tasa del 35% por el importe de la utilidad fiscal determinada por 
la empresa). Lo anterior, no obstante que la pérdida fiscal incurrida por la 
empresa de chicles (empresa B), forma parte de su patrimonio y refleja 
directamente los gastos que en 1996 se tuvieron que erogar para que la empresa 
en 1997, generara utilidades. 

Caso distinto sucede con la empresa C, la cual, no obstante las 
cifras idénticas que le resultaron en 1996 y 1997 Y aún cuando se dedicaba a las 
mismas actividades que las empresas A y B, sí podrá amortizar en contra del 
resultado fiscal de 1997 ($100.00), el importe de la pérdida fiscal de $100.00 que 
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le resultó en 1996, por lo que no tendrá obligación de pagar cantidad alguna por 
concepto de impuesto sobre la renta por el ejercicio de 1997, pues, se insiste, no 
se incrementó positivamente su patrimonio. 

En el caso de la empresa A (ya fusionada) tampoco se incrementó 
positivamente su patrimonio conjunto, por el hecho de que hubiera percibido 
$100.00 de utilidad en 1997, toda vez que para generar parte de ese patrimonio, 
había generado pérdidas (a través de la sociedad fusionada), las cuales inciden 
directamente en el patrimonio conjunto y afectan directamente su capacidad 
contributiva. Sin embargo, con motivo de la aplicación de la disposición en 
análisis, no se le permite amortizar dichas pérdidas, no obstante tratarse de un 
contribuyente idéntico que el denominado e, lo que pone de manifiesto la 
inequidad de trato que provoca y la necesidad de que un tribunal la declare 
inconstitucional. 

En estos términos, conforme a la disposición que se analiza por 
inconstitucional, la empresa que no fue fusionada podrá amortizar la pérdida 
fiscal incurrida durante el ejercicio de 1996 contra las utilidades que obtenga en 
el ejercicio de 1997; sin embargo, por el simple hecho de haber sido fusionada, la 
otra empresa perdió el derecho a amortizar la pérdida sufrida en el ejercicio de 
1996, no obstante que la universalidad de su patrimonio fue transmitido a la 
sociedad fusionante. 

Nótese, como en ambos casos, estamos en presencia de una pérdida 
fiscal obtenida en el ejercicio de 1996; sin embargo, para el ejercicio de 1997 sólo 
uno de los contribuyentes tendrá la posibilidad de amortizarla en su totalidad, 
mientras que la sociedad fusionante, aun cuando le fue transmitido la totalidad del 
patrimonio de la empresa fusionada, perderá ese derecho por el sólo hecho de 
haberse fusionado, aun cuando se trata de su causahabiente universal. 

Por más inequitativo y drástico que parezca el ejemplo anterior, es 
precisamente lo que sucede en el caso que nos ocupa, toda vez que conforme a lo 
previsto por el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, aun cuando sea 
el causahabiente de dicha empresa, por el simple hecho de fusionarse, mientras 
que cualquier otro contribuyente que hubiera incurrido en pérdidas semejantes en 
los mismos años, por no haberse fusionado se encuentra en posibilidad de 
disminuir de su utilidad fiscal dichas pérdidas. 
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Resulta aplicable por analogía al estudio que hemos realizado, la tesis 
sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Cuarto Circuito que a 
continuación se transcribe: 

"ACTIVO DE LAS EMPRESAS, IMPUESTO AL EL ULTIMO 
PARRAFO, PRIMERA PARTE, DEL ARTICULO 90, DE LA LEY 
RELATIVA AL, ES INCONSTITUCIONAL EN TANTO 
DESATIENDE LOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA TRIBUTARlA 
CONSAGRADOS POR EL ARTICULO 31, FRACCION IV, DE LA 
CONSTITUCION GENERAL DE LA REPUBLlCA, EN 
TRATANDOSE DE FUSION DE SOCIEDADES MERCANTILES. 
Al margen de que el primero de los preceptos invocados se 
contrapone a lo establecido en el artículo 224 de la Ley General de 
Sociedades Mercallliles, (confonne al cual la sociedad que subsiste 
o la que resulte de la fusión tomará a su cargo los derechos y las 
obligaciones de las sociedades extinguidas), al establecer que en 
caso de fusión la sociedad fusiOlwda no puede tramll1itir a la 
fusionante su derecho a la devolución del impuesto al activo, 
desatiende también los principios de justicia tributaria 
consagrados por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Federa~ a fin de que en un mismo plano de igualdad lodos los 
sujelos pasivos del impuesto al activo puedan oblener la 
devolución del saldo a su favor, al sólo pennitir inequitativamente 
que las sociedades mercantiles no fusionadas sí puedan obtener 
la devolución, mientras las que sí se fusionan pierden ese derecho 
a partír de la fusión, lo que ill1plica que éstas tributen en mayor 
proporción para los gastos públicos que las no fusionadas, sin que 
se justifique esa discrill1inación. Además, el indicado precepto legal 
no se sujeta al 1I100ulato del artículo 14 comtitucional, en talllo 
priva a la sociedad fusionallle de un derecho, sin juicio previo 
seguido allle los tribunales previamente establecidos, en el que se 
cumplan las fonnalidades esenciales del procedimielllo y confonne 
a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO SEXTO CIRCUITO, 

Amparo directo 354/95. Grupo Repa, S,A, de C. V. II de 
agosto de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Moisés 
Duar!e Aguíñiga. Secretario: Ramiro Medina Masco!. " 
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De la transcripción anterior, es claro que la disposición que se analiza 
es violatoria de lo previsto por el artículo 31, fracción IV de nuestra Constitución, en 
la medida en que limita a las sociedades fusionan tes el derecho de considerar las 
pérdidas fiscales en que hubieren incurrido las sociedades fusionadas antes de la 
fusión respectiva, no obstante que a aquélla se le transmite en su totalidad el conjunto 
de derechos y obligaciones de ésta última, lo cual implica que, de manera inequitativa, 
sólo las sociedades mercantiles no fusionadas puedan deducir dichas pérdidas, 
mientras las que si se fusionan pierden ese derecho a partir de la fusión precisamente, 
lo cual significa que éstas tributen en mayor proporción para los gastos públicos que 
las no fusionadas, sin que se justifique esa discriminación. 

Debe señalarse que aun cuando el criterio judicial antes transcrito se 
refiere a la inconstitucionalidad del artículo 9 de la Ley del Impuesto al Activo, el 
mismo resulta un ejemplo bastante claro que nos ayuda a explicar que ya que nos 
encontramos ante una situación idéntica, a saber, la limitante que tienen las sociedades 
fusionantes a ejercer un derecho, no obstante que el mismo les fue transmitido en 
virtud de la fusión en la que hubiesen tomado parte. 

En estos términos, es claro que la limitante prevista por el artículo 55 de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta resulta del todo violatoria de la garantía de equidad 
tributaria, al impedir que las empresas fusionantes disminuyan las pérdidas fiscal en que 
incurrieron las empresas fusionadas, por el solo hecho de haberse fusionado. 

Por último, no puede perderse de vista que tratándose de personas 
morales, no es dable válidamente, que posean derechos personalísimos, ya que una 
sociedad mercantil carece por naturaleza de facultades inherentes a la persona física, 
esto es, que tenga derechos personales e intransferibles, por ello los derechos a 
disminuir pérdidas fiscales, no pueden jurídicamente ser considerados 
personalísimos, y por ende sí pueden ser transferibles, por ser aspectos económicos. 

En efecto, el doctrinario Alberto Pacheco Escobedo señala lo siguiente: 

"Es claro que los derechos de la personalidad no son 
patrimoniales. Los bienes que protegen, los atributos de 
la persona que forman su contenido, repugnan la idea de 
ser valorados en dinero. Por lo mismo, en principio 
tampoco son enajenables ni participan de las demás 
características de los derechos subjetivos patrimoniales" 52 

II PACHECO ESCOBEDO. Albeno, "Lo Persona en el Derecho Civil mexicano", Editorial Panorama, Segunda Edición. Méxi­
co. 1992. 
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5.3.1. Pérdidas en el caso de escisión de sociedades 

Para evidenciar aun más la inequidad de la disposición cuya 
constitucionalidad se analiza. es importante señalar que conforme a la misma, en 
los casos de escisión de sociedades sí resulta procedente la transmisión de las 
pérdidas fiscales pendientes de amortizar, no obstante que a través de ambas 
figuras jurídicas opera una transmisión universal patrimonial de un contribuyente 
a otro y, por ende. debiera dárseles un tratamiento fiscal idéntico en materia de 
amortización de pérdidas fiscales de ejercicios anteriores. 

Esto es, al igual que en el caso de fusión, por la escisión de sociedades 
se efectúa una transmisión total o parcial de los derechos y obligaciones de la sociedad 
escindente a las escindidas, por lo que también existe la figura de la transmisión 
patrimonial del causante de la transmisión al causahabiente de la misma. 

En efecto, conforme a lo previsto por la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, hay escisión: "cuando una sociedad denominada escinden te decide 
extinguirse y divide la totalidad o parte de su activo, pasivo y capital social en dos 
o más partes, que son aportadas en bloque a otras sociedades de nueva creación 
denominadas escindidas; o cuando la escindente, sin extinguirse, aporta en bloque 
parte de su activo, pasivo y capital social a otra u otras sociedades de nueva 
creación." 

No obstante que se trata de figuras que jurídicamente producen 
consecuencias jurídicas idénticas (transmisión patrimonial de una persona moral 
a otra, con la consecuente desaparición de una o de varias de ellas), conforme a lo 
previsto por el propio artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en los 
casos de escisión de sociedades sí resulta procedente el transmitir las pérdidas 
fiscales en la proporción en que se divida el capital social con motivo de la 
escisión, en tanto que en los casos de fusión no lo permite. 

En efecto, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta en 
su parte conducente señala lo siguiente: 

"Artículo 55 .......................................................... . 

El derecho a disminuir pérdidas es personal del 
contribuyellte que las sufra y no podrá ser transmitido a 
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otra persona ni como consecuencia de fusión. En el caso 
de escisión. las pérdidas fiscales pendientes de 
disminuirse de utilidades fiscales. se podrán dividir entre 
las sociedades escindente y las escindidas en la 
proporción en que se dividan el capital con motivo de la 
escisión. " 

Nótese como la disposición antes señalada permite en el caso de 
eSCISlOn de sociedades la transmisión de las pérdidas fiscales en que haya 
incurrido la sociedad escindente a las escindidas en la proporción en que se divida 
el capital socia!' 

No obstante lo anterior, la misma disposición impide que en el caso 
de fusión, sean transmitidas las pérdidas fiscales que deriven de la misma, no 
obstante que, se insiste, en ambos casos existe una transmisión patrimonial de una 
persona moral a otra y, por ende, debiera dárseles un tratamiento fiscal idéntico, 
a través de permitir en ambos casos la transmisión de las pérdidas fiscales sufridas 
por las sociedades fusionadas y las escindidas, respectivamente. 

Esto es, tanto en la fusión como en la escisión de sociedades existe una 
transmisión de derechos y obligaciones; sin embargo, en el caso de la fusión el artículo 55 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta impide que la empresa fusionante pueda aplicar las 
pérdidas pendientes de amortizar de la empresa fusionada, mientras que en el caso de 
escisión si permite que las pérdidas incurridas por las empresas escindidas sean 
transmitidas, lo cual a todas luces resulta violatorio de lo previsto por el artículo 31, 
fracción IV de nuestra Constitución. 

En efecto, como ha quedado demostrado, tanto en la fusión como 
en la escisión existe transmisión de derechos y obligaciones, de donde no resulta 
justificable que para el caso de la primera se limite la transmisión de dichas 
pérdidas a las empresas fusionantes, mientras que en el caso de escisión ello sí se 
permita en relación a la división del capital correspondiente, sin que exista una 
razón que jurídica y válidamente justifique ese trato desigual e inequitativo. 

5.4. Violación a la garantía de audiencia y seguridad jurídica 

El artículo 14 constitucional establece, en su parte conducente, 
textualmente lo siguiente: 
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"Artículo 14 ....................................................... . 

Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 
seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que 
se cumplan las fomzalidades esenciales del procedimiento y 
confomle a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. " 

De la transcripción anterior del artículo 14 constitucional, se desprende 
que nadie podrá ser privado de la vida, libertad, propiedades, posesiones o derechos, sino 
en virtud de un juicio que deberá ser seguido ante los tribunales que hayan sido 
previamente establecidos y en el que, además, se cumplan con las formalidades esenciales 
del procedimiento. 

Lo anterior, incluso debe ser respetado por el legislador al emitir las leyes, 
pues en caso de que dichos ordenamientos no contemplen la posibilidad de que antes de 
la privación de sus derechos sean escuchados en su defensa, éstos se traducirían en normas 
inconstitucionales. 

Al respecto, el licenciado Ignacio Burgoa señala: 

"El criterio sustentado por la Suprema Corte respecto a esta 
cuestión ha sido en el sentido de considerar que a garantía de 
audiencia es efectiva aun frente a las leyes, de tal suerte que el 
Poder Legislativo debe acatarla, instituyendo los 
procedimientos en los que se conceda al gobernado la 
oportunidad de ser escuchado en defensa por las autoridades 
encargadas de su aplicación, antes de que, a virtud de ésta, se 
realice algún acto de privación autoriwdo nomlativamente. " 53 

Así las cosas, es claro que cualquier ordenamiento material y formalmente 
legislativo que no prevea el que el gobernado pueda defender sus derechos antes de ser 
privado de los mismos, necesariamente se traduce en una violación a la garantía de 
seguridad jurídica prevista en el segundo párrafo del artículo 14 constitucional, y por ende, 
el mismo resulta inconstitucional. 

En el caso; como ha quedado señalado anteriormente, conforme a 
lo previsto por el artículo 224 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, la 

JJ BURGOA. Ignacio. "Las Garantías Individuales", Ed. 27°, Porrua. México 1995, pago 564 
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sociedad que subsista de una fusión o la que resulte de la misma tomará a su cargo 
los derechos y obligaciones de las sociedades que se extingan, pues se transmite 
la totalidad del patrimonio de estas últimas sociedades. 

Así las cosas, es claro que conforme al citado precepto, al momento 
en que se da la fusión, la empresa fusionante adquiere todos los derechos y 
obligaciones a cargo de la sociedad fusionada, por disposición de la Ley General 
de Sociedades Mercantiles. 

No obstante lo anterior, en completa contravención a las garantías 
de proporcionalidad y equidad tributarias (como se ha demostrado anteriormente), 
así como a las de audiencia y seguridad jurídica previstas en el artículo 14 de 
nuestra Constitución, la misma disposición pretende limitar el derecho de 
considerar dentro del patrimonio de la empresa fusionante, las pérdidas en que 
incurrió la fusionada antes de la fusión efectuada, sin darle oportunidad de 
manifestar previamente lo que a su derecho convenga. 

Esto es, derivado de dicha fusión, la fusionante adquiere una serie 
de derechos y obligaciones, ubicándose dentro de los primeros las pérdidas 
fiscales en que incurrió la empresa fusionada antes de que se efectuara la fusión. 

Sin embargo, conforme a lo previsto por el artículo SS de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, se impide a la fusionante el poder amortizar las pérdidas 
en las que incurrió la fusionada antes de la fusión, sin dar oportunidad de 
demostrar el derecho que le asiste para amortizar dichas pérdidas. 

La circunstancia de que el legislador hubiera establecido que no 
resultaba procedente amortizar las pérdidas con motivo de una fusión, según se 
desprende de una interpretación sistemática de las disposiciones de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta y de lo que ha establecido la doctrina, obedece a que en 
todos los casos, el legislador presume que la figura de la fusión había sido 
utilizada como un método para defraudar, a través de la fusión de empresas 
perdedoras con ganadoras para reducir el gravamen a su cargo. 

Sin embargo, el legislador perdió de vista que no todos los casos 
adquieren estas características y no estableció un mecanismo que permitiera a los 
contribuyentes acreditar que no realizarían una fusión fraudulenta, lo que resulta 
violatorio de la garantía de audiencia consagrada en el artículo 14 Constitucional. 



V. INCONSTlTl'CIONALlDAD DEL ARTíCULO 55 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 125 

Así las cosas, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
resulta violatorio de lo previsto por el artículo 14 constitucional, pues sin juicio 
previo seguido ante los tribunales competentes, priva a los gobernados de los 
derechos que le corresponden derivados de la fusión de sociedades. 

Así las cosas, resulta del todo violatorio de lo previsto por la 
garantía de seguridad jurídica y audiencia el que sin un juicio previo seguido ante 
los tribunales previamente establecidos, se pretenda privar a la fusionante, el 
derecho de amortizar las pérdidas en que incurrió la sociedad fusionada. 

Resulta aplicable a este estudio, la tesis dictada por el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación que a continuación se transcribe: 

"ACTIVO. ESTE IMPUESTO QUEBRANTA EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD AL NO PREVER LA 
POSIBILIDAD DE DESVIRTUAR LA PRESUNCION DE 
GANANCIA MINIMA OBJETO DEL GRAVAMEN. Siendo el 
objeto del impuesto al activo la ganancia o rendimiento mínimo 
presunto originado en la tenencia de activos destinados a 
actividades empresariales, es claro que al no prever la ley la 
posibilidad de desvirtuar esta presunción de ganancia mínima, 
quebranta el principio de proporcionalidad tributaria, pues 
ocasiona que el gravamen no sea acorde con la capacidad 
contributiva de los sujetos pasivos del impuesto al encontrarse 
obligados a cubrirlo también quienes no hayan tenido la 
ganancia mínima que se presume. 

Amparo en revisión 107/92.- Consultores en Servicios 
Jurídicos Fiscales, S.A. de C. v,- 6 de abril de 1995.­
Mayoría de seis votos.- Ponente: Juan Díaz Romero: 
encargado del engrose ministro Mariano Azuela GÜitrón.­
Secretaria: Ma. Estela Ferrer Mac Gregor Poisot." 

Resulta aplicable al estudio de este apartado, con respecto a la violación 
de la garantía del artículo 14 constitucional, lo resuelto en la sentencia dictada por el H. 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Sexto Circuito dentro del juicio de amparo 
354/95, promovido por Grupo Repa, S.A. de C.V, en la que en la parte conducente de su 
considerando quinto se señala textualmente lo siguiente: 
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.. QUINTO ............................................. . 

Por otra parte, también asiste razón a la quejosa, al aducir que 
es inconstitucional el precepto legal en estudio, porque limita 
sus derechos mientras subsisten sus obligaciones con relación 
a la fusión de socieclades; ello es así, porque de acuerdo a lo 
dispuesto por el artículo 14 constitucional. nadie puede ser 
privado de sus propiedades. posesiones o derechos. sino 
mediante juicio seguido ante los Tribunales previamente 
establecidos. en el que se cumulan las formalidndes esenciales 
del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con 
anterioridnd al hecho; y por tanto, es indebido que el último 
párrafo, primera parte, del artículo 9 de la Ley del Impuesto al 
Activo, prive a la quejosa del derecho a la devolución de 
impuesto a favor de las empresas fusionadas, pues por virtud 
de la fusión éstas transmitieron a aquélla su patrimonio activo 
y pasivo y se extinguieron, con lo que lafusioname asumió los 
derechos y obligaciones de Iasfusionadas; de talforma que, es 
inconstitucional el precepto legal invocado, al privar a la 
quejosa de sus derechos, sin sujetarse al mandato del artículo 
14 constitucional. 

Congruente con lo anterior, procede conceder a la quejosa el 
amparo y protección de la Justicia Federal, contra el acto que 
reclama de la Sala Regional del CelZtro del Tribunal Fiscal de 
la Federación, consistente en la sentencia de catorce de catorce 
de octubre de mil novecientos novelZta y cuatro, dictada en el 
juicio de nulidad número 269/94". 

Asimismo. resulta aplicable aestudio, el criterio jurisprudencial emitido 
por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra dice: 

.. PRODUCTOS DE CAPITALES. INCONSTlTUCIONAllDAD 
DEL ARTICULO 316 DE LA LEY DE HACIENDA DEL 
DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL Del artículo 
316, párrafos primero y último, de la Ley de Hacienda del 
Departamento del Distrito Federal, refomwdo por Decreto de 
31 de diciembre de 1959, se desprende con claridad que la 
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fuente gravable está constituida por el derecho efectivo, y no 
supuesto, a percibir ingresos con motivo de la inversión de capital, 
constituida por el derecho efectivo, y no supuesto, a percibir 
ingresos eDil motivo de la inversión de capital, ingresos que no 
constituyen una consecuencia ineludible de la citada inversión sino 
que es preciso que se pacten en las operaciones relativas, en las que 
inclusive puede establecerse expresamente que no existe el 
derechos a percibirlos, y una disposición legal de carácter 
tributario no puede desconocer esas situaciones al través de la 
presunción de que forzosamente deben percibirse intereses fijados 
arbitrariamente en la suma de seis por ciento anual, con lo ella! se 
está contrariando el principio de equidad en al imposición 
consagrado por el artículo 31, fracción ¡v, de la Constitución 
Federal, puesto que se grava con el impuesto a sujetos que se 
encuentran en diversa situación, osea, tanto a los que tienen 
derecho a percibir intereses, como aquellos que expresa o 
tácitamente carecen del derecho a percibir tales ingresos, con lo 
que se coloca a los últimos en la misma situación tributaria de los 
primeros, 110 obstante que tienen diversa capacidad contributiva. 
Además, el último párrafo del precepto de que se trata, desvirtlÍa la 
finalidad del impuesto, consignada claramente en e! primer 
párrafo del propio artículo 316 de la Ley de Hacienda de! 
Departamento del Distrito Federal, al hacer recaer el tributo, no 
sobre el producto del capital sino sobre la simple inversión del 
mismo, además de la indebida desigualdad que establece entre los 
causantes, seglÍn ha quedado precisado con anterioridad; y 
finalmente, también limita e! derecho fundamental de audiencia 
establecido por el artículo 14 de la Ley Suprema, en perjuicio de la 
persona afectada, puesto que restringe los medios de prueba que 
puede utilizar para demostrar que realmente no tiene derecho a 
percibir intereses, y que por lo mismo, no es causante del impuesto 
sobre productos de capitales, pues si bien se suprimieron por el 
citado Decreto de 31 de diciembre de 1959, las palabras "sin que 
admita prueba en contrario ", que convertía a la presunción de que 
se ha venido hablando en ''juiris et de jure", indirectamente se 
llega al mismo resultado, pues a pesar de esta supresión se 
mantiene idéntico sistema ya que el precepto de referencia 
establece la presunción legal de que se tiene derecho a percibir 

127 
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los intereses y usufructo a que se refieren las fracciones 1, Il, IIl, 
IV Y V. del mismo artículo, y le niega valor probatorio en 
contrario a los documentos en que se hacen constar las 
operaciones relativas, que sería la prueba pericial contra la 
presunción legal de que se trata, por lo que procede concluir 
que el artícul0316 de la Ley de Hacienda del Departamento del 
Distrito Federal, al establecer la presunción de que se tiene 
derecho a percibir intereses y al negar valor probatorio en 
contrario a los documentos en que se hacen constar las 
operaciones relativas, limita el derecho fundamental de 
aadicncia cstablecido por el artículo 14 de la Constitución. 

Amparo en revisión 8210/60, Condominio Insurgentes, S,A. 26 
de abril de 196/. Unanimidad de dieciséis votos, 

Amparo en revisión 250l/59. Condominio Insurgentes, S,A. 26 
de septiembre de 1961, Unanimidad de dieciocho votos. 

Amparo en revisión 3168/60. Condominio Insurgentes, S.A. 26 
de septiembre de 1961, Unanimidad de dieciocho votos, 

Amparo en revisión 1816161, Condominio Insurgentes, S.A. 27 
de agosto de 1963. Unanimidad de diecisiete votos. 

Amparo en revisión 5I42162, Propulsora de Fraccionamientos, 
S,A. 2 I de abril de 1964. Unanimidad de diecinueve votos." 

Así las cosas, queda demostrado que el artículo 55 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, resulta inconstitucional al atentar contra la garantía de 
seguridad jurídica prevista en el artículo ·14 de nuestra Constitución, pues 
pretende privar a la fusionante de sus derechos sin darle la oportunidad de ser oída 
y vencida en un procedimiento que le permita defender sus derechos. 

5.5. Resoluciones emitidas por nuestros tribunales 

No obstante lo que se ha expuesto con anterioridad, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación al analizar la posible inconstitucionalidad del 
artículo materia de este trabajo, resolvió emitir la siguiente tesis, la cual no ha 
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constituido jurisprudencia por lo que ningún tribunal se encuentra obligado a su 
aplicación: 

"FUSION DE SOCIEDADES. LOS ARTlCULOS 55, ULTIMO 
PARRAFO, DE LA LEY DELlMPUESTO SOBRE LA RENTA Y 9~, 
ULTIMO PARRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO AL ACTIVO, 
QUE ESTABLECEN QUE LOS DERECHOS A DISMINUIR 
PERDIDAS Y A REAL/ZAR ACREDlTAMIENTOS Y 
DEVOLUCIONES SON PERSONALES DEL CONTRIBUYENTE, 
NO VIOLAN LA GARANTIA DE EQUIDAD TRIBUTARIA 
ESTABLECIDA EN EL ARTICULO 31, FRACCION IV, DE LA 
CONSTlTUCION. - Los artículos 55, último párrafo, de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta y el artículo 9°., último párrafo, de la Ley 
del Impuesto al Activo, establecen que el derecho a disminuir 
pérdidas es personal del contribuyente que las sufra y no podrá ser 
transmitido ni como consecuencia de fusión y que los derechos al 
acreditamiento y a la devolución previstos en el artículo 9° de la 
Ley del Impuesto al Activo son personales del contribuyente, e 
igualmente no podrán ser transmitidos a otra persona ni como 
consecuencia de fusión. Dichos preceptos no atentall contra los 
principios de justicia tributaria, pues 110 es exacto que pennitan 
inequitativamente que las sociedades mercantiles /10 fusionadas sí 
pueden obtener los beneficios señalados, toda vez que una empresa 
fusionada está en una situación jurídica diversa de una que no se 
ha fusionado atento a que aquélla se ha extinguido jurídicamente, 
razón por la que el trato diferente que se le da a través de aquellos 
numerales /10 viola la garantía de equidad establecida en el 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues para que exista inequidad es presupuesto 
que se trate de entes que estmulo en igual situación, se les trate en 
fOnlza desigual por la ley, o estando en diversa situación, se les dé 

trato igual, extremo que no acontece en la especie.(22)" 
S.J.F IX Epoca. T V/ll. Pleno, diciembre 1998, p. 243. " 

No obstante lo anterior, al resolver el asunto que dio origen a la tesis 
transcrita con anterioridad, la minoría de los Ministros emitió un voto mismo que a 
continuación se transcribe y que considero apoya lo sustentado en este trabajo: 
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"VOTO DE MINORlA QUE FORMULAN LOS SEÑORES 
MINISTROS SERGIO SALVADOR AGU/RRE ANGU/ANO, 
JUVENTINO V. CASTRO Y CASTRO, JUAN DlAZ ROMERO, 
GENARO DAVID G6NGORA PIMENTEL y JOSE VICENTE 
AGU/NACO ALEMAN, EN EL AMPARO EN REVISI6N 
935/97, PROMOVIDO POR CONSORCIO ARA, SOCIEDAD 
AN6NIMA DE CAPITAL VARIABLE, RESUELTO POR E 
PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACl6N EN SESION DE TREINTA Y UNO DE AGOSTO DE 
MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y OCHO, El presente voto de 
minoría tiene por objeto expresar las razones por las cuales ¡WS 

apartamos del criterio mayoritario. en el sentido de considerar 
que el último párrafo del anículo 55 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta y el último párrafo del artículo 9 de la Ley del 
Impuesto al Activo, no rompen con el principio de equidad al 
prohibir que las empresas fusionadas puedan disminuir 
pérdidas fiscales, tratándose del impuesto sobre la renta y, 
pierdan los derechos al acreditamiento y a la devolución en 
relación con el impuesto al activo, como consecuencia de la 
fusión. 
Diferimos de lo resuelto en cuanto se aducen medulannente, 
que las empresas fusionadas se encuentran en un plano de 
desigualdad frente a /as que no se han fusionado y por ello se 
justifica el trato desigual en los numerales combatidos. 
Contrariamente a lo establecido en la sentencia de la mayoría, 
estimamos que, la fusión de las sociedades no puede ser la 
causa para afimzar que se trata de sujetos diferentes y las 
sociedades que no se fusionan y que por ello deban tener un 
trato desigual en cuanto a la disminución de pérdidas fiscales y 
a la devolución o acreditamiento del impuesto. 
En efecto, económicamente la fusión es uno de los medios con 
que cuentan las empresas para mejorar su competitividad, ya 
que la forma de fortalecerse empresarialmente es creciendo en 
todos los sentidos, haciéndose por ende más competitivas, 
trayendo así por consecuencia una serie de beneficios para la 
macroecOIwmÍa del país. 

Jurídicamente, la fusión es un proceso en virtud del cual dos o 
más sociedades que se extinguen transmiten su patrimonio en 
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bloque a una nueva sociedad que se constituye a estos efectos, 
o a una de ellas, pasando nonnalmente sus socios a la sociedad 
que se constituye o a la sociedad absorbente en jilllción del 
negocio que todas ellas asuman. 
De la noción conceptual anterior, se desprende que los efectos 
de la fusión, son los siguiellles: a) La extinción de las 
sociedades que se fusionan ), b) La transmisión de los 
patrimonios de las sociedades que se extinguen. 
Las sociedades que se extinguen transmiten en bloque sus. 
patrimonios a la nueva sociedad que se constituye o a la 
absoTbellle que adquieren por sucesión universal, los derechos 
y obligaciones de aquéllas. 
A la vista de lo expuesto, la sucesión implica que delllro de una 
relación jurídica determinada, un sujeto viene a colocarse en el 
puesto que ocupaba otro, asumiendo el nuevo sujeto los 
derechos y cargas del sujeto sustituido. 
Así, talllo en el supuesto de fusión por creación de nueva 
sociedad canto en el de absorción, las sociedades que se 
disuelven y extinguen al fusionarse, cualquiera que sea su 
famta, tipo o clase. transmiten sus respectivos patrimonios 
sociales a la nueva sociedad o a la sociedad absorbente, pues la 
fusión es económica y jurídicamente un supuesto concreto de 
transmisión de patrimonios, cuya característica está en que se 
produce por sucesión a título universal de la sociedad nueva o 
absorbente en el activo y pasivo de la sociedad o sociedades 
disueltas. 
Pues bien, estimamos que el fenómeno de la sucesión debe tener 
plena aplicación en la materia fiscal, ya que de sucesión 
tributaria sólo puede hablarse con exactitud cuando una 
persona sustituye a otra en los derechos y obligaciones 
inherentes a una determinada y todavía existente relación 
impositiva. 
En este sentido, la sucesión en la relación tributaria origina que 
el que el antiguo contribuyente desaparezca de la escena 
tributaria, viniendo el sucesor a ocupar su lugar. quedando el 
nuevo sujeto vinculado tanto con la ley tributaria como con la 
Hacienda Pública 
Por tanto, el sucesor asume la posición jurídica que tenía el 
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autor de la sucesión o dante causa, es decir, la posición de 
contribuyente, Así, la deuda tributaria y los derechos del 
sucesor 110 se extinguen por la muerte, donación o cualquier 
otro acto traslativo de dominio (como la fusión), sino que los 
reciben los sucesores. La sucesión supone, pues, que los sujetos 
sucedido y sucesor son contribuyentes y que son sujetos pasivos 
de la obligación tributaria el uno después del otro, porque el 
sucesor se coloca en la posición de su predecesor. De esta 
fornw, si lo que transmite es un conjunto heterogéneo de bienes, 
derechos, obligaciones, elementos inmateriales y, en definitiva, 
de todo aquello que constituía la organización empresarial de la 
que era titular la sociedad que se extingue, ayuda a salvar los 
obstáculos que podrían derivarse de entender la fusión como 
Ulla mera sustitución en las relaciones jurídico patrimoniales. 
asumiendo la nueva sociedad o la absorbente cualquier clase de 
derecho o beneficio fiscal (tales como la disminución de 
pérdidas fiscales, el acreditamiento o la devolución de 
impuestos) del que estuviesen gozando las empresas que se 
disuelven, porque aquéllas se subroga en los derechos (y 
obligaciones) tributaria de éstas. 
Con apoyo en los razonanlientos anteriores, consideramos que, 
contrariamente a lo resuelto en la sentencia de la mayoría. los 
preceptos reclamados ocasionan un trato inequitativo al no 
perolitir a una persona moral que se fusionó el agotar los 
derechos de las empresas desaparecidas que absorbió, 
consistentes en hacer uso de pérdidas generadas en materia del 
impuesto sobre la renta y acreditar saldos, a favor del impuesto 
al activo obtenidos en ejercicios anteriores. 
En efecto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
definido la equidad tributaria, a través de numerosas 
jurisprudencias y tesis aisladas, de entre las cuales pueden 
citarse las siguientes: "EQUIDAD TRIBUTARIA.- SUS 
ELEMENTOS", (transcribió su texto). "EQUIDAD 
TRIBUTARIA. SUS ELEMENTOS", (transcribió su texto). 
"EQUIDAD TRIBUTARIA. IMPliCA QUE LAS NORMAS NO 
DEN UN TRATO DIVERSO A SITUACIONES ANALOGAS O 
UNO IGUAL A PERSONAS QUE ESTAN EN SITUACIONES 
DISPARES". (transcribió su texto). 
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De las anteriores jurisprudencias se desprende que el principio 
de equidad tributaria exige que a iguales presupuestos de hecho 
deben corresponder iguales consecuencias jurídicas, sin que se 
pen1zita que nOn1zas llamadas a proyectarse sobre situaciones 
de igualdad de hechos, produzcan como efecto de su aplicación 
la ruptura de esa igualdad, al generar un trato discriminatorio 
entre situaciones análogas. 
Por tanto, pensamos que si el legislador estima que es 
procedente efectuar la disminución de pérdidas el impuesto 
sobre la renta y el acreditamiellTo del impuesto al acn'vo para 
aquella sociedades mercantiles no fusionadas, no debió 
establecer la pérdida de esos derechos para las que se fUsionan, 
pues no existe razón alguna que justifique ese trato 
discriminatorio. 
En efecto, al prohibir los preceptos de que se trata a una 
persona moral que utilizó la figura jurídica de la fUsión, agotar 
los derechos de las empresas que fUsionó, acarrea que se 
quebrante el citado principio de equidad tributaria, en virtud de 
que provoca que tenga que tributar con mayor severidad que las 
personas morales que no han sufrido tal fUsión, ya que al 
impedírseles, sin razón fUndada alguna, hacer uso de pérdidas 
generadas en materia del impuesto sobre la renta, y acreditar 
saldos a favor del impuesto al activo obtenidos en ejercicios 
anteriores de las empresas fUsionadas, provoca que dos sujetos 
pasivos de tales contribuciones. que se encuentran ante el 
supuesto legal respectivo de una fomza idéntica, sean tratados 
de manera distinta, pues uno el que no se ha fUsionado podrá 
amortizar sus pénlidas fiscales y acreditar los saldos a favor 
respectivos, mientras que el otro que llevó a cabo la fUsión se 
verá impedido de hacer uso de tales derechos que en su favor 
poseían las empresas fusionantes. Es decir, los derechos 
referidos de las empresas desaparecidas no pueden también 
desaparecer lisa y llanamente, pues ello hace e/aro un evidente 
desequilibrio y asimetría del sistema, en tanto que donde hay 
razón equivalente no existe disposición también equivalente, y 
porque tal desequilibrio resulta injusto. Corrobora que los 
artículos 55, último párrafo de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta y, 9° último párrafo de la Ley del Impuesto al Activo, son 
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inequitativos. porque establecen una desigualdad de trato que 
resulta artificiosa. la circunstancia de que se vulnera el 
principio de simetría fiscal que debe observar toda nomza 
tributaria. pues por un lado la empresas fusionada tendrá que 
cumplir las obligaciones tributarias de las empresas 
desaparecidas. llegando al extremo de tener que cubrir los 
impuestos a cargo de éstas en témzinos de lo dispuesto por el 
penúltimo párrafo del artículo l4-A del Código Fiscal de la 
Federación. por lo que una empresasfusionante. en témzinos de 
los preceptos reclamados. además de no estar en posibilidad de 
ejercer los derechos tributarios de las empresas que absorbió 
por fusión. tendrán que cumplir con el entero de sus 
contribuciones. lo que provoca que: 
a).- No disminuya pérdidas o acredite impuesto que pueden 
reducir su base gravable. 
b ).- Que su base impositiva se vea incrementada por el resultado 
fiscal que hubiesen podido reflejar las empresas desaparecidas. 
Tales aspectos. estimamos. desatienden el principio de equidad 
tributaria. 
Con independencia de lo anterior, es importante tener en 
consideración que en la sesión privada en que se discutió el 
asunto de que se trata. se abordó el tema relativo a si los 
derechos a la deducción de pérdidas fiscales. al acreditamiento 
y a la devolución del impuesto. constituyen derechos 
personalísimos, cuestión que el cn"terio mayoritario no plasma 
en la resolución respectiva. sin embargo consideramos que se 
trata de un punto importante que debió ponderarse. 
Al respecto estimamos que esos derechos no revisten la 
naturaleza de persOlzalísimos e intransferibles. si se toma en 
cuenta la categoría de personas a las que se refierell. 
En efecto. los derechos personalísimos también llamados 
individuales. constituyen una clase singular de facultades 
reconocidas a las personas fisicas para el aprovechamiento 
legal de diversos bienes derivados de su propia naturaleza. 
cualidades y en general de las proyecciones integrantes de su 
categoría hunzana. de ahí su característica de intraruferibles. 
Ahora bien. tratándose. de personas morales. como en el caso. 
no puede afirmarse válidamente que poseen derechos 

134 



V. INCONSTlTCCIO~ALlDAD DEL ARTÍCULO 55 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RESTA 

personalísimos, ya que una empresas mercantil cuyos fines 
preponderantemente son económicos, carece por naturaleza 
propia de las facultades inherentes a la persona física, sin 
embargo, al reunirse varias de ellas para fomwr una sociedad, 
adquieren en conjunto, por esa circunstancia, otra clase de 
derechos incorporados al nuevo ente, como son los derechos 
patrimoniales y los corporativos ode consecución, los cuales, al 
colltribuir a los fines que persigue la persona moral, que por lo 
general son de carácter económico, resultan lógica y 
naturalmellte transferibles, a diferencia de lo que ocurre con las 
personas físicas que si tienen derechos personales e 
intransferibles. 
Por ello estimamos, que los derechos a deducir pérdidas 
fiscales, al acreditamiellto y devolución del impuesto, no son 
jurídicamellte "personalísimos" y por ende si pueden ser 
transferibles, por tratarse de derechos cuyo colJlenido es 
meramente económico. 
Desde diverso aspecto, ya en párrafos alJleriores se aludió a la 
fusión, así como, que de acuerdo a los preceptos que la reglan 
se transmite todo el patrimonio de las sociedades que se 
disuelven o extinguen al fusionarse, a la nueva sociedad o a la 
sociedad absorbente; también se destacó que la fosión es 
económica y jurídicamente un supuesto concreto de transmisión 
de patrimonios, debiéndose de precisar que las disposiciones 
que limitan ese derecho, como es el caso de las que se examinan, 
son inconstitucionales, por contradecir el principio de equidad 
tributaria al no justificarse un trato distinto a un mismo 
supuesto jurídico. 
En otros ténninos, atender a lo expresado en la selltencia de la 
nwyoría, en el sentido de que son situaciones desiguales en las 
que se encuentran una enlpresas que no se ha fusionado, con 
otra que se ha fusionado y que a estas últimas se les da el misnw 
trato, equivaldría a examinar la equidad en lo interno de cada 
categoría de contribuyentes las empresas no fosionadas y las 

. fosionadas, respectivamente sin hacer la comparación entre 
ellas, que es precisamente el aspecto medular que se debe de 
tonwr en cuenta para analizar si se cumple o no con la equidad, 
sobre todo, en el caso, hay que considerar que entre ambas 
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existe un mismo supuesto jurídico y económico como es el 
patrimonio, integrado por las obligaciones y derechos que se 
transmiten merced a la fosión. 
No es obstáculo a lo anterior el hecho de que existan empresas 
que en foroza fraudulenta tratan de obtener otras que tengan 
acumuladas grandes pérdidas para que a través de la fosión 
lograr un procedimiento de elusión en el pago de los tributos 
con la consecuencia afectación a los intereses del fisco, pues 
aún cuando dicha circunstancia constituye un hecho innegable, 
lo cierto es que la posibilidad de que por medio de dicha figura 
jurídica se llegue a una defraudación fiscal, de ningún modo 
justifica que el legislador tributario llegue a fórmulas 
inequitativas en relación con todas las empresas que se 
fosionan, ya que no es razonable pensar que todas las fosiones 
de sociedades tienden a una defraudación al fisco; adenuis la 
autoridad fiscal cuenta con todos los mecanisntos a su alcance 
para, analizando la razón de ser de la fosión, determinar si se 
trató de una operación real, lógica, sustentada en los fines de la 
sociedad, o no foe así. Independientemente, en el caso concreto, 
de uno y otro modo las pérdidas pendientes de amortizar y el 
impuesto susceptible de acreditar, serían utilizados hay por la 
fosionante o ya por la fosionada, lo que significa que la 
afectación al fisco, en ese caso, no podría darse, en atención a 
que ambos conceptos se encuentran declarados y son conocidos 
con anterioridad por el propio fisco federal, por ende, no 
pueden incrementarse ni conntotivo de la fosión. 
Por tanto, si mediante la fosión de dos personas jurídicas 
distingas sólo queda una e inclusive, puede surgir una sola, 
nueva y mayor, titular y responsable de toda la esfera de 
derecho de la desaparecida, es injustificado, que la fosionante 
responda de cualquier adeudo fiscal pendiente de la fosionada 
para con el fisco y en cambio, que en lo concreto 110 pueda 
utilizar el derecho de amortizar pérdidas del impuesto sobre la 
renta y el acreditamiento contra el impuesto al activo que a 
aquella le asistía. 
Por lo denuis, no se atiende a la capacidad contributiva del 
nuevo ente, por lo que resulta inequitativo que la ley declare la 
extinción de un derecho que precisamente derivó para la 
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fusionante, de las circunstancias concretas de capacidad 
contributiva de la fusionada respecto de quien aquella responde 
por asunción, en fon1la integra, tanto de sus derechos como de 
sus obligaciones y responsabilidades. 
En este sentido, en nuestra opinión, los numerales reclamados, 
las partes respectivas, sí atentan en contra de la garantía de 
equidad tributaria al principio de proporcionalidad, ya que 
provoca que las empresas mencionadas tributen con mayor 
severidad que las empresas fusionadas, al privarlas de los 
derechos referidos. 
Por lo anterior si existen reconocidos en la leyes tributarias 
combatidas derechos de disminución de pérdidas fiscales, 
acreditamiento y devolución de esto, para las personas nwrales, 
y éstos se niegan las empresasfusionantes (como la quejosa), se 
provoca no solo que se niegue ese derecho a cierta clase de 
contribuyentes, sino tanlbién que corporativamente esos 
derechos se pierdan (en beneficio del fisco), ya que al 
desaparecer la sociedad fusionada, titular originaria de los 
mismos, nadie estaría en posibilidad de reclamar esos 
beneficios. 
Además, como conclusión, cabría considerar que los 
dispositivos legales reclamados encubren un celo recaudatorio 
exagerado, porque resulta inconcebible que para efectos de la 
causación del impuesto al activo (artículo 6 de la ley relativa), 
si se reconozca el fenómeno de la causahabiencia que se 
presenta entre las sociedades que personalizan la fusión y los 
fusionados y, sin embargo, respecto de los derechos de 
acreditamiento y devolución, se desconozca sin mas ese 
fenómeno, lo cual es totalmente incongruente y violatorio de la 
transmisión de derechos que, por ley, implica la fusión de 
sociedades; incongruencia que es más patente si se atiende a 
que se obliga a las empresas fusionadas a hacerse cargo de los 
compromisos y obligaciones tributarias de las fusionantes, mas 
no de los derechos o beneficios adquiridos por estas con motivo 
de la relación tributaria que tenían como son la posibilidad de 
amortizar pérdidas del impuesto sobre la renta y el del 
acreditamiento o devolución de impuestos. Con mayor razón 
cuando las disposiciones reclamadas traen como consecuencia 

137 



V. INCONSTlTUCIONALlDAD DEL ARTÍCULO 55 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 138 

que las empresas que se fusionnn tributen injustamente, en 
mayor proporción al que· lo harían de no haberse fusionado, 
según se ha selialado en párrafos anteriores. 
Por las razones precedentes, respetuosamente nos apanamos 
del criterio de la mayoría que en el considerando cuarto 
respectivo estableció, que las empresas fusionadas se 
encuentran en un plano de desigualdad frente a las que no se 
han fusionado y que por ello se justifica el trato desigual que les 
otorgan e! último párrafo del aniculo 55 de la Ley de! 

Impuesto sobre la Renta y úliinw párrafo del articulo 9° de lu 
Ley del Impuesto al Activo ". 

Así las cosas, de la simple lectura que se realice tanto a la tesis 
como al voto de minoría antes transcritos, podemos concluir que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, ha analizado la posible inconstitucionalidad del 
artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, sin que existan conclusiones 
definitivas y que no pudieran llegar a ser discutibles. 

Lo que es más, el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito se han pronunciado en el juicio O.A. 1464/99, 
en el sentido de declarar inconstitucional el artículo 55 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, adhiriéndose al criterio sustentado en el voto de la minoría de los 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, siendo que esta ha quedo 
firme y hasta cumplimentada por la autoridad. 

Sin embargo en otro juicio de amparo promovido ante el Séptimo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
O.A.06037/99, los Magistrados se adhirieron a la ejecutoria transcrita en el 
sentido de que el artículo 55 de la Ley del impuesto sobre la Renta, al establecer 
que el derecho a disminuir las pérdidas es personal del contribuyente que las sufra 
y no podrá ser transmitido ni como consecuencia de fusión negando el amparo 
solicitado por las siguientes razones: 

a) Aunque las empresas fusionadas y las que no se han 
fusionado se ubican en la misma hipótesis de causación 
respecto del Impuesto sobre la Renta, no deben recibir un 
trato equitativo en tanto que se encuentran en una 
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situación jurídica desigual, en virtud de que por efectos de la 
fusión las fusionadas dejan de existir, además de que transmiten 
su patrimonio a la llueva sociedad o a la subsistente. 
consecuentemente se genera la resolución de los vínculos 
jurídicos que hayan tenido establecidos con terceros y con sus 
propios acreedores de la fusionada, se sustituye el deudor 
respecto de los acreedores de la fusionada, se establecen nuevos 
vínculos jurídicos entre la fusionante y los socios de la 
fusionada; efectos que /10 se presentan en las empresas que na 
se fusionan, en esta tesitura es evidente que la fusionada recibe 
un trato acorde con su situación jurídica, ya que 110 se 
encuentra en el mismo plano de igualdad que la no fusionada. 

b) Habiéndose establecido que se encuentra legalmente 
justificado el trato diferente que reciben las empresas 
fusionadas respecto de las que no se han fusionado, en relación 
can la amortización de las pérdidas fiscales en el Impuesto 
sobre la Rema, es evidente que deberán tributar conforme a U/!O 

base diversa, lo cual es acorde con su condición legal, razón por 
la cual no puede estimarse que la disposición tildada de 
inconstitucional infrinja el principio de proporcionalidad 
tributaria. 

c) Si bien es cieno que la autoridad legislativa debe cumplir 
también con la garantía de audiencia, en tanto que tiene el 
deber jurídico de consignar en las leyes los procedimientos 
necesarios para que se oiga a los interesados y se les dé la 
oportunidad de defensa en los casos en que resulten afectados 
sus derechos, pero dicha garantía no puede tener el alcance de 
que se oiga a todos los posibles afectados con la ley que se 
impugna, pues resultaría imposible saber quienes lo serán, 
además de que el proceso de fomlOción de las leyes corresponde 
exclusivameme a órganos públicos. 
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Así las cosas, resulta que este Tribunal de manera general concluye 
que las empresas fusionadas y las que no se han fusionado no se ubican en la 
misma hipótesis de causación por lo que no deben de recibir un trato equitativo, 
por lo que la fusionada recibe un trato acorde con su situación, ya que no se 
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encuentra en un plano de igualdad con la no fusionada; también señala que es 
justificado el trato diferente que reciben las empresas fusionadas de las otras, toda 
vez que éstas deberán de tributar conforme a la base que les señale su condición 
legal, por lo que no se viola el principio de proporcionalidad, lo que creemos 
resulta incorrecto lo cual se comentará en el siguiente apartado. 

5.6. Comentarios acerca de las resoluciones de nuestros tribunales 

Una vez expuesto tanto la tesis de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, la cual cabe señalar que no constituye jurisprudencia, así como el voto 
de la minoría de los señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, y la resolución del Séptimo Tribunal Colegiado, resulta conveniente 
hacer diversos comentarios que se expondrán a continuación: 

En primer lugar, señalaremos que los Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación definen a la figura jurídica de la fusión como un 
proceso en virtud del cual dos o más sociedades que se extinguen transmiten su 
patrimonio en bloque a una nueva sociedad que se constituye a estos efectos, o a 
una de ellas, pasando normalmente sus socios a la sociedad que se constituye o a 
la sociedad absorbente en función del negocio que todas ellas asuman, cuya 
característica está en que se produce por sucesión a título universal de la sociedad 
nueva o absorbente en el activo y pasivo de la sociedad o sociedades disueltas. 

De igual forma, los Ministros consideran que esta figura aparece 
como consecuencia de la sucesión tributaria, es decir de aquella en la que una 
persona sustituye a otra en los derechos y obligaciones inherentes a una 
determinada y todavía existente relación impositiva, señalando que la sucesión 
supone que los sujetos sucedido y sucesor son contribuyentes y que son sujetos 
pasivos de la obligación tributaria el uno después del otro, porque el sucesor se 
coloca en la posición de su predecesor. 

al señalar: 
En este mismo sentido se expresa el doctrinario Eusebio Gonzáles 

"el sustituto del contribuyente se diferencia claramente 
del sucesor en la deuda del impuesto o en la deuda 
tributaria (cuando un sujeto viene a asumir, respecto de 
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una relación jurídica tributaria detenllinada. la misma posición 
que había sido precedentemente ocupada por otro. se da la 
figura de la sucesión en la deuda tributaria) ........................... . 
La sucesión presupone que los sujetos sucedido y sucesor son 
contribuyentes. y que son sujetos pasivos de la obligación 
tributaria el UllO después del otro. " 

Así las cosas, los Ministros confinnan que existe un trato inequitativo 
entre las empresas que se fusionan y las que no, toda vez que el artículo 55 de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, no pennite a una persona moral que se fusionó agotar los 
derechos de las empresas desaparecidas que absorbió, y a una empresa que no se ha 
fusionado sí podrá amortizar sus pérdidas fiscales, siendo que lo que solamente existe, es 
una sucesión en las relaciones jurídico patrimoniales 

Aun y cuando no sigamos el orden del voto emitido por los 
Ministros, es necesario en esta parte se haga mención a lo referido por los señores 
Ministros respecto a que si la deducción de las pérdidas fiscales constituyen 
derechos personalísimos. 

En este orden de ideas, los ministros llegan a la conclusión de que 
el derecho a la deducción de pérdidas, no revisten la naturaleza de personalísimos 
e intransferibles, tomando en cuenta la categoría de persona a la que se refieren, 
conclusión que se comparte en este trabajo. 

Lo anterior, toda vez que señalan que "los derechos personalísimos 
son sinónimo de los derechos individuales, que son aquellos que constituyen una 
clase singular de facultades reconocidas a las personas físicas para el 
aprovechamiento legal de diversos bienes derivados de su propia naturaleza, 
cualidades y en general de las proyecciones integrantes de su categoría humana, 
de ahí su característica de intransferible." 

En este orden de ideas, no se puede afirmar que una persona moral 
posea derechos personalísimos, ya que una empresa mercantil cuyos fines 
preponderantemente son económicos, carecen por naturaleza propia de facultades 
inherentes a una persona física, sino que constituyen derechos económicos. 

En efecto, el propio doctrinario Alberto Pacheco, señala que los 
derechos de la personalidad son una facultad de actuar por parte del sujeto que 

~ Op. eit p:lg .. 222. 
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tiene derecho a que se le reconozcan los instrumentos jurídicos necesarios para 
poder preservar sus bienes y atributos esenciales, que son el contenido propio de 
los Derechos de la Personalidad., que estos derechos deben derivarse del Derecho 
Natural, que como norma no escrita existe en virtud de la naturaleza humana, y 
otorga a todos los sujetos que participen de esa naturaleza esos derechos 
subjetivos de la personalidad. " 

De igual forma afirma: 

"Los derechos de la personalidad, como derechos naturales que 
SOIl, hall existido siempre, en todos los tiempos, y para todas las 
personas desde su nacimiento y no hay ninguna persona 
humana que no los tenga y desde luego son inalienables e 
imprescriptibles, como corresponda a su naturaleza de derechos 
personalísimos 

Es claro que los derechos de la personalidad no son 
patrimoniales. Los bienes que protegen, los atributos de la 
persona que forman su contenido, repugnan la idea de ser 
valorados en dinero. Por lo mismo, en principio tampoco son 
enajenables ni participan de las demás características de los 
derechos subjetivos patrinwniales. " 56 

Queda entonces así confirmado, que las personas morales como 
son aquéllas sociedades mercantiles que se fusionan no puede considerarse que 
cuenten con derechos personalísimos, toda vez que éstos son solamente inherentes 
a la persona humana. 

Otro tema que analizan los Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación al estudiar la inequidad del artículo en comento, es que esta 
disposición vulnera el principio de simetría fiscal, aquél que se debe de observar 
en toda norma tributaria, toda vez que la empresa fusionante deberá de cumplir 
con las obligaciones tributarias de las empresas desaparecidas en su totalidad 
hasta tener que llegar a cubrir los impuestos a su cargo, sin poder hacer valer 
algunos de los derechos de éstas mismas a su favor, provocando: 

a) Que no pueda disminuir las pérdidas pendientes de amortizar o 
acreditar el impuesto que puedan reducir su base gravable y, 

JS Op. Cil. Pago 62 
SI> ¡bid. Pag.69 y71 



V. INCO~STlTUCIONALlDAD DEL ARTÍCULO 55 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 142 

tiene derecho a que se le reconozcan los instrumentos jurídicos necesarios para 
poder preservar sus bienes y atributos esenciales, que son el contenido propio de 
los Derechos de la Personalidad., que estos derechos deben derivarse del Derecho 
Natural, que como norma no escrita existe en virtud de la naturaleza humana, y 
otorga a todos los sujetos que participen de esa naturaleza esos derechos 
subjetivos de la personalidad. " 

De igual forma afirma: 

"Los derechos de la personalidad, como derechos naturales que 
son, han existido siempre, en todos los tiempos, y para todas las 
personas desde su nacimiento y no hay ninguna persona 
humana que no los tenga y desde luego son inalienables e 
imprescriptibles, como corresponda a su naturaleza de derechos 
personalísimos 

Es claro que los derechos de la personalidad no son 
patrimoniales. Los bienes que protegen, los atributos de la 
persona que fomulIl su cOllfenido, repugnan la idea de ser 
valorados en dinero. Por lo mismo, en principio tampoco son 
enajenables ni participan de las demás características de los 
derechos subjetivos patrimoniales." 56 

Queda entonces así confirmado, que las personas morales como 
son aquéllas sociedades mercantiles que se fusionan no puede considerarse que 
cuenten con derechos personalísimos, toda vez que éstos son solamente inherentes 
a la persona humana. 

Otro tema que analizan los Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación al estudiar la inequidad del artículo en comento, es que esta 
disposición vulnera el principio de simetría fiscal, aquél que se debe de observar 
en toda norma tributaria, toda vez que la empresa fusionante deberá de cumplir 
con las obligaciones tributarias de las empresas desaparecidas en su totalidad 
hasta tener que llegar a cubrir los impuestos a su cargo, sin poder hacer valer 
algunos de los derechos de éstas mismas a su favor, provocando: 

a) Que no pueda disminuir las pérdidas pendientes de amortizar o 
acreditar el impuesto que puedan reducir su base gravable y, 

lJ Op. Cit. Pago 62 
~ ¡bid. Pag.69 y71 



V. INCONSTlTUCIONALlDAD DEL ARTÍCULO 55 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 144 

(empresa que se extingue), pero no analizó el caso de la empresa que subsiste, es 
decir la fusionante, por lo que el estudio de la violación del artículo 55 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta a la garantía de equidad no puede considerarse 
analizado en su totalidad. 

Ahora bien, también resulta claro que la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, ni en la tesis, ni en el voto particular, analizó la violación del 
artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta a la garantía de 
proporcionalidad tributaria, con lo que queda abierto el camino para un nuevo 
análisis sobre la falta de proporcionalidad de esta misma disposición. 

Lo anterior, no obstante que en el voto de la minoría de los 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se concluyó que al existir 
violación al principio de equidad, como consecuencia lógica, también se violaba 
el principio de proporcionalidad, sin analizar de fondo la supuesta violación, y 
mucho menos la posible violación de otras garantías constitucionales. 

Por lo que respecta a la resolución emitida por el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito resulta procedente hacer 
las siguientes consideraciones: 

Este Tribunal concluye de forma incorrecta que el artículo 55 de la 
Ley del Impuesto sobre la renta no viola el principio de equidad a partir de hacer 
una comparación entre el trato que se les otorga a las fusionadas y a sociedades 
que no se han fusionado, lo cual a todas luces es ilegal, pues como correctamente 
se señala en la ejecutoria dictada por esa H. Suprema Corte, resulta evidente que 
las primeras dejan de existir con motivo de la fusión, es decir, pierden su 
personalidad jurídica. 

En este sentido, la comparación de la que se parte para demostrar 
lo inequitativo de la norma en estudio, es entre sociedades fusionantes y 
sociedades que no se han fusionado, estimándose que la fusión de las sociedades 
no puede ser la causa para afirmar que se trata de sujetos diferentes a las 
sociedades que no se fusionan y que por ello debe darse un trato desigual en 
cuanto a la disminución de pérdidas fiscales, pues ambas sociedades se ubican en 
la misma hipótesis de causación respecto del impuesto sobre la renta, situación 
que incluso la misma Corte reconoció. 
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De igual forma, resulta evidente que dicho Tribunal solamente se 
enfocó al igual que a Suprema Corte de Justicia de la Nación, al estudio del estado 
y las relaciones de las fusionadas, las cuales como ya ha quedado señalado en 
varias ocasiones es aquélla que desaparece, por lo que resulta lógico que no pueda 
estar en las mismas condiciones que otra empresa que no se haya fusionado, toda 
vez que la primera ha dejado de existir. 

Asimismo, al concluir que las empresas fusionadas de las que no se 
han fusionado se encuentran en una situación jurídica desigual, el mismo Tribunal 
señala que como consecuencia, las fusionadas no pu'eden tributar de la misma 
forma, por lo que a su consideración tampoco se viola el principio de 
proporcionalidad, lo cual de acuerdo a lo expuesto con anterioridad también es 
incorrecto. 

Así las cosas, como ha quedado demostrado a lo largo de este 
trabajo, el artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta resulta 
inconstitucional al violar diversas garantías como son esencialmente la equidad, 
la proporcionalidad tributaria, la garantía de audiencia y la de seguridad jurídica. 

5.7. Comentarios respecto a la procedencia de los medios de defensa 

Cabe señalar que en la práctica, las sentencias a las que nos hemos 
referido pueden ser recurridas por la autoridad ante la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, toda vez que la fracción V, del artículo 83 de la Ley de Amparo, 
señala que procede el recurso de revisión en contra de las resoluciones que en 
materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, 
cuando decidan sobre la inconstitucionalidad de leyes federales expedidas por el 
Presidente de la República de acuerdo con la fracción 1 del artículo 89 
constitucional, por lo que revistiendo la Ley del Impuesto sobre la Renta dicho 
carácter, resulta totalmente procedente su interposición, 

Si las autoridades interpusieran este recurso, la autoridad 
competente para hacerlo, sería de conformidad con el artículo 87 de la misma Ley 
de Amparo, los titulares de los órganos de Estado a los qU,e se encomiende su 
promulgación, o quienes los representen en los términos de esa misma Ley, es 
decir, en el caso en particular, debiera de ser el Secretario de Gobernación o el 
Secretario de Hacienda y Crédito Público en representación del Presidente de la 
República. 
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Resulta oportuno señalar, que en principio, dicho recurso sería 
resuelto por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
conformidad con la fracción III del artículo 10 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial, por lo que dependiendo de los argumentos vertidos por la autoridad, y 
salvo que alguno de los Ministros cambiara de opinión, posiblemente aplicarían 
la tesis transcrita con anterioridad. 

Sin embargo, no hay que olvidar que el 20 de marzo del año 2000, 
se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo número 4/2000 del 
nueve de marzo de dos mil, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, relativo al envío de asuntos de competencia originaria de dicho órgano 
colegiado a las Salas. 

En el Acuerdo Primero se señala que los asuntos que se encuentren 
en la Secretaría General de Acuerdos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
con proyecto, podrán ser enviados a las Salas para su resolución cuando: 

a) Se hayan impugnado leyes locales o se haya alegado invasión de esferas. 

b) Se haya planteado la inconstitucionalidad de tratados o leyes 
federales y sobre la materia de estudio ya exista uno o más precedentes. 

Sin embargo, en el Acuerdo Tercero, se señala que los asuntos de nuevo 
ingreso se enviarán a las Salas mediante dictamen del Ministro ponente, cuando queden 
comprendidos en alguna de las hipótesis señaladas en el punto primero de ese mismo 
Acuerdo y en los términos del Acuerdo 1/1997 del Tribunal Pleno. 

Cabe señalar, que el Acuerdo 1/1997 del Tribunal en Pleno, mismo 
que se refiere a la determinación de la competencia por materia de las Salas de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación y al envío de asuntos competencia del 
Pleno a dichas Salas, en su Acuerdo Segundo, señala que ambas salas ejercerán la 
competencia que les otorga el artículo 21 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, especificando que la Primera Sala conocerá de las materias 
Penal y Civil y la Segunda Sala conocerá de las materias Administrativa y del 
Trabajo. 

En el caso a estudio, si algún asunto en revisión llegara para su 
resolución definitiva ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en mi 
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opinión, ésta debería de aplicar el Acuerdo 4/2000, tomando en cuenta que existe 
un precedente ya estudiado por el Pleno y enviar a la Segunda Sala el asunto para 
su resolución. 

Así las cosas, si se aplicara de forma estricta el Acuerdo antes 
referido, resultaría que al enviarse el recurso para su resolución a la Segunda Sala, 
el asunto ampliaría sus posibilidades de éxito, toda vez que la misma se encuentra 
integrada por tres de los Ministros que se pronunciaron en el Voto de Minoría en 
el sentido de que el artÍCulo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta resultaba 
inconstitucional, toda vez que el artÍCulo 17 de la Ley Orgánica del Poder judicial, 
señala que las resoluciones de las Salas se tomarán por unanimidad o mayoría de 
votos de los ministros. 
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CONCLUSIONES 

l. El legislador al crear la figura de la fusión, consideró razonable 
que si una empresa adquiere todas las obligaciones, también adquiere todos los 
derechos, como se contempla en el artículo 224 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles. 

2. La Ley del Impuesto sobre la Renta en su artículo 55, prohíbe la 
amortización de pérdidas de ejercicios anteriores incurridas por la sociedades que 
intervinieron en una fusión. 

3. El último párrafo del artículo 55 dispone que el derecho a 
deducir las pérdidas de ejercicios anteriores es personal del contribuyente que las 
sufre y no puede ser transmitido a otra persona ni como consecuencia de la fusión. 

4. En la fusión se pierde el derecho a amortizar las pérdidas de 
ejercicios anteriores incurridas por las sociedades que desaparecen en ella, pues 
no pueden transmitir su derecho a deducirlas a la sociedad que subsista o surja con 
motivo de la fusión, lo cual resulta inconstitucional y violatorio de las garantías 
de proporcionalidad, equidad y seguridad jurídica. 

5. El artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, viola el 
principio de proporcionalidad al gravar a un sujeto conforme a una capacidad 
contributiva irreal, al no reconocerle los derechos que se adquieren con motivo de 
una fusión, es decir, las pérdidas pendientes de amortizar, dado que con la fusión 
se adquieren todos los derechos y obligaciones de la fusionada, y así, asume las 
pérdidas, lo que se refleja en el pago de sus contribuciones, pues se trata de un 
solo patrimonio, por lo que resulta legal que la subsistente declare la disminución 
de sus ganancias ante la necesidad de soportar las pérdidas que reporten las 
empresas fusionadas, ya que de lo contrario se atenta con el principio de 
proporcionalidad, al no gravarse la auténtica capacidad contributiva, pues 
únicamente se vería incrementado su patrimonio en relación con los derechos 
adquiridos. 

6. El artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, también 
viola el principio de equidad pues da un trato inequitativo al impedir que la 
empresa fusionante amortice pérdidas de la fusionada, siendo que ambas se 
colocan en un mismo plano frente a la ley, ya que permite que las sociedades 



l. PRINCIPIOS QUE RIGEN LA RELACION TRIBUTARIA 149 

mercantiles no fusionadas sí puedan obtener beneficios que deriven de las 
pérdidas fiscales que resienten, mientras la fusionadas pierden ese derecho a partir 
de la fusión, 

7, El artículo 55 de la Ley del Impuesto sobre la Renta de igual 
forma, viola el principio de seguridad jurídica contemplado en el artículo 14 de 
nuestra Constitución, al privar a la empresa fusionante el derecho de amortizar 
pérdidas sin respetar su derecho de ser escuchado en su defensa. 
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